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Estimado Señor: 
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Familia costarricense'; elaborado por las estudiantes KAREN BRENES PIEDRA, carné A91061 y YULIANA 

LEIVA OROZCO, carné A93377, me permito indicarle que extiendo mi aprobación para la correspondiente 

réplica de la citada investigación. 

Lo anterior, dado que considero que el presente trabajo cumple con todos los requisitos de forma y fondo 

exigidos por el Reglamento de Trabajos Finales de Graduación, para optar por el grado de Licenciatura en 
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Con consideración y estima, 
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Resumen 

 En Costa Rica el régimen de ganancialidad se delimita a partir del 

artículo 41 del Código de Familia el cual establece un marco normativo 

tan amplio que deja a criterio de los jueces la determinación de la 

naturaleza ganancial de los bienes a liquidar al momento de la disolución 

del vínculo. Como resultado, muchos bienes con vocación ganancial 
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pueden verse obviados y por lo tanto, excluidos dentro del proceso de 

liquidación; incluyéndose en este supuesto a las prestaciones laborales. 

La naturaleza ganancial de las prestaciones labores ha sido reconocida 

por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, quien a pesar de 

ello no supo resolver el problema de fondo: su constatación, de ahí la 

necesidad de acudir al análisis de Derecho comparado en busca de una 

solución viable y efectiva de acuerdo al ordenamiento jurídico 

costarricense. 

En concreto las medidas planteadas para solventar lo anterior y para 

hacer valer este derecho, es hacer uso de procedimientos como la 

liquidación anticipada para los casos en que las prestaciones se obtengan 

durante la vigencia de la unión conyugal o bien el reintegro de bienes 

cuando estos valores no hayan sido aprovechados en beneficio común. 
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Introducción 

 

Al ordenamiento jurídico costarricense, el régimen de ganancialidad 

se determina a partir del artículo 41 del Código de Familia. A partir de 

este numeral puede definirse bien ganancial como aquellos bienes que 

fueron introducidos al patrimonio de los cónyuges, constatados al 

momento en que se disuelve o se declare nulo el matrimonio, se declara 

la separación judicial o bien, cuando, después de celebradas las nupcias, 

se hayan celebrado capitulaciones matrimoniales. 

 

A su vez, en este mismo artículo se enumera un listado taxativo de 

los bienes que no podrán ser considerados gananciales; es decir, la 

definición de si un bien es o no ganancial se hace por exclusión al no 

encontrarse en ninguno de los supuestos que se mencionan al artículo 

indicado anteriormente. 

 

La normativa es tan amplia que deja a la interpretación de los 

juzgadores de familia si se incluye o no dentro de la declaración y 

liquidación de los bienes gananciales a las prestaciones laborales como 

parte de estos. En este sentido, existe en la regulación legal una laguna 
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en cuanto a la declaración de las prestaciones laborales como bienes 

gananciales, lo que obliga a los tribunales costarricenses a recurrir a la 

interpretación para analizar si las prestaciones laborales al momento en 

que fueron percibidas por el trabajador o trabajadora son consideradas 

gananciales. 

 

La liquidación de las prestaciones laborales como bienes gananciales 

se ve también afectada por la grave inseguridad jurídica que provoca esta 

laguna, ya que la circunscribe a los límites que señala el numeral 41 al 

indicar que los bienes deberán ser constatados al momento en que se 

disuelve o se declare nulo el matrimonio, se declara la separación judicial 

o bien cuando, después de celebradas las nupcias, se hayan celebrado 

capitulaciones matrimoniales; parece entonces desprenderse que la 

liquidación de las prestaciones laborales deberá hacerse simultáneamente 

al cumplimiento de alguno de estos presupuestos para que sean 

declaradas como bienes gananciales; lo que provoca su casi imposible 

constatación y su posterior liquidación en vía judicial. 

 

Mediante la realización de este trabajo se pretende crear un marco 

doctrinario que analice las prestaciones laborales como nuevo elemento 
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del derecho de ganancialidad para que su declaración e interpretación en 

los juzgados costarricenses no parta únicamente de interpretación sino 

también de un examen crítico de su naturaleza y aplicación tanto en Costa 

Rica como en otros sistemas normativos similares al nuestro. 

 

Para el cumplimiento de este fin se llevará a cabo una investigación 

con un enfoque metodológico cualitativo propio de las ciencias sociales, 

rama a la que pertenece el tema por investigar. Se utilizarán instrumentos 

basados en fuentes teóricas que contienen conceptos fundamentales para 

probar la hipótesis planteada. Este método de igual manera nos sirve para 

hacer un estudio a fondo de cada una de las variables de investigación 

como un todo. 

 

Se partirá también de un estudio exploratorio, ya que el tema de 

investigación y el problema planteado ha sido poco estudiado en Costa 

Rica, pretendiéndose de esta forma ampliar y aclarar el poco desarrollo 

en torno a las prestaciones laborales y su declaratoria de ganancialidad.  

 

También se realizará una exploración descriptiva al tanto se detallará 

el tratamiento que se le ha dado a las prestaciones laborales como bienes 
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gananciales, identificando los conceptos del régimen de ganancialidad y 

de prestaciones laborales.  

 

Por último se hará una investigación comparativa jurídica de Derecho 

extranjero para observar el tratamiento que se le da a las prestaciones 

laborales y su ganancialidad al ordenamiento jurídico argentino y español. 

Las fuentes e instrumentos del presente trabajo de investigación son la 

doctrina, normativa y jurisprudencia, tanto costarricense como 

internacional.  

 

Existe para el desarrollo del presente trabajo de investigación una 

gran limitación y es el poco (nulo podría decirse) desarrollo doctrinario y 

normativo que existe en Costa Rica en cuanto al tema de las prestaciones 

laborales y su declaratoria de ganancialidad. En la única área en que se 

ha hecho un mínimo estudio es en materia jurisprudencial, que a su vez 

se limita a una Sentencia que ha sido reiterada en los Votos posteriores 

por lo que,  la exposición que se haga sobre el tema será en aplicación al 

análisis de la doctrina y normativa internacional. 
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Se pretende probar como hipótesis que las prestaciones laborales 

deben considerarse bienes gananciales; si el surgimiento del derecho 

laboral ocurre durante la vigencia del matrimonio y hasta la declaración 

judicial de la disolución del vínculo; ya que estas son fruto del trabajo de 

uno de los cónyuges que realizó con la ayuda de su pareja y en un 

esfuerzo mutuo. Para lograr este propósito se plantean los siguientes 

objetivos: 

 

OBJETIVO GENERAL 

 

Determinar la existencia de un derecho de ganancialidad a favor del 

cónyuge en la disolución del vínculo matrimonial sobre las prestaciones 

laborales otorgadas a un trabajador al final de su relación laboral, 

mientras hayan sido devengadas durante la existencia del matrimonio. 

 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

1. Identificar los elementos más importantes del derecho de 

ganancialidad en Costa Rica. 
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2. Definir los distintos regímenes patrimoniales al matrimonio. 

3. Establecer la naturaleza y fundamento jurídico de las prestaciones 

laborales en Costa Rica. 

4. Establecer el surgimiento del derecho de reclamo de las 

prestaciones laborales y los extremos que abarca. 

5. Determinar el tratamiento que han tenido las prestaciones laborales 

dentro del régimen patrimonial del matrimonio al Derecho 

comparado. 

6. Establecer los lineamientos que ha dado la jurisprudencia 

costarricense en cuanto a las prestaciones laborales como bienes 

gananciales.  

 

Dichos objetivos serán desarrollados a lo largo de la presente 

investigación la cual estará estructurada en tres grandes títulos. En 

primero de ellos denominado “El régimen de ganancialidad en Costa Rica” 

se desarrollará el concepto de bien ganancial, su naturaleza jurídica, su 

tratamiento normativo y jurisprudencial así como el análisis de los 

diferente regímenes patrimoniales del matrimonio que se utilizan al país. 
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Al título segundo “Las prestaciones laborales en Costa Rica” se 

estudiará lo referente a las prestaciones laborales al ordenamiento 

jurídico costarricense; su naturaleza, fundamento, así como un análisis 

de los rubros que componen las prestaciones laborales. 

 

Finalmente, al título tercero nombrado “Las prestaciones laborales 

como bienes gananciales” pretende estudiarse el tratamiento doctrinario 

y jurisprudencial de las prestaciones laborales como bienes gananciales 

al Derecho comparado. Además, se analizará la única Sentencia que se 

ha dictado hasta el momento por parte de los Tribunales costarricenses 

donde se hace un examen de fondo sobre las prestaciones laborales y su 

manifestación como bienes gananciales a la luz de la interpretación del 

artículo 41 del Código de Familia. 
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TÍTULO I: EL RÉGIMEN DE GANANCIALIDAD EN COSTA RICA 

 

Como parte del tema del régimen de ganancialidad en Costa Rica, 

resulta vital hacer un análisis de los diferentes regímenes de 

administración y disposición de los bienes dentro del patrimonio conyugal. 

Uno de los efectos inevitables del matrimonio es el origen de esta masa 

común de bienes e intereses de los cónyuges. 

 

Capítulo I: Regímenes patrimoniales al matrimonio 

 

En primer lugar debe diferenciarse el concepto de régimen patrimonial 

de la familia con el del matrimonio. El primero “…es más amplio y abarca 

no solo las relaciones patrimoniales propias entre los cónyuges, sino 

aquellas otras derivadas de la familia como tal, sea en sentido amplio o 

estricto.”1 

 

                                    

1 Eva Camacho, Consideraciones prácticas y jurisprudenciales de los artículos 40 

y 41 del Código de familia (San José: Taller Mundo Gráfico S.A, 1991), 39. 
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El régimen patrimonial del matrimonio se refiere únicamente a las 

relaciones pecuniarias entre los cónyuges dentro del matrimonio y de la 

responsabilidad de estos frente a terceros. 

 

El autor Gerardo Trejos define el régimen patrimonial del matrimonio 

como “el conjunto de reglas que regulan las relaciones económicas entre 

los cónyuges y entre estos y terceras personas mientras dura el 

matrimonio.”2 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                    

2 Gerardo Trejos, Derecho de familia costarricense, 5° ed. (San José: Editorial 

Juricentro, 1999), 187. 
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Por otro lado, la doctora Eva Camacho señala que el régimen 

matrimonial tiene incidencia sobre tres aspectos básicos: 

 

“1) La regulación de la propiedad y administración de los 

bienes aportados por los cónyuges al contraer matrimonio y 

los adquiridos dentro del vínculo. 

2) La regulación sobre contribución al sustento de la familia. 

3) Responsabilidad de los esposos por las obligaciones 

contraídas frente a terceros.”3 

 

 La regulación de los regímenes del matrimonio puede ser muy 

cerrada (por ejemplo, en países como Francia o Italia) ya que la 

legislación se encarga de regular cada pequeño aspecto; así como existen 

legislaciones más abiertas (como es el caso de la costarricense) en las 

cuales se regulan los puntos más importantes dejando a voluntad de las 

partes el resto. En este mismo sentido, pueden nombrarse diversos tipos 

de regímenes, dependiendo del sistema normativo que se estudie.  

                                    

3 Op. cit. n°1, 6. 
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Históricamente, en Costa Rica, han existido diversos tipos de 

regímenes matrimoniales que responden a la realidad social del momento. 

Algunos de ellos han desaparecido dado el carácter obsoleto y 

desactualizado; ejemplo de ellos son el régimen de absorción “…según el 

cual al matrimonio el marido absorbe los bienes para sí de su esposa, 

tanto los que ella aporta al matrimonio, como lo que ella recibe posterior 

a ella, sin que ella tenga derecho alguno sobre esos bienes ni durante ni 

con la disolución del matrimonio.”4 

 

Otro régimen en desuso es el denominado: unidad de bienes, según 

el cual, al momento del matrimonio se daba la “…absorción de los bienes 

de la mujer al patrimonio del hombre pero con carácter de crédito, ya que 

al disolverse el matrimonio, el hombre debía devolver a ella o sus 

herederos el valor de los bienes aportados de la mujer, descontando de 

ella las deudas.”5 

                                    

4  Alberto Jiménez, Los contratos económicos en las capitulaciones matrimoniales (San 

José: Editorial Juritexto, 2009), 20. 

5Ibíd. 
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Al ámbito normativo, el Código de Familia costarricense dispone dos 

tipos de sistemas aplicables para la disposición de bienes. El primero se 

trata del régimen convencional (el cual deriva únicamente de la voluntad 

de las partes), denominado “capitulaciones matrimoniales” y un régimen 

legal supletorio; al cual, se define por ley el sistema de normas que 

regulará el patrimonio conyugal en caso de que no existan 

capitulaciones6.  

 

Este régimen legal supletorio se clasifica, según el autor Gerardo 

Trejos, en tres tipos: de comunidad, de separación y de participación 

diferida o mixta.  

 

1. Régimen de comunidad 

 

Se caracteriza por el nacimiento; después de celebrado el matrimonio, 

de una masa común de bienes perteneciente a ambos cónyuges hasta la 

                                    

6 Al respecto ver los artículos 39 y 40 del Código de Familia. 
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disolución del vínculo con la cual los bienes pasan a ser de los cónyuges 

en partes iguales. 

 

El autor Alberto Jiménez Mata, respecto del régimen de comunidad 

expresa que: 

“…representa el concepto de que la unión de marido y mujer 

produce una nueva personalidad en que se absorben las de los 

contrayentes, con lo cual se crea la sociedad conyugal. A esta 

sociedad pertenecen todos los bienes llevados por los 

cónyuges al matrimonio y todos los adquiridos por ambos 

durante el matrimonio y al disolverse la sociedad, sea por 

divorcio o muerte, cada cónyuge adquiere la mitad de los 

bienes.”7 

 

La repercusión que tiene este régimen sobre los bienes que se 

circunscriban bajo este sistema se observa, sobre todo, en cuanto a la 

                                    

7 Op. cit. n°4, 21. 
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propiedad, ya que, origina entre los cónyuges una copropiedad de los 

mismos. 

 

Ahora bien, las discordancias que en cuanto a la disposición de los 

bienes gananciales se resolverá dependiendo de quien tenga la 

administración de dichos bienes, así como de los bienes que se 

comprendan dentro de la masa común. 

El régimen de comunidad tiene algunas variaciones dependiendo del 

volumen de la masa común de bienes, así como de quien ostente la 

administración de los mismos. 

 

Así, pues, encontramos dentro de este régimen que la comunidad 

puede ser “Universal: esta comprende todos los bienes de los cónyuges, 

ya sean presentes o futuros, muebles o inmuebles, aportados o adquiridos 

durante el matrimonio o parcial, esta puede tener diferentes tipos, ya sea: 

1) comunidad de muebles y gananciales. 2) Comunidad de adquisiciones. 

3) comunidad de gananciales. Quedando excluidos los bienes aportados 

por los cónyuges al matrimonio.”8 

                                    

8 Silvia Delgado y Brenda Vargas, “La evolución del concepto de bienes gananciales a la 

luz de la jurisprudencia y el Derecho comparado” (Trabajo final de graduación para optar 
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En este sistema, generalmente, se delega la administración de la masa 

común al esposo dejando a la mujer en una grave incapacidad total para 

disponer; no obstante, puede también desarrollarse una administración 

conjunta.  

Asimismo, la legislación dispone, al caso de la administración marital, 

una serie de facultades para la esposa como la capacidad de oposición a 

la enajenación de bienes cuando esta comprometa el patrimonio 

matrimonial o familiar y de la misma manera se establecen algunas 

limitaciones para el marido en interés su esposa e hijos como sería “…la 

existencia de una hipoteca legal sobre los bienes propios de la mujer que 

administra el marido; necesidad del consentimiento de ella para ciertos 

actos de disposición, sobre todo, cuando se trata de disponer a título 

gratuito.”9  

 

                                    

por el título de Licenciatura en Derecho, Ciudad Universitaria Rodrigo Facio, Universidad 

de Costa Rica, 2008), 63. El subrayado no obedece al texto original. 

 
9 Gerardo Trejos y Marina Ramírez, Derecho de la familia (San José: Editorial Juricentro, 

2010), 225. 
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En esta variedad de administración marital puede también existir un 

grupo de bienes denominados “bienes reservados” que sigue 

administrando la mujer, porque son producto de su trabajo o del ejercicio 

de su profesión. 

 

Cuando se aplica una administración conjunta se resuelve el problema 

de la desigualdad entre esposos; sin embargo, presenta un problema en 

cuanto a la capacidad para celebrar negocios jurídicos, por la necesaria 

aprobación de ambos cónyuges. Pese a lo anterior, el sistema de 

administración conjunta de los bienes gananciales parece la mejor opción 

porque permite una distribución más equitativa al momento de la 

disolución del matrimonio. 

 

2. Régimen de separación 

 

 Este sistema se caracteriza por la inexistencia de una universalidad 

de bienes de los cónyuges, ya que cada uno conserva el patrimonio que 

aporte al matrimonio y el que adquiera posteriormente como propio 

exclusivamente. Bajo este tipo de régimen, los esposos conservan su 

capacidad de administración, de disposición y dominio sobre su 
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patrimonio y al disolverse el vínculo cada uno conserva la propiedad sobre 

los bienes de su haber. 

 

 El autor Gerardo Trejos en su obra “Derecho de Familia”, así como 

las autoras Silvia Delgado y Brenda Vargas en su tesis para optar por el 

grado de Licenciatura en Derecho “La evolución del concepto de bienes 

gananciales a la luz de la jurisprudencia y el Derecho comparado” señalan 

que si bien se trata de un régimen de total división de patrimonio, la regla 

puede variar en cuanto a la administración de ciertas posesiones 

dependiendo de la persona que ostente la propiedad sobre los mismos. 

De esta excepción, derivan tres modalidades distintas: 

 

a) Sistema dotal: tiene su origen al Derecho Romano y, actualmente, 

se encuentra en desuso, porque suponía que aunque se daba la 

separación el esposo recibía los bienes de la esposa, en propiedad 

o en usufructo y administración, como de dote.  

 

b) Unión de bienes o comunidad de administración: se mantiene la 

separación de bienes, pero la administración corresponde al esposo. 
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c) Separación en sentido estricto: todas las potestades que derivan 

del derecho de propiedad le corresponden a cada cónyuge por 

separado (propiedad, administración, goce y disposición). 

 

 

 

3. Régimen de participación diferida o mixta 

 

 Este tipo de régimen es el más novedoso; en él, el legislador trató 

de reunir las ventajas de los sistemas de comunidad y de separación. Este 

sistema se implementó, primeramente, en Costa Rica como un régimen 

legal y, posteriormente, fue adoptado por otras legislaciones como la 

suiza o la alemana como régimen convencional. 

 

Cuando se celebra el matrimonio el patrimonio se dirige mediante las 

reglas del régimen de separación en cuanto a la propiedad y libre 

disposición de los bienes; con la disolución del vínculo la liquidación del 

acervo patrimonial se realiza de acuerdo con lo estipulado al régimen de 

comunidad (cada cónyuge adquiere la mitad de los bienes). 
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En Costa Rica, este régimen legal se encuentra estipulado al artículo 

41 del Código de Familia. Según el numeral, con la disolución del vínculo 

no se adquiere la mitad del patrimonio conyugal, sino más bien un 

“…derecho crediticio sobre el valor de los bienes del otro”10; esto al 

estipular que dada la disolución matrimonial, la separación judicialmente 

declarada o la realización de capitulaciones matrimoniales después de 

celebrado el matrimonio “…cada cónyuge adquiere el derecho de 

participar en la mitad del valor neto de los bienes gananciales constatados 

al patrimonio del otro”.11 

 

El régimen de participación diferida o mixta tiene 3 clasificaciones 

distintas, dependiendo del tamaño de la masa de bienes que se 

distribuirá: 

 

a) Participación en los gananciales 

b) Participación en muebles y gananciales 

                                    

10 Op. cit. n°4, 23. 

 
11 Código de Familia de Costa Rica, ley número 5476 del 21 de diciembre de 1973. 

Publicado en el diario oficial La Gaceta número 24 el 05 de febrero de 1974. 
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c) Participación universal 

 

Diversos autores costarricenses como Gerardo Trejos o Diego 

Benavides han señalado y estudiado los regímenes anteriormente 

nombrados sin embargo; nuestra legislación únicamente hace mención al 

régimen convencional de las capitulaciones matrimoniales y a otro legal 

supletorio que sería el de la participación diferida. Pese a esto los 

cónyuges pueden mediante convenio elegir cualquier otro régimen según 

su criterio. 

 

4. Las capitulaciones matrimoniales 

 

 El principal régimen matrimonial en Costa Rica es el de las 

capitulaciones matrimoniales (régimen convencional); solo a falta de 

estas podrá aplicarse el régimen legal supletorio. Mediante este contrato 

los cónyuges regulan los efectos patrimoniales que derivan de la 

celebración del matrimonio. 
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 El autor Gerardo Trejos define las capitulaciones matrimoniales 

como: 

 

“…un contrato celebrado con ocasión del matrimonio, 

destinados a regular y organizar sus efectos patrimoniales, en 

entre los esposos fijando el régimen conyugal, pero pueden 

incluirse las convenciones de la misma índole relacionadas con 

otros miembros de la familia (hijos y ascendientes) e incluso, 

pueden contemplar asuntos de naturaleza no pecuniaria, 

aunque excepcionalmente”.12 

 

Mucho se ha discutido en doctrina respecto de si las capitulaciones 

matrimoniales son un contrato o se trata únicamente de un acto complejo.  

 

 

 

 

                                    

12 Op. cit. n°9, 203. 
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El autor Gerardo Trejos señala que se trata de un contrato debido a 

sus regulaciones como un “…negocio jurídico generalmente bilateral (al 

que ocasionalmente podrían intervenir otras personas), celebrado entre 

los futuros contrayentes, regido por la libertad de contratación (ya que 

afecta a sus propios y exclusivos intereses), con las limitaciones generales 

que estatuye el Código Civil para las contrataciones, y destinado a regular 

el régimen económico del matrimonio”.13 

 

Al ser calificado como contrato, se le imputan los requisitos de eficacia 

y validez determinados por el Código Civil como lo son la existencia de 

una voluntad libre y expresa además de la manifestación del acto en sí. 

Específicamente las capitulaciones matrimoniales tienen, como requisito 

sine qua non, su manifestación en una escritura pública y su inscripción 

al Registro Nacional (requisitos de solemnidad y publicidad registral).  

 

 

 

                                    

13 Ibíd, 204. 
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“La voluntad y la manifestación son el mínimo necesario para 

la existencia jurídica del negocio, para que un hecho concreto 

sea relevante como hecho negocial. Puede hablarse en relación 

con ellas de elementos existenciales. No puede existir un 

negocio jurídico, sino existe al menos una voluntad 

exteriorizada. (…)Ahora bien, los elementos de voluntad y 

manifestación tienen a su vez una serie de requisitos, con una 

diferente injerencia en la vida negocial: la voluntad debe ser 

libre y claramente manifestada (art. 1008 C.C.); la 

manifestación requiere a veces una dirección determinada. La 

voluntad viciada por error, violencia psíquica, etc., hace 

anulable el negocio; que sea libre es requisito de validez (arts. 

1 008, 1 014, 1 015 C.C.). Las formalidades pueden tener 

importancia para la prueba del negocio, o bien, para su validez 

según el caso”.14  

 

                                    

14 Víctor Pérez, Derecho Privado, 3° ed. (San José: Litografía e Imprenta LIL, 1994), 

217. 
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Gerardo Trejos señala en su obra “Derecho de la Familia” los 

elementos fundamentales del contrato de capitulaciones matrimoniales, a 

saber: 

 

Su naturaleza contractual. 

 

a) El hecho de ser otorgadas bajo el supuesto de un matrimonio. 

b) Que regulan aspectos de orden patrimonial. 

c) La naturaleza sustancial del otorgamiento en escritura pública.15 

 

En cuanto a las partes que pueden intervenir en la celebración de las 

capitulaciones se encuentra a los contrayentes o futuros contrayentes; 

además se habla de la posible intervención de terceros cuando por 

ejemplo se traten temas como las donaciones obnupciales, esto sin dejar 

de lado que se necesita el consentimiento de todas las partes para que el 

acuerdo sea válido. 

 

                                    

15 Op. cit. n°9, 204. 
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Sobre la necesidad de la presencia física de los interesados para la 

celebración del acto, el Código de Familia es omiso.  Al respecto, Gerardo 

Trejos señala: 

 

“En este sentido creemos que siendo permitida la celebración 

del matrimonio por medio de representante con poder 

especialísimo constante en escritura pública, podría aplicarse 

por analogía la disposición y admitirse la celebración de 

capitulaciones por medio de apoderado con poder de la misma 

naturaleza, siempre y cuando concurriere personalmente el 

otro contratante”.16 

 

Ahora bien, en cuanto a la capacidad que deben tener los cónyuges o 

futuros cónyuges para celebrar las capitulaciones se determina como 

regla general la misma que aplica para la capacidad de contraer 

matrimonio.17 

                                    

16 Op. cit. n°9, 205. 
17 Según el Código de Familia y la reforma legal introducida mediante la Ley número 

8568 emitida en 25 de enero del 2007, será absolutamente nulo el matrimonio de las 

personas menores de 15 años por lo que la misma restricción aplica en cuanto a la 

capacidad de suscribir las capitulaciones matrimoniales. 
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Respecto a los menores de edad el Código de Familia indica al artículo 

38 que podrán celebrar capitulaciones matrimoniales mediante su 

representante. Al respecto el autor Alberto Jiménez Mata señala que: 

 

 “…como convención o contrato, se exige en la generalidad de 

los casos la necesaria capacidad de las partes para otorgarlo, 

lo que puede tener algún tipo de problema en tratándose de 

menores de edad en vísperas de contraer matrimonio, 

situación que se resuelve en forma general con la posibilidad 

que se le da a ese menor de edad de llevarlas a cabo en tanto 

tiene capacidad de contraer matrimonio; máxime que se trata 

de convenios que tendrán efectos hasta tanto no ocurra el 

matrimonio, que- como se sabe- emancipa al menor de 

edad”.18 

 

                                    

 
18 Op. cit. n°4, 27. 
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Cabe señalar que el tiempo en que se celebre el contrato varía de 

acuerdo a la normativa del país donde se celebre. En algunas 

legislaciones, incluyendo la costarricense, las capitulaciones pueden 

celebrarse antes de la realización del matrimonio condicionando los 

efectos del mismo al acaecimiento del hecho ya que de lo contrario no se 

le podrían aducir tales efectos. 

 

“Artículo 37.- Las capitulaciones matrimoniales pueden 

otorgarse antes de la celebración del matrimonio o durante su 

existencia y comprenden los bienes presentes y futuros. Este 

convenio, para ser válido, debe constar en escritura pública e 

inscribirse al Registro Público.19 

 

En cuanto a las modificaciones que puedan hacerse al contrato de 

capitulaciones matrimoniales; según lo indicado por el artículo 39 del 

Código de Familia, podrán realizarse después de celebrado el matrimonio 

generando efectos hacia terceros una vez que la escritura se publique al 

                                    

19 Op. cit. n°11. 
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diario oficial y se inscriba al Registro Público. Cuando existan menores de 

edad deberá contarse con la autorización del Tribunal; esto para 

resguardar sus intereses. 

 

En una interpretación literal del artículo 39 anteriormente citado se 

entiende que dichas variaciones al régimen convencional podrán 

realizarse únicamente posterior a la celebración del matrimonio lo que 

atenta contra “…el principio de autonomía de la voluntad que rige la 

materia, ya que no parece tener ninguna lógica que no se permite a los 

futuros esposos hacer algunos cambios a las capitulaciones- incluso 

dejarlas sin efecto- antes del matrimonio, si lo pueden hacer posterior a 

él, aún más debería permitirse cuando ni siquiera han tenido vigencia o 

tienen efectos”.20  

 

Esta opinión también la comparte el autor Gerardo Trejos, el cual 

expresa que pueden admitirse incluso variaciones sustanciales de la 

convención mientras se manifieste la participación de todas las partes que 

intervinieron al acto inicial. 

                                    

20 Op. cit. n°4, 33. 
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Es importante señalar que al tratarse de un contrato como cualquier 

otro, las capitulaciones matrimoniales pueden sujetarse a condiciones y 

plazos. Esto por cuanto los diversos regímenes patrimoniales a los cuales 

pueden acceder los cónyuges, carecen de una regulación normativa o 

resulta escueta, dejando a la voluntad de las partes el establecimiento de 

las reglas del régimen que escojan. 

 

Por último, cabe señalar que si bien se entiende que la validez y 

eficacia de las convenciones matrimoniales se sujeta a la celebración y 

validez del matrimonio, puede no resultar así en todos los casos. Por 

ejemplo, al caso de un matrimonio putativo, pese a la nulidad del 

matrimonio, las capitulaciones se considerarán válidas para el cónyuge 

que actuó de buena fe; es decir, se afecta su eficacia, pero no implica la 

nulidad de las mismas. 
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De igual forma, según lo menciona el autor Gerardo Trejos, tampoco 

podría señalarse que la nulidad de las capitulaciones provoca la nulidad 

del matrimonio. Al respecto indica: 

 

“Esta última consideración nos parece no obstante, fuera de 

razón, pues si se trata de una nulidad relativa, al consolidarse 

el matrimonio, no hay impedimento alguno para que tenga 

validez la convención”.21 

 

Como ejemplo de lo anterior, el autor expone el caso de la celebración 

de las capitulaciones por parte de un menor de 15 años, que si bien 

estarían viciadas por la falta de capacidad (nulidad relativa), podrían 

convalidarse una vez que sea convalidado el matrimonio. 

 

 

 

                                    

21 Op. cit. n°9, 206. 
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Capítulo II: Aspectos generales de los bienes gananciales 

 

Realizado el análisis de los principales regímenes patrimoniales del 

matrimonio, es necesario estudiar los aspectos generales del régimen de 

ganancialidad como tal; este fin se partirá definiendo la naturaleza 

jurídica y el concepto de los bienes gananciales. 

 

1. Naturaleza jurídica del derecho a gananciales 

 

La naturaleza jurídica del derecho a gananciales ha sido ampliamente 

discutida en Costa Rica tanto a nivel doctrinario como jurisprudencial. En 

principio, hubo confusión en cuanto a si se trataba de un derecho real 

sobre los bienes que formaban parte del patrimonio de los cónyuges, o 

bien, un derecho personal sobre el valor de dichos bienes.  

 

En materia de Derecho civil, se define “derecho real” como un poder 

directo e inmediato sobre una cosa; dicho derecho concede a su titular un 

poder total (en caso de tener el dominio pleno) o uno parcial (como por 

ejemplo los derechos reales cobre cosa ajena) sobre la cosa. Quien tenga 
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el derecho real sobre un bien, lo tiene sometido a su disfrute y dominio 

pudiendo ejercer las acciones que estime convenientes en defensa de ese 

poder. 

 

Por otro lado, los derechos personales; también llamados de 

obligación o de crédito, conceden al titular la posibilidad de exigir una 

prestación, es decir, su objeto es una conducta personal (de hacer, no 

hacer o de dar), pues no hay poder directo sobre la cosa. 

 

En Costa Rica, según el artículo 40 del Código de Familia, en caso de 

no existir capitulaciones matrimoniales, el patrimonio de la pareja se 

regirá bajo el sistema de participación diferida según el cual “…cada 

cónyuge queda dueño y dispone libremente de los bienes que tenía al 

contraer matrimonio de los que adquiera durante él por cualquier título y 

de los frutos de unos y otros”22. Es decir, cada cónyuge tiene los derechos 

reales sobre los bienes que se encuentren bajo su titularidad.  

 

 

                                    

22  Op. cit. n°11. 
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El autor Eduardo Zannoni, al respecto ha dicho:  

 

“Se suele aludir a él como régimen mixto, porque 

operando como el régimen de separación durante el 

matrimonio, acuerda derechos de participación entre los 

cónyuge a su disolución. Pero, he aquí lo fundamental, no se 

constituye una masa partible (lo típico en los regímenes de 

comunidad), sino que la participación se resuelve en un crédito 

a favor de uno de los cónyuges contra el otro para equiparar 

las ganancias operadas durante el matrimonio. Adviértase: a 

la disolución del régimen no se constituye una comunidad o 

masa común con los bienes adquiridos o ganados por ambos 

cónyuges, sino que los patrimonios de cada cual mantienen su 

independencia, naciendo en cabeza de uno de ellos el derecho 

a obtener, mediante un crédito, una participación en las 

ganancias del otro,..”..23 

 

                                    

23 Eduardo Zannoni, Derecho de familia, 4° ed. (Buenos Aires: Editorial Astrea, 2002), 

456. 
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Es decir, no es el derecho real que se tenga sobre los bienes que 

conforman el patrimonio de cada cónyuge lo que se ve afectado ante la 

disolución o anulación del vínculo matrimonial, la declaración de la 

separación judicial o al celebrarse capitulaciones matrimoniales luego de 

la celebración del matrimonio, lo que se genera, es un derecho de crédito 

sobre el valor de dichos bienes. 
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El artículo 41 del Código de Familia hace referencia a la participación 

al 50% del valor neto del bien; es decir, el cónyuge obtiene un derecho 

de crédito sobre los bienes que se encuentren al patrimonio del otro; no 

un derecho real sobre la cosa. En este sentido, el numeral ofrece una clara 

respuesta en torno a la confusión planteada anteriormente, por cuanto 

expresa: 

 

“Al disolverse o declararse nulo el matrimonio, al declararse la 

separación judicial y al celebrarse, después de las nupcias, 

capitulaciones matrimoniales, cada cónyuge adquiere el 

derecho de participar en la mitad del valor neto de los bienes 

gananciales constatados al patrimonio del otro” (el subrayado 

no es del original).24  

 

De la misma manera, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia 

se ha pronunciado en repetidas ocasiones indicando que, en virtud del 

esfuerzo mutuo de los cónyuges que cada uno adquiere el derecho a 

                                    

24 Op. cit. n°11. El subrayado no es parte del texto original 
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participar en los frutos del otro obtenidos durante la vida matrimonial, 

pero no generando un derecho real sobre la cosa sino una participación 

en la mitad del valor neto. Así, el Voto número 000507 de las 10.35 horas, 

del 8 de agosto del 2007 de la Sala Segunda determinó: 

 

“No cabe duda que al hablar de un porcentaje a la mitad, el 

legislador entendió que en la vida matrimonial existe un 

esfuerzo conjunto de ambos cónyuges en procurarse los bienes 

materiales que satisfagan las necesidades y comodidades de 

la familia. Es en virtud de ese esfuerzo solidario, que se ha 

dispuesto el derecho de ambos de enriquecerse con el 

patrimonio adquirido durante la vigencia del matrimonio, en 

un plano de igualdad. Eso sí, ya se ha dicho en forma reiterada 

que el legislador contempló ese derecho no como uno de 

naturaleza real o de co-propiedad -que impone una relación de 

dominio sobre el bien-; sino más bien, al hablar la norma de 

un derecho a participar en la mitad “del valor neto”, implica un 

derecho de crédito, es decir, una obligación de valor -una vez 

deducidas las cargas que pesan sobre el inmueble- y como tal, 

susceptible de compensación total o en la parte 
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correspondiente cuando el acervo patrimonial ganancial es 

distinto en cada uno de los cónyuges (artículos 806 y 807 del 

Código Civil). Sin embargo, a pesar de que el derecho a 

gananciales no es un derecho real sobre el bien, al señalar el 

artículo 41 del Código de Familia que se trata de un derecho a 

participar en la mitad del valor neto de los bienes gananciales 

constatados al patrimonio del otro no cabe duda que su 

definición está circunscrita a la efectiva y real existencia de los 

bienes en tanto integrantes del patrimonio del/a cónyuge; es 

decir, en tanto se constate la existencia de un derecho real, en 

este caso de propiedad, de los cónyuges respectivo de un 

determinado bien y al valor neto que de él resulte”.25 

 

Debe, entonces, entenderse la diferencia entre el derecho que tiene 

cada cónyuge sobre los bienes gananciales existentes al patrimonio de 

                                    

25 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N° 2007-000507 del 08 de 

agosto del 2007 a las 10:35 horas. En este mismo sentido se pueden ver las 

sentencias N° 00095 de las 11:33 horas del 31 de enero del 2012 del Tribunal de Familia 
y N° 01390 de las 09:30 horas del 20 de octubre del 2010 de la Sala Segunda de la 

Corte. El resaltado corresponde al texto original. 
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cada uno (derecho real sobre cada bien) del derecho a gananciales que 

tiene cada cónyuge respecto del patrimonio del otro. 

 

Es necesario también señalar que el derecho que se genera a partir 

de la declaración de ganancialidad no es un derecho de copropiedad como 

en algún momento se determinó por la jurisprudencia. Al respecto, el 

Tribunal de Familia, citando el Voto  número  127-05, de las 8:50 horas 

del 4 de febrero de 2005 de ese mismo Tribunal dijo: 

 

(…) importante puntualizar que en nuestro ordenamiento y 

jurisprudencia –a la luz del otrora artículo [sic] 76 y 77 del 

Código Civil de 1888- en algún momento se tuvo que el 

derecho a gananciales  constituía un derecho real de 

copropiedad, es decir podríamos decir que se trataba de una 

participación en especie no como valor. Esto se dio porque el 

término que utilizaba la ley era que los bienes se considerarían 

comunes y se distribuirían por igual. Esa misma fórmula se 

utilizó en la versión original del Código de Familia (…). Pero la 

primera reforma que se le hizo a dicho Código, a saber la ley 

número 5895 del veintitrés de marzo de mil novecientos 
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setenta y seis, introdujo la fórmula de (sic) el derecho a 

gananciales constituía la participación al cincuenta por ciento 

del valor neto de los bienes con esa naturaleza que se 

constaten al patrimonio del otro cónyuge. Participar 

en un valor no implica copropiedad, sino la definición de una 

suma de dinero que ha de pagar un cónyuge al otro. El derecho 

a gananciales  es entonces un derecho personal, a saber un 

cónyuge como acreedor y otro como deudor”.26  

  

Dado lo anterior se puede señalar que tanto la doctrina como la 

jurisprudencia, tienen, en la actualidad, criterio uniforme en cuanto a la 

naturaleza jurídica del derecho a gananciales estableciéndola, a partir de 

la propia ley, con el carácter de derecho personal. 

 

Es necesario indicar que, la declaratoria del derecho a gananciales 

como un derecho personal acarreó en su momento dificultades para su 

defensa dado que, si se toma como un derecho personal estricto, la 

                                    

26 Tribunal de Familia. Resolución N° 00205 del 29 de marzo del 2012 a las 15:59 horas. 
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demanda de divorcio, separación judicial o de nulidad del matrimonio no 

podría anotarse por lo que se optó por igualar el derecho ganancial a uno 

real y así hace efectiva dicha tutela, que de todos modos ya se hacía en 

la práctica. El autor Gerardo Trejos lo menciona al libro “Derecho de la 

familia” de la siguiente manera: 

 

“El hecho de que la naturaleza del derecho a gananciales sea 

personal (…) produjo incerteza en cuanto a la forma de 

gestionar la tutela del derecho, pues si se le considera 

“personal” en sentido estricto, no procedería la anotación de la 

demanda de separación, divorcio o nulidad de matrimonio, 

pese a lo cual esto se hacía en la práctica. 

La  reforma del artículo consistió en equiparar, en cierta forma 

(para estos efectos) el derecho a gananciales a la naturaleza 

real, para evitar las discusiones al respecto. Con ello se dio 

sustento legal a la práctica de afectar y liquidar bienes 

gananciales que venía aceptándose en los tribunales”27 

                                    

27 Op. cit. n°9, 266. 
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2. Concepto de bienes gananciales 

 

En la normativa costarricense no existe un concepto de bienes 

gananciales como tales; este se obtiene por exclusión del artículo 41 del 

Código de Familia que enumera los bienes que no pueden considerarse 

gananciales: 

 

“Únicamente no son gananciales los siguientes bienes, sobre 

los cuales no existe el derecho de participación. 

1) Los que fueren introducidos al matrimonio, o adquiridos 

durante él, por título gratuito o por causa aleatoria; 

2) Los comprados con valores propios de uno de los cónyuges, 

destinados a ello en las capitulaciones matrimoniales; 

3) Aquellos cuya causa o título de adquisición precedió al 

matrimonio; 

4) Los muebles o inmuebles, que fueron subrogados a otros 

propios de alguno de los cónyuges; y 
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 5) Los adquiridos durante la separación de hecho de los 

cónyuges”.28 

 

Es a partir de una interpretación a contrario sensu de este numeral 

que se puede definir los bienes gananciales como aquellos bienes 

introducidos al matrimonio, o adquiridos durante él mediante causa 

onerosa, quedando excluidos los comprados con valores propios de uno 

de los cónyuges, los adquiridos antes de la celebración del matrimonio, 

los subrogados a otros propios de alguno de los cónyuges y los adquiridos 

durante la separación de los cónyuges. 

 

En legislaciones como la española, se ha establecido un listado sobre 

los bienes que tienen tal carácter de ganancial y los que no, pero en 

nuestro ordenamiento jurídico, se deja a decisión del juzgador (claro está, 

aplicando la interpretación del artículo 41 del Código de Familia) la 

declaración de dicha naturaleza.29 

                                    

28 Op. cit. n°11. 

 
29 En este sentido ver el título tercero sobre Derecho Comparado, en especial en 

apartado de análisis del Derecho español. 
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A nivel doctrinario es donde ha habido un mayor desarrollo del 

concepto; por ejemplo, el autor Gerardo Trejos ha dicho que los bienes 

gananciales son: 

 

 “…todos aquellos adquiridos a título oneroso dentro del 

matrimonio, mediante el trabajo, el esfuerzo y la cooperación 

de ambos cónyuges en su comunidad de vida y que han 

significado un aumento al patrimonio de cada uno de ellos, 

respecto del que se aportó al constituirse el matrimonio 

Observamos así que los bienes gananciales son aquellos que 

implican un aumento de capital, un acrecentamiento 

patrimonial, forjado mediante el esfuerzo común de los 

esposos”.30  

 

Precisamente son el trabajo, el esfuerzo y la cooperación los 

fundamentos que permiten declarar un bien como ganancial ya que, es 

                                    

30 Alberto Brenes, Tratado de las personas (San José: Editorial Costa Rica, 1974), 235. 
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mediante esos componentes, que el patrimonio conyugal aumenta. Y no 

se trata únicamente de una colaboración económica, sino que se extiende 

al apoyo moral que se supone en esa comunidad del matrimonio. 

 

 Al respecto, Alberto Brenes Córdoba señala que son bienes 

gananciales: 

“…todos los bienes ganados durante la unión, aunque los 

capitales aportados fueren desiguales, o aunque el uno llevare 

el capital y el otro no. Considerase gananciales los bienes que 

uno de los esposos adquiera en su trabajo, industria, oficio o 

profesión;  las rentas o frutos percibidos y pendientes de los 

bienes que cada uno aportó al matrimonio y de los que durante 

él le vinieren por título lucrativo. Los indicados frutos se 

desti­nan a los gastos de la familia y el remanente aumenta el 

patrimo­nio común.”31 

 

El concepto de “bien ganancial” incluye tanto bienes muebles como 

inmuebles aunque se encuentren a nombre de uno de los cónyuges 

                                    

31 Op. cit. n°30, 148. 
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(siempre y cuando hayan sido obtenidos durante el matrimonio) así como 

los frutos y rentas que los mismos generen. 

 

Por otro lado, no debe confundirse el concepto de bienes gananciales 

con el concepto de derecho ganancial o derecho a gananciales como tal. 

Este último término se manifiesta al artículo 41 del Código de familia.  

 

“Al disolverse o declararse nulo el matrimonio, al declararse la 

separación judicial y al celebrarse, después de las nupcias, 

capitulaciones matrimoniales, cada cónyuge adquiere el 

derecho de participar en la mitad del valor neto de los bienes 

gananciales constatados al patrimonio del otro.”32  

 

El derecho a gananciales es, entonces, el derecho que tiene cada 

cónyuge a participar al 50% del valor neto de los bienes que se constaten 

al patrimonio a otro al momento en que se disuelve o se declara nulo el 

matrimonio, al declararse la separación judicial o bien cuando se celebran 

                                    

32 Op. cit. n°11. El subrayado no es parte del texto original. 
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capitulaciones matrimoniales después de las nupcias. Como se mencionó 

al apartado anterior respecto a la naturaleza jurídica del derecho a 

gananciales este se trata de un derecho de participación y no de 

copropiedad, el cual supone el dominio sobre la cosa. 

 

En este sentido, Silvia Delgado y Brenda Vargas exponen que el 

derecho a ganancial se define como: 

 

“…el derecho a participar en la mitad del valor neto de los 

bienes considerados como gananciales que se encuentren al 

patrimonio del cónyuge, es importante decir que este derecho 

nace con la Sentencia que declare ya sea el divorcio, 

separación judicial, nulidad del matrimonio o la liquidación 

anticipada de bienes, o si fuera el cado, con la muerte por parte 

de alguno de los cónyuges”.33  

 

Cabe entonces la aclaración de que un bien tiene vocación ganancial 

desde que ingresa al patrimonio de los cónyuges (independientemente de 

                                    

33 Op. cit. n°8, 27. 
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la libre  disposición que tenga el dueño sobre el mismo) pero el derecho 

a gananciales surge “Al disolverse o declararse nulo el matrimonio, al 

declararse la separación judicial y al celebrarse, después de las nupcias, 

capitulaciones matrimoniales (…)”.34 

  

a. Características de los bienes gananciales 

 

Dada la carente definición sobre el concepto de bien ganancial; tanto 

la doctrina como la jurisprudencia se han dado a la tarea de enumerar de 

manera más concreta una serie de características que permitan identificar 

con mayor claridad si un bien tiene dicha vocación; características que se 

desprenden tanto de la normativa aplicable como de los fundamentos que 

se suponen dentro de la convivencia matrimonial. 

 

a.1. Adquiridos dentro del matrimonio 

 

 La adquisición del bien dentro del matrimonio es uno de los 

requisitos indispensables para declarar la ganancialidad de un bien 

                                    

34 Op. cit. n°11. 
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adquirido por unos de los cónyuges. A partir de la celebración del 

matrimonio de que todos los bienes que se adquieran por los cónyuges a 

título oneroso tendrán en carácter de ganancial (cabe recalcar que el 

calificativo admite prueba en contrario para desacreditar el bien como 

ganancial). 

 

La misma calificación aplica para los bienes que se adquieran en la 

unión de hecho, según lo establecido por el legislador al artículo 244 del 

Código de Familia adicionado por el artículo 1°. de la Ley número 7 532 

del 8 de agosto de 1995 que incluyó en Título VII denominado “De la 

unión de hecho” al Código. 

“Por una ficción legal, el legislador patrio equiparó los efectos 

patrimoniales de la disolución del vínculo matrimonial a la 

unión de hecho constituida mediante los presupuestos que 

dispone la ley y retrotrajo esos efectos a la fecha de inicio de 

dicha unión, una vez que esta fuera reconocida judicialmente 

(artículo 244 del Código de Familia)”.35 

                                    

35 Sala Segunda de la Corte. Resolución N° 01110 del 06 de agosto del 2010 a las 11:30 

horas. 
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En este caso, opera el mismo sistema que se utiliza para el 

matrimonio; los bienes que hayan sido adquiridos onerosamente dentro 

de la unión de hecho que cumpla con los presupuestos de ley (pública, 

notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una 

mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio) tendrán el 

carácter de gananciales; lo que deriva al derecho del conviviente a 

participar al cincuenta por ciento del valor neto de los bienes constatados 

al patrimonio del otro mientras se constaten desde el inicio de la unión, 

una vez  declarado el reconocimiento judicial. 

 

a.2. Por esfuerzo común 

 

No cabe duda que el esfuerzo común es el principal fundamento en 

cuanto a la declaración de un bien como ganancial. Dicho esfuerzo es el 

común denominador que se supone en cualquier relación conyugal 

(aunado a los efectos personales del matrimonio; a saber: respeto mutuo, 

el deber de fidelidad y auxilio recíproco); ese apoyo de cada cónyuge para 

con el otro que al final se refleja al aumento patrimonial. 
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La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado cómo 

el esfuerzo común en la vida marital es la principal causa para considerar 

la ganancialidad de un bien. 

 

“No cabe duda que al hablar de un porcentaje a la mitad, el 

legislador entendió que en la vida matrimonial existe un 

esfuerzo conjunto de ambos cónyuges en procurarse los bienes 

materiales que satisfagan las necesidades y comodidades de 

la familia. Es en virtud de ese esfuerzo solidario, que se ha 

dispuesto el derecho de ambos de enriquecerse con el 

patrimonio adquirido durante la vigencia del matrimonio, en 

un plano de igualdad”.36 

 

“Ahora bien, el calificativo de ganancial, en su filosofía y al 

ordenamiento jurídico positivo, hace referencia a un 

determinado bien adquirido durante la existencia del vínculo 

matrimonial, mediante el esfuerzo y la cooperación, reales y 

                                    

36 Op. cit. n°25. 
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efectivos, de ambos consortes (…). Ese esfuerzo común de los 

cónyuges, se desprende de su colaboración no solo en lo 

material, sino también en lo moral y en la entrega de ambos 

por ir, diariamente, satisfaciendo las necesidades del hogar y 

debe partirse siempre, salvo prueba fehaciente en contrario, 

de que ambos cónyuges velan y se esfuerzan, en la medida de 

sus posibilidades, por el mejoramiento de las condiciones de la 

familia; razón por la cual, se presumen gananciales los 

bienes que adquieran durante la vigencia plena de su 

matrimonio”.37 

 

“Para determinar si el bien es o no ganancial, lo que interesa 

es precisar si fue adquirido durante la existencia del vínculo 

matrimonial, mediante el esfuerzo y la cooperación, reales y 

efectivos, de ambos cónyuges”.38 

                                    

37 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N° 00162 del 29 de enero 

del 2010 a las 11:20 horas. 
38 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00195 del 05 de marzo 

del 2008 a las 10:00 horas. 
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El Tribunal de Familia también ha entendido y aplicado el concepto del 

esfuerzo común como un determinante en la calificación de ganancial de 

los bienes que se adquieren durante la unión. 

 

“El régimen jurídico de los bienes adquiridos por los 

esposos durante el matrimonio, establece una presunción 

de esfuerzo conjunto de ambos cónyuges al crecimiento 

patrimonial que, de mantenerse hasta la liquidación, reputará 

la condición de ganancialidad. Este esfuerzo conjunto es 

asumido por el ordenamiento como una contribución no 

necesariamente patrimonial o pecuniaria para la obtención de 

los bienes, sino como una consecuencia de la modificación que 

sufre la condición jurídica de los sujetos con el advenimiento 

de las nupcias, y de los deberes que nacen de la nueva 

condición de casados: convivencia, mutuo auxilio, fidelidad, 

lealtad, comunidad de vida, proyecto conjunto, etc., es decir, 

la participación de ambos cónyuges en la nueva forma de vida -

dentro de la cual un aspecto es o puede ser el crecimiento 

patrimonial- tiene una naturaleza igualitaria, y al amparo de la 
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legislación y la jurisprudencia, dicho carácter de ganancialidad 

deviene de una presunción “iuris tantum”, cuyo contenido 

asume que son gananciales todos los bienes adquiridos por los 

cónyuges a título oneroso durante la convivencia matrimonial 

(art. 41 del Código de Familia). Claro de que para acreditar la 

presunción es necesario probar la existencia de los bienes y su 

adquisición durante la convivencia matrimonial”.39 

“Esfuerzo mutuo, implica algo mucho más amplio y es dar un 

apoyo moral al día a día que haga posible el mejoramiento de 

las circunstancias de vida de los esposos y para lo que aquí 

interesa, incremente el patrimonio de uno de ellos. En suma 

esfuerzo mutuo equivale a convivencia bajo el mismo techo, 

pues, de lo contrario, quien no trabaja o no tiene rentas 

suficientes o incluso decide direccionar sus ingresos a la 

satisfacción de las cargas del matrimonio no tendría derecho a 

disfrutar de gananciales. Eso no fue lo querido por el legislador 

de familia que valora tanto los aspectos patrimoniales de las 

relaciones de matrimonio o parentesco como los no 

                                    

39 Tribunal de Familia. Resolución N°00021 del 20 de enero del 2005 a las 10:00 horas. 

El resaltado corresponde al texto original. 
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patrimoniales que en muchos casos son preponderantes frente 

a lo meramente económico”.40 

 

Tan importante resulta el esfuerzo mutuo para la calificación de 

ganancialidad que, una de las formas de refutar dicha condición es probar 

que; para su obtención, el otro cónyuge no tuvo participación económica 

ni moral (colaboración o auxilio). 

 

a.3.  A título oneroso 

 

La exigencia de que los bienes sean adquiridos a título oneroso se 

encuentra ligada al esfuerzo común.  

 

Para que la adquisición sea onerosa se requiere que el adquirente 

pague un valor, en dinero, bienes o servicios a cambio del bien que recibe 

(por ejemplo, en la compraventa donde se fija la cosa, el precio y así se 

traspasa la propiedad del mismo). 

 

                                    

40  Tribunal de Familia. Resolución N°02003 del 11 de noviembre del 2008 a las 13:10 

horas.    
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Un bien obtenido a título gratuito (donación, herencia o legado por 

ejemplo) no supone un esfuerzo entre los cónyuges para su ingreso al 

patrimonio de uno de los cónyuges sino que depende de la voluntad de 

un tercero. 

 

b.  Bienes no considerados como gananciales, según el artículo 

41 de Código de Familia 

 

b.1. Los bienes introducidos al matrimonio, o adquiridos 

durante él, por título gratuito o por causa aleatoria. 

 

Los bienes introducidos al matrimonio se refiere a los bienes que cada 

uno de los cónyuges posee antes de la celebración del matrimonio (aplica 

también lo mencionado anteriormente respecto de la unión de hecho). 

 

“Son los bienes que cada uno de los cónyuges posee antes de 

celebrar el matrimonio. El carácter de estos responde al 

principio básico de propiedad, conforme con cual queda 
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excluido lo adquirido por los esposos antes de constatado el 

matrimonio”.41 

 

Dado que el régimen patrimonial del matrimonio previsto por el Código 

de Familia dentro del numeral 41 en caso de no existir capitulaciones 

matrimoniales es el de participación diferida, según el cual, “…cada 

cónyuge queda dueño y dispone libremente de los bienes que tenía al 

contraer matrimonio de los que adquiera durante él por cualquier título y 

de los frutos de unos y otros”42; se supone que cada cónyuge tiene total 

libertad para disponer de los bienes que se encuentren bajo su dominio; 

sin embargo, este derecho se encuentra sujeto a la buena fe. 

 

“En principio, cada cónyuge puede disponer de sus bienes, no 

obstante, dicho derecho encuentra sus límites dentro de los 

postulados de la buena fe, así las disposiciones de bienes en 

épocas de crisis matrimonial, han de examinarse a efecto de 

                                    

41 Op. cit. n°8, 47. 

42 Op. cit. n°11.  
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determinar si estos actos de disposición se han hecho con 

perjuicio de los derechos del otro cónyuge…”.43 

 

En cuanto a los bienes adquiridos durante el matrimonio a título 

gratuito o por causa aleatoria, es necesario diferenciar primeramente a 

que se refieren estas causas adquisitivas. 

 

En primer lugar, la adquisición a título gratuito se determina por la 

falta de una contraprestación. Mediante la trasmisión a título gratuito el 

que otorga el privilegio no recibe un pago (entiéndase pago en sentido 

amplio) por parte de quien lo recibe. 

 

En Costa Rica existen básicamente tres formas de adquisición a título 

gratuito, a saber: la donación, la herencia y el legado; figuras que se 

encuentran reguladas a partir del artículo 520 del Código Civil. Los bienes 

adquiridos mediante este título no se determinan como gananciales, por 

la carencia de esfuerzo común entre los cónyuges para su obtención. 

 

                                    

43 Tribunal de Familia. Resolución N°289 del 20 de febrero del 2004 a las 08:40 horas. 
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“(…) valoradas las mismas en su conjunto, de acuerdo con lo 

dispuesto por el artículo 8 del Código de Familia, se concluye 

que el inmueble 329.112 del partido de Alajuela, aun cuando 

en la escritura de traspaso a nombre de la demandada se 

indicó como adquirida a título de venta, realmente lo fue a 

título gratuito y en consecuencia no es de naturaleza ganancial 

(…) En este aspecto ya se ha dicho que, en esta materia resulta 

fundamental averiguar la verdad real, es decir, que debe 

investigarse, más allá de la información que pueda constar al 

Registro de la Propiedad, para establecer si el bien fue 

obtenido mediante el esfuerzo común de los cónyuges; pues 

esto es, precisamente, lo que constituye la esencia y lo que 

caracteriza al instituto de los gananciales”.44 

 

En cuanto a la adquisición por causa aleatoria se trata básicamente de 

los obtenidos por juegos de azar como la lotería, por ejemplo. Estos 

                                    

44 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00976 del 25 de octubre 

del 2006 a las 09:30 horas. 
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bienes se excluyen por la misma razón que los obtenidos a título gratuito: 

la carencia de esfuerzo común. 

 

“Un bien adquirido por causa aleatoria es típicamente el dinero 

que se obtenga como premio de lotería, lo cual excluiría este 

bien de los gananciales”45 

 

No obstante, existe en la jurisprudencia costarricense un Voto que 

contraría la anterior afirmación en cuanto a los premios obtenidos 

mediante billetes de lotería ya que el juzgador, al caso concreto, señaló 

lo siguiente: 

  

 “Si bien se constató que parte de la deuda por la adquisición 

del bien se obtuvo con dinero de un premio de la lotería que 

ganó doña Irma, concretamente quinientos mil colones, tal 

como lo declaran las testigos Flor Núñez Salas y Marta Julia 

Núñez Salas (folios 54 a 57), considera el Tribunal que tal 

                                    

45 Gerardo Trejos, Derecho de familia costarricense, 5° ed. (San José: Editorial 

Juricentro, 1999), 243. 
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circunstancias no le quita el carácter de ganancial a tal premio, 

toda vez que el mismo responde a un billete de lotería que en 

nuestro país se adquiere mediante "compra", para lo cual es 

necesario desembolsar una cantidad específica de dinero, y es 

aquí en donde precisamente surge la ganancialidad del premio, 

toda vez que el dinero con el que se compró el "billete de 

lotería" era "ganancial"”46. 

  

 Este criterio no es compartido por la mayoría de los Tribunales en 

materia de familia y tampoco es aceptado en doctrina.  

 

b.2. Los bienes comprados con valores propios de uno de los 

cónyuges, destinados a ello en las capitulaciones matrimoniales. 

 

Los bienes propios que posean los cónyuges antes de la celebración 

del matrimonio conservan tal carácter después de la unión y por 

consecuencia, los bienes comprados con valores propios de uno de los 

cónyuges también tendrán tal calificación. Para que los bienes propios 

                                    

46 Tribunal de Familia. Resolución N° 00070 del 18 de enero del 2008 a las 09:20 horas. 
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conserven esa naturaleza deben destinarse como tales en las 

capitulaciones matrimoniales; es decir, para que opere la exclusión debe 

probarse dicho carácter. 

 

La discusión sobre este inciso del artículo 41 del Código de Familia se 

basa en determinar si los frutos o rentas de estos bienes propios, 

obtenidos durante la unión matrimonial tienen carácter ganancial o no. La 

doctrina no ha logrado un acuerdo en cuanto al tema como bien lo aclara 

Gerardo Trejos: 

 

“Respecto a si los frutos y rentas que produzcan los bienes 

privativos de los cónyuges son o no gananciales no hay 

acuerdo en doctrina, aunque generalmente se les considera así 

en los regímenes de comunidad; en cambio, en los sistemas 

separatistas se les excluye por estimarse que tienen carácter 

accesorio. 

En efecto, se argumenta que siendo lo principal un bien propio, 

no ganancial, sus accesorios, como serían los frutos y las 
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rentas, deben tener su misma naturaleza jurídica y por ello 

deben considerarse también excluidos de la comunidad”47 

 

Lo que ocurriría en este caso es que, si bien los bienes propios fueron 

obtenidos por el trabajo de uno de los cónyuges; los frutos, rentas y 

mejoras que se reciban o se realicen durante el matrimonio se encuentran 

cobijados bajo la presunción del esfuerzo mutuo, el trabajo y la 

colaboración que se suponen en toda unión conyugal y por tanto debe 

considerarse su carácter de gananciales. 

 

“No obstante, esa solución puede dar lugar a situaciones 

injustas, y por ello resulta más conveniente estimar que si su 

obtención proviene de una actividad realizada durante la vida 

conyugal, deben tenerse por gananciales, pues opera aquí la 

tantas veces citada presunción de auxilio mutuo entre los 

cónyuges. De este modo si uno de ellos aporta al matrimonio 

un bien inculto y luego por trabajo conjunto con el otro lo 

                                    

47 Op. cit. n°45, 214. 
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cultiva (…), esos bienes deben ser gananciales, aunque el bien 

en sí mismo tenga carácter propio. Y lo mismo cabe decir 

respecto a las mejoras hechas a los inmuebles que deberían 

reputarse gananciales”48 

Sin embargo, si se recurre a la letra del numeral 41 en sentido estricto, 

los frutos y rentas así como las mejoras de los bienes privativos tienal 

carácter ganancial al no encontrarse dentro de la lista taxativa que señala 

el nombrado artículo y debe la parte demandada aportar prueba que 

desacredite esta calificación. 

 

b.3. Los bienes cuya causa o título de adquisición precedió al 

matrimonio. 

 

El patrimonio conyugal empieza a formarse a partir de que se origina 

el vínculo matrimonial por lo que los bienes que se adquieran antes de la 

celebración del matrimonio no entrarían dentro de ese patrimonio. Esto 

aplica, según el inciso 3 del artículo 41, a los derechos que se obtengan 

antes del matrimonio; aún si se ejercen después de celebrado este. 

                                    

48 Op. cit. n°45, 214. 
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Al respecto, las autoras Silvia Delgado y Brenda Vargas expresan: 

 

“Se trata de casos en que, al momento de celebración del 

matrimonio, el cónyuge ya tiene un derecho de adquirir la 

cosa, derecho que constituye un bien propio”.49 

 

Al año 2008, el Tribunal de Familia costarricense realizó un análisis 

respecto a los bienes cuya causa de adquisición precedió al matrimonio 

pero encontrándose la pareja en unión de hecho, al respecto señaló: 

 

“(…) es absolutamente comprensible que se requiera la 

declaratoria de unión de hecho cuando se mantiene la situación 

de hecho, pero la situación cambia cuando esa situación de 

hecho evoluciona a una situación de derecho, es decir, a 

matrimonio.  ¿Qué lógica tiene una declaración de unión de 

hecho cuando concomitantemente estamos hablando de una 

                                    

49 Op. cit. n°8, 51. 
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situación de disolver una situación de derecho como el 

matrimonio? ¿Qué lógica tiene hablar del plazo de 

consolidación cuando la apariencia de matrimonio se consolidó 

legalmente en matrimonio? ¿Qué lógica tiene que se le den a 

la unión de hecho "…todos los efectos patrimoniales del 

matrimonio formalizado legalmente" si a la hora de que esa 

convivencia se convierte en matrimonio se trata como si fuera 

algo distinto y no su continuidad?  Luego de analizar las 

diferentes aristas del problema, el Tribunal responde estas 

preguntas en una forma negativa. Interpretación histórica 

y sistemática es entender que al artículo 41 del Código 

de Familia se entienda que no son bienes 

gananciales aquellos cuya causa o título de adquisición 

precedió al matrimonio pero incluyendo, en los casos 

correspondientes, a la unión de hecho previa a este.   Si 

la relación de pareja es continua pero un período se dio como 

situación de hecho y otro como situación de derecho, y si 

ambos han de tener "todos los efectos patrimoniales del 

matrimonio formalizado legalmente", no tiene ningún sentido 

que hagamos una diferencia entre la etapa de hecho con la de 
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derecho, sino que ha de entenderse retrotraídos los efectos de 

la unión matrimonial al comienzo de la relación de convivencia 

que tuviera las características de pública, notoria, única, 

estable y con aptitud legal para casarse, pero sin referencia al 

período de tres años pues el matrimonio no requiere de un 

plazo de consolidación pues los efectos patrimoniales se dan 

desde el momento en que se celebra, pero como hemos dicho, 

en un caso en que se dio una convivencia previa deben 

entenderse retrotraídos esos efectos al inicio de esa 

convivencia con esas características. Ya en estas 

circunstancias no tiene ningún sentido ni requerir que 

se haga una declaración de unión de hecho, ni tampoco 

el plazo de tres años de consolidación, ni tampoco el 

plazo de caducidad de dos años de la unión de hecho, 

pues precisamente, esa unión, esa situación de hecho, 

evolucionó a una de derecho, que para su disolución 

tiene su vía y causales”50. 

                                    

50 Tribunal de Familia. Resolución N°01243 del 30 de junio del 2008 a las 08:00 horas. 

El resaltado corresponde al texto original. 
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 Lo anterior implica que, los bienes obtenidos durante el periodo de 

convivencia anterior al matrimonio serían gananciales y no podrían entrar 

dentro del presupuesto que se determina dentro de la norma en estudio; 

no siendo necesaria la declaratoria de la unión de hecho dada que la 

situación de hecho evoluciona a una de derecho. 
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b.4. Los bienes muebles o inmuebles, que fueron subrogados a 

otros propios de alguno de los cónyuges. 

 

Este apartado hace referencia a la sustitución de un bien propio por 

otro en la misma situación jurídica. Respecto a la subrogación, el autor 

Gerardo Trejos ha manifestado que: 

 

“La llamada subrogación real de bienes no es otra cosa que la 

sustitución de un bien por otro en la misma situación jurídica 

en que el bien subrogado o sustituido se encontraba, o dicho 

en otros términos, un bien se sustituye al lugar o grado de otro 

bien”.51 

 

 

 

 

                                    

51 Op. cit. n°45, 244. 
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En esta misma línea, tanto la Sala Segunda de la Corte Suprema de 

Justicia como el Tribunal de Familia han expresado: 

“Al caso que nos ocupa, la Sala se aparta del criterio vertido 

por los juzgadores de instancia, pues estima que, el accionado, 

acreditó debidamente que el vehículo placas CB 1 303 fue 

adquirido mediante el dinero que obtuvo como producto de un 

premio de la lotería, hecho que entonces impide considerarlo 

como ganancial, pero no por aplicación del inciso 1), del 

artículo 41 ídem, (que se refiere a los bienes adquiridos por 

causa aleatoria), como lo pretende el recurrente, sino por el 

inciso 4), del mismo numeral, el cual excluye de los bienes 

gananciales a aquéllos “que fueron subrogados a otros propios 

de alguno de los cónyuges”. Ello es así porque, el automotor, 

no fue adquirido directamente como producto de un juego de 

lotería o de una rifa (casos en los que sí cabría afirmar que fue 

adquirido por dicha causa aleatoria), sino que fue adquirido 

por compra ; sin embargo, no hay duda de que fue adquirido 

con aquel dinero de la lotería, que era un bien propio, sin 

vocación de ganancial, del señor Flores Tencio; operando así 
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la subrogación y quedando también el vehículo excluido de la 

ganancialidad, al ser el sustituto de aquel dinero”.52 

 

 En doctrina ha existido discusión en cuanto a la subrogación cuando 

el bien sustituido tiene un mayor valor que el original, ya que se debe 

definir si esa diferencia de valor tendría carácter ganancial o no. 

 

 Gerardo Trejos expresó que “en general la subrogación de bienes 

propios exige que los bienes que sustituyen a aquellos, constituyan la 

reinversión de su precio (en caso de venta de un bien propio) o su 

sustitución perfecta (en caso de permuta)”.53  

 

 Lo anterior significa que para que el bien que venga a sustituir tenga 

carácter propio, dicha sustitución debe ser perfecta dado que la diferencia 

de valor estaría cubierta por la presunción de ganancialidad si se cubrió 

con dinero que tiene la vocación de ganancial; para romper esa 

                                    

52 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°897 del 20 de octubre 

del 2000 a las 10:20 horas. En este sentido ver también la resolución N°01243 del 30 

de junio del 2008 a las 08:00 horas del Tribunal de Familia. 

53 Op. cit. n°45, 245. 
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presunción la diferencia debería ser cubierta con valores propios 

destinados así en las capitulaciones matrimoniales según lo dispuesto al 

artículo 41 inciso 2 del Código de Familia. 

 

b.5 Los bienes  adquiridos durante la separación de hecho de 

los cónyuges 

 

La exclusión que se aplica en este inciso deriva de la aplicación  los 

fundamentos para la declaración de un bien como ganancial; es decir, 

cooperación, auxilio y esfuerzo mutuo para el acrecentamiento del 

patrimonio conyugal. 
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El Tribunal de Familia expone que, si se da la separación de hecho y 

una posterior reconciliación; por interpretación del artículo 52 del Código 

de Familia, los bienes que se obtengan durante la separación no perderán 

la vocación de ganancialidad.  

 

“Es cierto que los cónyuges estuvieron viviendo en distintos 

lugares durante la época en que el señor A adquirió ambos 

bienes, la finca al mes de agosto del año dos mil cinco, y el 

vehículo al mes de setiembre de ese mismo año, sin embargo 

es necesario tener presente el hecho probado número cinco de 

la Sentencia, que no ha sido desvirtuado: "Que las partes 

tuvieron una crisis conyugal que los llevó a vivir en 

casas separadas desde junio del dos mil cinco hasta 

marzo del dos mil siete, fecha en la cual se reconciliaron 

y estuvieron juntos hasta el mes de marzo del año dos 

mil ocho cuando se separaron definitivamente" ( ver folio 

493 vuelto y 494). De hecho si se revisa el escrito inicial de la 

demanda formulada por el señor A, concretamente el hecho 

tercero, él confesó de manera espontánea que la dinámica 

conyugal estuvo caracterizada por las separaciones: "Durante 
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el tiempo de casados actor y demandada HAN TENIDO 

DIVERSAS SEPARACIONES DE HECHO, INCLUSO POR LARGOS 

PERÍODOS" (destacado suplido, ver folio 13). Lo determinante, 

al menos para esta integración del Tribunal, es que después 

de la separación ocurrida durante el período comprendido 

entre junio del año dos mil cinco hasta marzo del año dos mil 

siete se RECONCILIARON, sí se reconciliaron, volvieron a 

vivir juntos y lo hicieron por un año, hasta el mes de 

marzo del año dos mil ocho. Entonces, la pregunta obligada 

es: ¿qué efecto jurídico tiene la RECONCILIACIÓN de los 

cónyuges sobre los bienes adquiridos durante la 

separación ?Se estima para los suscritos, que interpretando 

el artículo 52 del Código de Familia, así como no procede 

el divorcio si ha habido reconciliación o vida marital entre los 

cónyuges, no es admisible la exclusión de los bienes adquiridos 

durante esa separación si posteriormente, como quedó 

acreditado en este caso, se dio la reconciliación entre los 

esposos. La reconciliación implica el perdón de todas las 

ofensas pasadas y la voluntad de volver a vivir juntos, y por 

ello no es razonable la exclusión pretendida por el 
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recurrente. Distinta sería la solución si esa separación se 

hubiera mantenido al tiempo”.54 

 

A la luz del Derecho de Familia costarricense, de acuerdo con lo 

estipulado por el artículo 41 de Código y en aplicación de la presunción 

de ganancialidad tanto el salario como las prestaciones laborales tienen 

naturaleza ganancial cuando hayan sido devengadas durante el plazo, ya 

que no se encuentran excluidas por lo que establece este numeral; no 

obstante se procederá a analizar esta afirmación de acuerdo con el 

derecho laboral y a la normativa extranjera. 

 

 

 

 

 

 

 

                                    

54 Tribunal de Familia. Resolución N°00177 del 27 de febrero del 2012 a las 10:07 horas. 

El resaltado corresponde al texto original. 
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TÍTULO II: LAS PRESTACIONES LABORALES EN COSTA RICA 

 

Capítulo I: Aspectos generales de las prestaciones laborales 

 

Resulta de gran importancia analizar la regulación y concepciones de 

las prestaciones laborales dentro del Derecho Laboral costarricense para 

que posteriormente sean estudiadas a la luz del Derecho de Familia con 

el fin de determinar si las mismas pueden considerarse como un nuevo 

elemento del régimen de ganancialidad, los supuestos en que puede darse 

esa ganancialidad y hasta dónde llega ese derecho al tiempo. 

 

Es importante aclarar que en adelante cuando se haga referencia a 

“trabajador”, “empleado”, o “subordinado”, debe entenderse que se habla 

tanto de hombre como de mujer. 

 

1. Naturaleza jurídica y fundamento legal de las prestaciones 

laborales 

 

Partiendo de la legislación costarricense cuando los trabajadores por 

voluntad propia deciden entablar una relación laboral con un patrono 
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mediante un contrato de tiempo indefinido o indeterminado tendrá 

derecho, en caso de ser despedido con responsabilidad patronal, a una 

serie de derechos o beneficios que de conformidad con el artículo 74 de 

la Constitución Política son irrenunciables, esto es a lo que se le conoce 

como prestaciones laborales, también conocidas como liquidación o 

indemnización laboral.  

 

 Las prestaciones laborales como derechos irrenunciables se 

encuentran reconocidas al artículo 63 de la Constitución Política que en lo 

literal dice lo siguiente: 

 

“Artículo 63.-Los trabajadores despedidos sin justa causa 

tendrán derecho a una indemnización cuando no se encuentren 

cubiertos por un seguro de desocupación”.55 

 

 A pesar de que se utilice únicamente el término indemnización al 

artículo anterior, tanto la doctrina como la jurisprudencia han señalado 

                                    

55 Constitución Política Costa Rica. Promulgada el 07 de noviembre 1949. 
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que el término se refiere a las prestaciones laborales, dándole en 

consecuencia este artículo a este concepto rango constitucional que lo 

ampara y que trae consigo su inviolabilidad so pena de sanciones o multas 

para los patronos.  

 

 Como parte del proteccionismo y del sustento legal que 

ampliamente se da se dan a las prestaciones laborales, el Código de 

Trabajo sigue esta línea según se muestra al siguiente artículo, que en lo 

que interesa señala: 

 

 

“Artículo 82.   

… 

Si con posterioridad al despido surgiere contención y no se 

comprobare la causa del mismo, el trabajador tendrá derecho 

a que se le pague el importe del preaviso y el del auxilio de 

cesantía que le pudieran corresponder y, a título de daños y 

perjuicios, los salarios que habría percibido desde la 

terminación del contrato hasta la fecha en que de acuerdo con 
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los términos legales para tramitar y resolver, haya debido 

quedar firme la Sentencia condenatoria en contra del patrono. 

No obstante, en tratándose de explotaciones agrícolas o 

ganaderas, se reducirá a la mitad el monto de los daños y 

perjuicios a que se refiere el párrafo anterior”.56 

 

Como es visto, todo despido que no esté legalmente motivado acarrea 

responsabilidad del patrono de cancelar todos y cada uno de los extremos 

que componen las prestaciones laborales al momento de la ruptura del 

vínculo, lo que pone de relieve la amplia protección que han dado los 

legisladores costarricenses a los trabajadores, a sus derechos y a su 

estabilidad laboral y económica. 

 

Para referirse en adelante a las prestaciones laborales es indipensable 

proceder a su conceptualización con el fin de delimitar el contenido de las 

mismas y los rubros que se comprenderán dentro de este concepto.  

 

                                    

56 Código de Trabajo, ley número 27 de agosto de 1945. Publicado en el diario oficial La 

Gaceta número 192 el 29 de agosto de 1943. 
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Las prestaciones laborales pueden definirse desde dos perspectivas, 

la primera en sentido estricto y la segunda, que es la mayormente 

adoptada por los trabajadores y patronos, que ampara un sentido mucho 

más amplio como se verá.  

 

Cuando se habla de prestaciones laborales en sentido estricto, el autor 

Cascante Castillo señala que en este supuesto solo se incluye el preaviso 

y el auxilio de cesantía57, es decir, es un sentido exclusivo para aquellos 

extremos estipulados en los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, y 

continúa aclarando es el uso común.  

 

Con base en la concepción anterior, cualquier otro monto que se 

liquide al trabajador junto con el auxilio de cesantía y el preaviso no se 

tomarán en cuenta como parte del concepto de “prestaciones legales”, 

pues en este sentido no son reconocidas como tales, sino como derechos 

que no se cancelaron en su momento, percepción que estaría limitando el 

derecho del cónyuge merecedor de la ganancialidad sobre estos otros 

                                    

57 Germán Cascante, Manual práctico de legislación laboral, 2° ed. (San José: Editorial 

Investigaciones Jurídicas S.A., 2010), 134. 
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extremos, pues se estaría dejando por fuera sumas que no fueron 

disfrutadas durante el vínculo matrimonial y sobre las cuales ya no tendrá 

derecho por no estar contemplados en esta noción. 

 

Siguiendo con la percepción amplia, por "prestaciones laborales" en 

este sentido se suele entender: 

 

“Todos los derechos que se debe pagar al (a la) trabajador(a) 

o sus familiares en los siguientes casos: cuando es 

despedido(a) sin causa justificada (por la sola voluntad del 

patrono(a)); por muerte del (de la) trabajador (a) o cuando 

este(a) se acoge a una pensión; cuando el contrato termina 

por fuerza mayor, insolvencia, concurso, quiebra o liquidación 

judicial o extrajudicial de la empresa y por la incapacidad o 

muerte del (de la) patrono(a). En estos últimos supuestos con 

incidencia en la esfera patronal, siempre y cuando dichos 

hechos produzcan como consecuencia necesaria, inmediata y 

directa el cierre del negocio o la cesación definitiva de los 
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trabajos; caso contrario, dichos sucesos actúan como causas 

de suspensión del contrato laboral”.58  

 

Se incluye dentro de la definición que precede todos aquellos rubros 

o derechos que al instante en que haya finalizado la relacion laboral no 

hayan sido debidamente cancelados o disfrutados por el trabajador. 

Cuando se menciona en la primera línea la frase “todos los derechos que 

debe pagar al (a la) trabajador(a)”, debe entenderse que se está haciendo 

referencia no solo al  preaviso y al auxilio de cesantía, sino además a las 

vacaciones y el aguinaldo proporcional, las horas extras, los días feriados 

y los salarios adeudados o dejados de percibir.  

En la presente investigación se partirá de esta última concepción para 

referirse a las prestaciones laborales, puesto que se va a discutir la 

ganancialidad o no del monto total recibido por alguno de los cónyuges al 

finalizar el contrato de trabajo, es decir, se toma este monto como un 

todo, sin distinguir si se trata únicamente de preaviso y auxilio de cesantía 

o se incluyen en este pago las vacaciones y el aguinaldo proporcional, las 

horas extras, los días feriados y los salarios adeudados.  

                                    

58 Op. cit. n°57, 133. 



 

82 

 

 

Teniendo clara la concepción por seguir cuando se habla de 

prestaciones laborales, se debe también hacer mencion de un aspecto 

primordial para el tratamiento de este segundo capítulo, y es determinar 

la naturaleza jurídica de estas compensaciones en Costa Rica. Para lo 

anterior se parte del criterio de la Sala Constitucional desarrollado en la 

Sentencia número 18353 del año 2009, en donde se aclara que esta 

indemnización laboral 

 

“… posee características diferentes al salario que el trabajador 

recibe en forma periódica como contraprestación por los 

servicios que presta al patrono en virtud de un contrato de 

trabajo. La liquidación laboral, por el contrario, se trata de una 

compensación económica que el trabajador recibe una sola 

vez, por parte del patrono, cada vez que finaliza una relación 

laboral, con ocasión del lapso de servicios prestados y por los 
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perjuicios causados con la ruptura de la relación laboral sin 

responsabilidad del empleado”.59  

 

Siguiendo la corriente de la Sala Constitucional, las prestaciones 

laborales son un rubro o pago completamente distinto del salario, pues el 

origen de ambos sobreviene a causas distintas, ya que el nacimiento del 

reclamo a prestaciones se da con la finalización de dicho vínculo. A pesar 

de ello, cuentan con un elemento en común, y es que al igual que el 

salario la prestaciones son resultado de la prestación de servicios al 

patrono, pero que se calculan sobre los salarios percibidos o no durante 

la vigencia de la relación laboral. 

 

De igual manera, no se puede asimilar la naturaleza jurídica de las 

prestaciones laborales con la naturaleza jurídica de una remuneración o 

salario, puesto que el fin de ambos resulta ser distinto. Las prestaciones 

laborales son vistas como una especie de retribución extra que se da al 

subordinado, para sí mismo y para posibles necesidades familiares, es 

                                    

59 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°18353 del 02 de 

diciembre del 2009 a las 14:26 horas. 
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decir, “…la indemnización compensa al trabajador o a sus parientes más 

directos, como consecuencia de la disolución del contrato laboral y hasta 

que surja una nueva situación jurídica, según sea el caso, que el 

trabajador encuentre un nuevo trabajo, se pensione, o bien, que los 

parientes que le sobreviven, obtengan el beneficio de una pensión”.60  

 

El salario es recompensa directa de las labores diarias del 

subordinado, mientras que las indemnizaciones buscan compensar al 

trabajador por el tiempo laborado. De esa Sentencia puede tambien 

extraerse un elemento esencial, y es que la Sala deja ver que no se trata 

únicamente de las necesidades y compensaciones del trabajador, sino 

también de su familia, pues el trabajador no se está viendo afectado como 

un ser individual, sino como un todo, incluyendo a su familia. 

 

 

 

 

                                    

60 Op. cit. n°59. 
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Si bien es cierto dichas prestaciones pueden también ser percibidas 

como una remuneración o salario extra que va a acrecentar la masa 

patrimonial del trabajador y efectivamente pasan a formar del patrimonio, 

“…es preciso señalar que la indemnización laboral no tiene la finalidad de 

enriquecer un patrimonio, sino de compensar al trabajador por la ruptura 

de la relación laboral”,61 es decir, debe ser considerado desde todo punto 

de vista tal y como lo expresa el autor, como una consolación o 

resarcimiento obligatorio en donde también incluye y se busca proteger a 

su familia y recuperar sumas que no se liquidaron al trabajador en su 

momento. 

 

En términos generales y con base en las posturas y criterios 

anteriores debe quedar establecido que la naturaleza jurídica de las 

prestaciones es la de tener carácter indemnizatorio para el trabajador o 

subordinado y su familia, y no carácter salarial, pues su origen y finalidad 

como fue expresado son distintos.  

Sin embargo, debe tenerse en consideración que cuando se habla 

de una liquidación de días feriados, horas extra, vacaciones y aguinaldo 

                                    

61 Op. cit. n°59. 
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proporcionales, y salarios dejados de percibir, posterior a la finalización 

de la relación laboral, estos conservarán su carácter contraprestacional 

como se determinará posteriormente, pues no tienen su origen en la 

ruptura de la relación laboral, sino en la prestación del servicio, con la 

diferencia de que su reclamo y pago no se realizó en tiempo. 

 

Posición que es respaldada por la Sala Segunda de la Corte Suprema 

de Justicia, quien de igual manera distingue el momento en que nace cada 

uno de los derechos de la siguiente forma: 

 

“…Las vacaciones y el aguinaldo, son derechos indiscutibles 

que tienen los trabajadores y trabajadoras, 

independientemente del motivo de conclusión de la relación 

laboral. A diferencia del preaviso y de la cesantía, que son 

derechos que pierden los trabajadores/as cuando incurren en 

alguna causal de despido; el aguinaldo y las vacaciones tienen 

como único supuesto de hecho para su configuración, la 
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efectiva prestación del servicio; y no están sujetos a la causa 

de terminación de la relación laboral..”.62 

 

A pesar de estas distinciones, tanto vacaciones como aguinaldo y 

los otros extremos que se incluyen dentro de la percepción amplia de las 

prestaciones laborales, todos se pueden considerar dentro de un mismo 

concepto y en un potencial reclamo judicial de ser necesario, de ahí que 

pueda englobarse todos los extremos en una misma definición de 

“prestaciones laborales”, lo importante es que el trabajador reciba 

integralmente todos aquellos montos a los que tenga derecho y que le 

permita hacer frente tanto a sus necesidades como las de los suyos. 

 

Es importante señalar que estos rubros que no se consideran 

indemnizatorios sí cuentan con un extremo indemnizatorio, pues deberán 

reconocerse al trabajador los intereses sobre dichas sumas no canceladas 

oportunamente, intereses que ya no tendrán carácter contraprestacional, 

ya que su objeto será recompensar al trabajador y su familia el pago no 

                                    

62 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°001042 del 10 de 

diciembre del 2008 a las 10:25 horas. 
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oportuno de estos montos que pudieron y debieron ser disfrutados cuando 

correspondía. 

 

No obstante lo anterior, en el momento de la liquidación de las 

prestaciones laborales y a pesar del carácter contraprestacional de los 

rubros antes mencionados, se les considerará como parte de estas 

indemnizaciones desde la perspectiva amplia de las prestaciones 

laborales, lo que no significará una equiparación en cuanto a su naturaleza 

jurídica. 

 

La Sala Segunda siguiendo esta postura dispuso en Sentencia 

00942-97 que: 

 

“...la jurisprudencia tanto común como constitucional ha 

entendido el salario como la retribución necesaria que recibe 

un trabajador por la labor realizada cuyo destino será su 

manutención y la de su familia, de allí que, se proteja este 

derecho a fin de evitar abusos que menoscaben la vida. Este 

mismo criterio de protección debe extenderse al derecho de 

todo trabajador de ser indemnizado a la terminación de su 
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relación con el patrono, no solo porque se incluyen derechos 

irrenunciables como lo son el salario, las vacaciones y el 

aguinaldo, sino porque las leyes laborales en los casos en que 

no sea invocada una causal para el despido unilateral del 

patrono, este debe reconocer al trabajador cierta 

compensación monetaria…”63 

 

La Sala al Voto anterior da una vez más soporte a la diferenciación 

que debe hacerse entre el salario y las prestaciones laborales, 

reconociendo el ya mencionado carácter indemnizatorio de las 

prestaciones laborales, carácter que se justifica por la necesidad de 

manutención propia y de su familia, por lo que en términos generales su 

finalidad es que esto se pueda seguir dando estabilidad hasta que el 

trabajador rescindido encuentre un nuevo empleo. 

 

Con base en lo anterior se fundamenta también que las 

prestaciones laborales sean irrenunciables, incompensables y deban ser 

                                    

63 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00942 del 12 de febrero 

de 1997 a las 15:39 horas. 



 

90 

 

efectivamente recibidas por el trabajador en su totalidad, por lo que por 

medio de la jurisprudencia se ha dispuesto lo siguiente: 

 

“…de la relación de los artículos 63 y 74 de la Constitución 

Política y de la jurisprudencia respectiva así como del artículo 

30 del Código de Trabajo se concluye que las prestaciones 

laborales no pueden ser objeto de compensación, venta, 

cesión ni embargo, salvo en este último caso por pensión 

alimentaria. Lo anterior, por cuanto el espíritu del 

constituyente fue que el trabajador despedido recibiera 

efectivamente sus prestaciones, ya que de lo contrario se 

conculcaría el derecho al salario, reconocido al artículo 56 de 

la Constitución Política”.64 

 

 

 

                                    

64 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°7999-97 del 26 de 

noviembre de 1997 a las 19:21 horas.  
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Resulta evidente de que se les reconozca este carácter irrenunciable 

e incompensable pues se iría en contra de su naturaleza jurídica, de ahí 

que también el Código de Trabajo al artículo 30 y la misma Sala 

concierten en que “…las prestaciones tampoco pueden emplearse para 

amortizar o compensar las deudas del trabajador, ya que las mismas se 

amortizan durante la vigencia del contrato o al terminar la relación 

laboral, excluyendo de dicha amortización las prestaciones sociales,”65 

pues de lo contrario se estaría afectando la estabilidad económica del 

trabajador y su familia y una vez más burlando el propósito de esta 

compensación. 

 

Con base en la referida jurisprudencia, por ningún motivo el patrono 

puede obligar al trabajador a no reclamar o dejar de percibir todos estos 

derechos reconocidos al ordenamiento jurídico costarricense y que pasan 

a formar parte no solo de su esfuerzo, sino el de toda una familia. 

 

                                    

65 Op. cit. n°64. 
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Como parte de la irrenunciabilidad de estos derechos, la aceptación 

de pago parcial de las mismas no implica renuncia al monto pendiente, 

por lo que aun cuando el empleado opte por recibir lo que el patrono le 

entregue en determinado momento por concepto de prestaciones 

laborales, no significa que pierda su derecho a reclamar la suma no 

percibida, ejemplo de ello lo es la Sentencia  592-00 que indica que: 

 

"La aceptación del pago de cien mil colones, por concepto de 

prestaciones, no implica una renuncia, a la diferencia que 

restare para completar el monto total de los derechos que se 

derivan del rompimiento de la relación laboral, por parte del 

patrono. La Sentencia impugnada, acertadamente, hace clara 

referencia a este aspecto, y lo considera dentro de los mismos 

hechos probados, y en cuanto al fondo, le da el tratamiento 

adecuado, como un pago parcial de los mismos, de 

conformidad con el principio de la irrenunciabilidad de 

derechos por parte del trabajador, que consagra el artículo 74 

de la Constitución Política, y que recoge el 11 del Código de 

Trabajo. De esta suerte, dicha suma recibida por la actora, 

aspecto que ella nunca ocultó, debe serle descontada, del total 
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de las prestaciones que en su favor procedieren; pero no 

descarga en su totalidad por el pago de sus prestaciones".66 

 

Siendo esta Sentencia justificativo de que el trabajador debe recibir 

efectivamente y en su totalidad el monto al que tiene derecho al que se 

incluyan todos y cada uno de los rubros no liquidados, pues el patrono no 

debe nunca atentar contra la estabilidad de quien se rescindieron los 

servicios. 

 

En cuanto con la incompensabilidad la Sala Segunda en la Sentencia  

2 720-07, especifica cuáles son los extremos que no pueden ser sujetos 

a las afectaciones que fueron expuestas líneas atrás al indicar que: 

 

“En otras palabras, quedan excluidas de los supuestos 

contemplados al párrafo 2° del artículo 173 del Código de 

Trabajo las prestaciones laborales que, como el preaviso de 

despido, el auxilio de cesantía y el aguinaldo, de conformidad 

                                    

66  Tribunal de Trabajo, Sección IV. Resolución N°00592 del 04 de julio del 2000 a las 

09:30 horas. 
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con el artículo 30, inciso a) del Código de Trabajo, son 

incompensables. Tampoco pueden compensarse —lo ha dicho 

la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en las 

Sentencias N° 00269-98 de las 10:20 horas del 30 de octubre 

de 1998 y N° 00151-99 de las 15:20 horas del 2 de junio de 

1999— las vacaciones , ya que el artículo 156 del Código de 

Trabajo así lo dispone, y también en virtud del carácter de 

inembargabilidad que ostentan, de conformidad con el 

numeral 808, inciso 4 del Código Civil”.67  

 

A pesar de que no se hace mención a todos los extremos laborales de 

los que se dijo forman parte de las prestaciones laborales como las 

vacaciones, horas extra, días feriados y salarios dejados de percibir, debe 

entenderse que estos también se encuentran amparados contra la 

compensación, irrenunciabilidad y embargo, pues forman parte de los 

derechos fundamentales del trabajador.  

 

                                    

67 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°2720 del 27 de 

febrero del 2007 a las 17:15 horas. El subrayado corresponde al texto original. 
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Si bien las indemnizaciones laborales no pueden ser objeto de 

embargo y son incompensables e irrenunciables, por medio de la 

jurisprudencia se ha permitido que el preaviso y al auxilio de cesantía 

sean sujetos a negociación por parte del patrono por ser una expectativa 

de derecho y no ya derechos adquiridos como el resto de los extremos; 

es por lo anterior que  la Sala Segunda en uno de sus fallos reza: 

 

“Se han previsto algunas prestaciones de carácter 

indemnizatorio que, aun cuando tienen su origen en la relación 

de trabajo, están sujetas a la constatación de supuestos de 

hecho, adicionales a la existencia de una relación laboral 

(artículo 63 de la Constitución Política). Este es el caso de la 

indemnización sustitutiva del preaviso y del auxilio de cesantía, 

cuya declaración, en vía judicial, está sujeta a la comprobación 

de la existencia de una relación laboral, a su rompimiento con 

responsabilidad patronal, ante un despido injustificado o uno 

incausado; y además, su monto está supeditado al salario 

comprobado al trabajador (artículos 28, 29, 30 y 82 del Código 

de la Materia). Es precisamente ese carácter indemnizatorio y, 

por lo tanto, no contraprestacional, además de la 



 

96 

 

subordinación a la comprobación de los otros elementos, lo 

que hace que se les considere, de manera genérica, como 

meras expectativas de derechos sobre los cuales, esta Sala, sí 

considera posible negociar”.68 

 

Lo anterior implica que este carácter indemnizatorio al caso del 

preaviso y el auxilio de cesantía se convierta en un arma de doble filo, 

pues se liquidarán únicamente cuando haya un despido injustificado, 

cuando el trabajador haya fallecido o cuando se acoja a los beneficios de 

jubilación, pensión de vejez, muerte o de retiro, concedidas por la Caja 

Costarricense de Seguro Social, o por los diversos sistemas de pensiones 

de los Poderes del Estado, por el Tribunal Supremo de Elecciones, por las 

instituciones autónomas, semiautónomas y las municipalidades, según se 

establece al artículo 85 del Código de Trabajo. 

 

Situación que no se presenta con el resto de los rubros a considerar 

dentro de las prestaciones laborales, pues estos al contar con un carácter 

                                    

68 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00393 del 17 de 

diciembre de 1999 a las 10:20 horas. 
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contraprestacional que no se puede obviar permitirá que sean cancelados 

al trabajador independientemente de la causal de la finalización del 

vínculo laboral si no se cancelaron en su momento correspondiente, 

instante al que pasan a ser considerados dentro de las prestaciones 

laborales junto con los intereses que generen. 

 

2.  Clase de contratos en que procede el pago de "prestaciones 

legales” 

 

Habiendo conceptualizado las prestaciones legales y teniendo el 

sustento jurídico de las mismas, debe tenerse claro bajo qué modalidad 

de contratos procede el pago o el reclamo de los rubros que comprenden 

las prestaciones legales.  

 

Es importante saber de qué tipo de contrato laboral se trata para 

establecer los derechos que proceden en beneficio del trabajador a la hora 

de su terminación, razón por la cual se hará una breve referencia al 

prototipo de contrato que da derecho al subordinado a hacer el reclamo 

de las remuneraciones a las que tiene derecho. 
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Los contratos de tiempo indefinido o indeterminado, en caso de 

despido injustificado únicamente estos “…dan derecho al (a la) trabajador 

(a) al preaviso y al pago de auxilio de cesantía ("prestaciones legales”), 

además de vacaciones y aguinaldo proporcionales”.69 Señala el autor a su 

vez, que estos derechos se mantienen también “…en los casos de 

terminación del contrato por parte del (de la) trabajador (a) por causas 

imputables al (a la) patrono (a) o con base en las disposiciones 

correspondientes del artículo 85 del Código de Trabajo”.70  Debe, también, 

incluirse dentro de estos derechos las vacaciones y días feriados no 

disfrutados, así como lo salarios dejados de percibir. 

 

De igual manera, únicamente en los contratos indeterminados  “…el 

(la) trabajador (a) está obligado a dar preaviso al (a la) patrono(a), si 

renuncia sin motivo justificado”71 con la finalidad de que el empleador 

pueda ya sea encontrar a un reemplazo o entrenar a quien ocupará el 

puesto. Los contratos indefinidos son entonces la manifestación más 

                                    

69 Op. cit. n°57, 36. 

70 Op. cit. n°57, 37. 
71 Ibíd. 
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completa de las prestaciones legales en sentido estricto y en sentido 

amplio como se mencionó inicialmente al presente título. 

 

3. Surgimiento del derecho de reclamo y su pago efectivo 

 

La jurisprudencia costarricense se ha encargado de delimitar el 

derecho de reclamo y el pago efectivo de las prestaciones laborales 

evitando de esta manera que exista un abuso por parte del patrono y 

procurando una justicia pronta y cumplida al trabajador. 

 

La Sala Segunda en la Sentencia 00132-1995 hace referencia explícita 

al deber que tiene el patrono de hacer pago inmediato de la indemnización 

laboral, es así como aclara que "…de acuerdo con la filosofía que inspira 

las prestaciones laborales (artículos 63 de la Constitución Política y 28 a 

31 del Código de Trabajo), la obligación de pago, respecto del patrono, 

existe desde el momento en que tiene lugar la disolución del vínculo 

laboral,"72 y siendo que el pago debe ser inmediato, al mismo instante en 

                                    

72 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00132 del 06 de abril de 

1995 a las 11:00 horas. 
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que se extingue la relación laboral surge también el derecho de reclamo 

por parte del subordinado. 

   

La misma Sala en una Sentencia anterior de marzo de 1994 ahonda 

más en este aspecto al aclarar que independientemente de los motivos 

por los que puede darse disolución del vínculo laboral, siempre nace en 

este instante el derecho de reclamo y el pago de las prestaciones; prueba 

de ello lo es el Voto número 68 de este año que dice lo que sigue: 

 

"…sea que se trate del despido injustificado o que se dé por 

roto el contrato, con responsabilidad, ante la falta del 

empleador o porque el patrono -como sucedió al sub lite- 

decide unilateralmente ponerle término a la relación laboral, 

con el reconocimiento de todos los derechos laborales al 

trabajador, ya que, al fondo, la situación es idéntica; y si ello 

es así, los efectos jurídicos del hecho, nacen también en ese 

mismo momento".73 

                                    

73 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°0068 del 25 de marzo 

de 1994 a las 09:50 horas. 
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La realidad de la mayoría de los trabajadores cuando se disuelve el 

vínculo laboral y se pretende el pago efectivo de sus derechos es muy 

distinta, pues el momento del pago normalmente llega después de un mes 

de rota la relación, y en concordancia con lo que señala el autor Castillo 

Cascante “…algunas personas han creído, equivocadamente, que el (la) 

patrono(a) tiene un plazo de seis meses (un año ahora, según reforma 

del artículo 607 del Código de Trabajo, realizada por el artículo 1 de la 

Ley  8 520, del 20 de junio del 2006) para pagar las "prestaciones 

laborales" (ya sea en sentido estricto o en sentido amplio)”.74 Este plazo 

corresponde al tiempo de prescripción de los derechos laborales, no al 

término que tiene el patrono para hacer pago debido de las prestaciones, 

pero se suele confundir el pago inmediato con el término antes 

mencionado.  

Este pago inmediato concuerda ampliamente con la finalidad de las 

prestaciones laborales, pues es lógico que si su propósito es que el 

trabajador continúe con la manutención propia y de su familia y mantener 

                                    

74 Op. cit. n°57, 139. 
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su estabilidad, va a requerir de este pago al momento en que se le despida 

y no un mes o más después de este evento. 

 

Al no hacerse pago inmediato de los montos correspondientes a las 

prestaciones laborales, el autor continúa señalando que “…el (la) 

trabajador(a) podría reclamar hasta intereses sobre los montos 

correspondientes,”75 intereses que de conformidad con el criterio del 

Tribunal de Trabajo comienzan a contar a partir del momento en que se 

disuelve el vínculo laboral y hasta que se haga pago efectivo de la 

totalidad adeudada. La Sentencia 00166-2004 es vivo ejemplo de ello al 

señalar que:       

 

"Referente a la fecha en que debe regir la condenatoria en 

intereses, se hace menester explicar, que los mismos correrán 

a partir de la data del despido -como se explicó- y hasta su 

efectivo pago, de conformidad con los numerales 702, 706 y 1 

163, todos del Código Civil, por cuanto, los extremos 

                                    

75 Op. cit. n°57, 139. 
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concedidos, eran derechos que tenía el accionante desde el 

momento mismo en que finalizó el contrato de trabajo. Sobre 

este particular, la Cámara de Casación precitada, en su Voto 

112, de las 15 horas, del 10 de agosto de 1990 afirmó: “…el 

derecho de prestaciones, en estos casos, se tiene desde 

el momento de la finalización del contrato. Al fondo de 

lo que se trata es de comparar un hecho legal con otro 

específico real (conducta ilegítima del patrono). Al 

momento en que se da el hecho hipotético de ley nace 

el mandato de esta y a ese preciso instante pueden 

hacerse remontar los efectos jurídicos, de acuerdo con 

la filosofía que inspiran las prestaciones laborales 

(artículo 63 de la Constitución Política y 28 a 31 del 

Código de Trabajo). Si la obligación existe en esos 

términos por disposición de la ley, también desde ese 

momento se da la mora y todas las consecuencias, que 

de ella se derivan. (…) Es de tomar en cuenta que 

mientras se sustancia el proceso y se llega al fallo, el 

patrono es quien ha estado en posibilidad de usar y 

disfrutar el dinero de las prestaciones, que debió haber 
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satisfecho desde antes, de manera que es justo que 

pague lo adeudado y los intereses dichos, por todo el 

tiempo de la mora”.76  

 

Una vez más se reafirma que los rubros que se cancelan hasta el final 

de la relación, a excepción del preaviso y el auxilio de cesantía, y que se 

consideran parte de las prestaciones laborales son derechos adquiridos 

del trabajador y que debió disfrutar en su momento tanto él como su 

familia, de ahí el fundamento de que los intereses por el no pago al 

momento que correspondía sean su consecuencia directa, pues se debe 

recompensar esta demora y abuso por parte del empleador. El preaviso y 

la cesantía generarán intereses junto con los otros rubros cuando no se 

cancelen al final de la relación laboral, sino que se tenga que acudir a los 

tribunales de justicia a hacer reclamo por medio de un litigio o no. 

 

4. Prescripción del derecho de reclamo. 

 

                                    

76 Tribunal de Trabajo. Resolución N°00166 del 19 de marzo del 2004 a las 18:10 horas. 

El resaltado corresponde al texto original. 
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Respecto a los derechos que se incluyen dentro del concepto de 

prestaciones laborales y su plazo de prescripción, la Sala Constitucional 

de la Corte Suprema de Justicia en su Voto  6 959-2003, ha determinado 

que “…mientras esté vigente el contrato de trabajo, los derechos de los 

(las) trabajadores(as) no prescriben; es decir, no se pierden por parte de 

estos(as),”77 lo que significa que mientas la relación patrono-obrero se 

mantenga, este último podrá hacer disfrutar de derechos como horas 

extra, y vacaciones y aguinaldo según corresponda.   

 

Desde otro panorama, una vez finalizado el vínculo laboral entre 

empleador y empleado, el Código de Trabajo en su artículo 607 define 

cuánto tiempo tendrá el trabajador para hacer reclamo de sus derechos 

antes de que los mismos prescriban: 

 

“Artículo 607.—Salvo disposición especial en contrario, todos 

los derechos y las acciones provenientes de este Código, sus 

Reglamentos y de las leyes conexas, que no se originen en 

                                    

77 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°6959 del 16 de 

noviembre de 1993 a las 15:21 horas. 
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contratos de trabajo, prescribirán al término de un año. Para 

los patronos, este plazo correrá desde el acaecimiento del 

hecho respectivo; para los trabajadores, desde el momento en 

que estén en posibilidad efectiva de reclamar sus derechos o 

ejercitar las acciones correspondientes”. 78 

 

Dicho esto, cuando al trabajador no se le cancelen las indemnizaciones 

correspondientes, los montos no estén correctamente liquidados o no se 

quiera hacer pago efectivo de alguno de los rubros de los que se cree 

merecedor, tendrá un plazo de un año para acudir ante el Ministerio de 

Trabajo o los Tribunales Laborales costarricenses a presentar la queja o 

reclamo que considere conveniente por la violación a sus derechos 

adquiridos y sus derechos indemnizatorios, es decir, para ejercer acciones 

que le permitan defender sus derechos. 

 

 

 

                                    

78 Op. cit. n°56. 
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Capítulo II: Extremos que conforman las prestaciones laborales. 

 

1. Salario 

 

Previo a la determinación de los extremos que componen las 

prestaciones laborales, se debe delimitar un concepto fundamental en la 

presente investigación que es el salario, debido a que conforma el pilar 

que servirá para determinar qué puede y qué no puede incluirse dentro 

de los montos utilizados para el cálculo de las prestaciones laborales y 

que forman parte de los bienes gananciales por liquidar. 

 

El artículo 162 del Código de Trabajo define el salario o sueldo como 

“…la retribución que el patrono debe pagar al trabajador en virtud del 

contrato de trabajo”.79 Puede también ampliarse el término agregando 

que el salario es lo que paga o debe pagar el empleador al subordinado, 

por los servicios que este le presta o las labores que realiza mientras se 

encuentre vigente la relación laboral, pero no es un concepto que se 

                                    

79 Op. cit. n°56. 
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encasilla únicamente en esta frase, sino que cada vez resulta más amplio 

conforme evolucionan las relaciones de trabajo. 

 Ejemplo de lo anterior lo da la Organización Internacional al 

Convenio 100, artículo primero, quien muestra un panorama más 

completo del término al señalar que “…remuneración comprende el salario 

o sueldo ordinario, básico o mínimo, y cualquier otro emolumento en 

dinero o en especie pagados por el empleador, directa o indirectamente, 

al trabajador, en concepto del empleo de este último”80, es decir, existe 

una presunción iuris tantum de que todo lo que percibe el trabajador del 

patrono es salario, de ahí la importancia de distinguir aquellos pagos que 

no tienen carácter salarial y que serán definidos posteriormente. 

 

En la Unión Europea, en este caso, en los Tribunales de Justicia de 

Austria, también hay un concepto genérico de salario o retribución del 

trabajador que como en nuestro país es el concepto base que poco a poco 

busca irse completando, especialmente por medio de la jurisprudencia. 

La definición dada por estos tribunales se inicia así:   

                                    

80 C100 - Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 (núm. 100). Convenio 

relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de 

obra femenina por un trabajo de igual valor. Entrada en vigor: 23 mayo 1953. Adopción: 

Ginebra, 34ª reunión CIT (29 junio 1951). 
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“Se entiende por retribución, a tenor del presente artículo, el 

salario o sueldo normal de base o mínimo y cualesquiera otras 

gratificaciones satisfechas, directa o indirectamente, en dinero 

o en especie, por el empresario al trabajador en razón de la 

relación de trabajo”.81 

 

Este es concepto resulta mucho más completo y realista que el 

detallado por nuestro Código de Trabajo, pero que se asemeja 

ampliamente con el que define la Organización Internacional al Convenio 

100, reflejando que en distintas legislaciones se parte de una definición 

sumamente similar que poco a poco ha ido mostrando señales de ser 

insuficiente conforme evolucionan las relaciones laborales.  

 

Lo anterior conlleva a que, como se verá en adelante, se busque 

completar el término del salario con todos aquellos rubros que han pasado 

                                    

81 Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Sexta) de 26 de junio de 2001. Susanna 

Brunnhofer contra Bank der österreichischen Postsparkasse AG. 
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a formar parte integral del mismo, y en consecuencia también servirán 

como base para el cálculo de las prestaciones laborales. 

 

Volviendo a la legislación, en Costa Rica, el salario puede ser 

determinado por la parte contratante o por ambas partes, según lo 

determinen; sin embargo, dicha determinación no podrá ser nunca 

inferior al salario mínimo que corresponda al trabajo por desarrollar o al 

servicio que se prestará. Los montos mínimos son fijados por el Consejo 

Nacional de Salarios de manera semestral, de forma tal que siempre 

habrá un salario mínimo garantizado para la parte y que servirá como 

base ante un eventual litigio con el patrono por la no cancelación de 

prestaciones laborales o con el cónyuge en caso de una posible liquidación 

(anticipada o no) de bienes gananciales.  

 

Estando claro lo anterior y en razón del principio de irrenunciabilidad 

de derechos, “…no se admite siquiera el acuerdo o consentimiento del (de 

la) trabajador(a) para que se le pague una suma menor a la que le 

corresponde como salario según la ley”.82 Los trabajadores se encuentran 

                                    

82 Op. cit. n°57, 27. 
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ampliamente protegidos por ley y de ahí nace la obligatoriedad del 

patrono de cumplir con los parámetros prestablecidos so pena de una 

sanción o multa por parte del Ministerio de Trabajo, protegiéndose a su 

vez a toda aquella persona que tenga algún tipo de derecho actual o 

futuro sobre dicho salario o sus frutos. 

 

El pago del salario se puede hacer de distintas formas, ya sea 

únicamente con dinero en efectivo o es posible que sea dinero efectivo y 

pago en especie. De igual manera y según el tipo de puesto que se 

desempeñe, “…se puede pagar por participación en las utilidades, ventas 

o cobros que haga el (la) patrono(a) o empresa, lo que se conoce 

comúnmente como "comisiones"; y también con salario base (dinero 

efectivo) y "comisión,”83 entendiéndose todos y cada uno de estos rubros 

como parte integral del salario que se cancela periódicamente al 

trabajador, ampliándose así un poco más el concepto antes mencionado. 

 

No se puede considerar el dinero en efectivo como única manera de 

compensación por el trabajo, ampliándose la perspectiva del concepto de 

                                    

83 Germán Cascante, Manual práctico de legislación laboral, 2° ed. (San José: Editorial 

Investigaciones Jurídicas S.A., 2003), 27. 
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salario asimilada por muchas personas que pierden parte de sus derechos 

o indemnizaciones por tener un concepto estrecho de salario. En términos 

generales y para todos los efectos, si el trabajador no debe reportar 

gastos, tienen naturaleza salarial. 

 

Contrario a las comisiones, las gratificaciones/bonificaciones e 

indemnizaciones, son devengos que se consideran aportes extra-

salariales o carentes de naturaleza salarial porque se destinan a 

compensar, indemnizar gastos o necesidades del trabajador para 

desempeñar sus labores, o puede ser también liberalidades del empleador 

que su único fin es premiar al subordinado y no retribuya al trabajo. Debe 

verse cada caso concreto para poder distinguir si se trata de salario en 

especie y, por lo  tanto, tienen carácter retributivo o si carecen de dicha 

naturaleza salarial. 

 

Prueba fehaciente de lo anterior ha sido dada por diversos fallos de 

los Tribunales costarricenses que se han pronunciado sobre aspectos muy 

variados, tales como: 
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 Asistencia médica: no se ha considerado salario en especie. Al 

respecto, la Sala Segunda ha justificado esta denegación señalando 

que  

“…el seguro de gastos médicos, no constituye aquel salario, 

porque las cuotas del seguro, pagadas a la aseguradora, no se 

pueden tener como una retribución; y ello independientemente 

de que, con ese seguro, la empresa demandada proteja al 

ejecutivo y a su núcleo familiar, puesto que lo que se pretende, 

con el mismo, es garantizar una rápida atención profesional, 

en un nosocomio privado, cuando el trabajador o sus 

dependientes se vean afectados en su salud, en cualesquiera 

de los lugares donde se esté ejecutando la prestación, sin tener 

que movilizarse a las clínicas u hospitales del Sistema de 

Seguridad Social Pública, al que se ha contribuido con las 

cuotas obrero patronales, para recibir la eventual atención 

requerida; sistema que está obligado a prestar el servicio al 

trabajador y su familia, sin desembolso alguno. 

Consecuentemente, el pago del seguro de gastos médicos, por 

parte de la empresa, a lo sumo constituye un auxilio o 
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complemento del Sistema de Seguridad Social, lo que no 

representa ventaja patrimonial para el trabajador”. 84 

Es decir, este aporte que hace el patrono al no significar un aumento 

al patrimonio del trabajador no puede ser considerado dentro de los 

rubros que constituya al salario, necesariamente tiene que resultar en un 

beneficio económico. 

 

 Transporte gratuito: podría considerarse  salario en especie al tanto 

sea equivalente a un beneficio para el trabajador, justo como se 

indica al caso a continuación: 

 

“Procede el reajuste de la cesantía a los actores, porque se 

logró acreditar que la demandada les brindaba en jornada 

extraordinaria el transporte gratuito -prestado por Fertica 

mediante contrato con una cooperativa de taxis- desde el 

centro de labores hasta el lugar de sus residencias y viceversa, 

y en jornada ordinaria, el transporte gratuito, mediante el 

                                    

84 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°17 del 25 de enero del 

2002 a las 10:40 horas. 
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servicio de buses que cubren diversas rutas y a un reducido 

grupo de empleados, no les asignaba servicio de buses para el 

transporte ordinario, sino que, pagaba mensualmente a los 

que necesitan o necesitaban del mismo, el costo del transporte 

público, beneficio que se tiene otorgado como salario en 

especie”.85 

 

 Herramientas de trabajo: incluye no solo el celular, sino también las 

computadoras que podría no constituir salario en especie 

dependiendo de la función que cumplan dentro de la relación 

laboral.  

 

“El uso o disfrute del teléfono celular, no constituyó salario en 

especie, por ser dicho aparato un instrumento de trabajo 

indispensable, de continuo uso para el actor, razón por la cual, 

se puede decir que aquel teléfono le fue autorizado para su uso 

                                    

85 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°173 del 31 de mayo de 

1996 a las 10:00 horas. 
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continuo, con ocasión del trabajo, y sin carácter retributivo; 

por lo cual no puede tenérsele como salario en especie”.86 

 Seguros de vida y de viaje: no se ha considerado salario en especie, 

puesto que al igual que otros rubros, es un beneficio o liberalidad 

que es dada por el patrono, pero que no retribuye el trabajo. 

Ejemplo de ello lo es la Sentencia 17-02 de la Sala Segunda de la 

Corte Suprema de Justicia, referido a este rubro, dando sustento 

legal a lo antes mencionado: 

 

“Tampoco fue salario en especie, el pago del seguro de vida –

Seguro Colectivo de Crowley American Transport, Inc.-, 

porque las cuotas del seguro, pagadas a la aseguradora, no se 

pueden tener como una retribución, y su beneficio nunca 

ingresa al patrimonio del trabajador, de suerte que debe 

tenerse como un beneficio gratuito, para la familia de quien 

                                    

86 Op. cit. n°84. 
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fallece, mientras subsista la relación laboral con la parte 

patronal que suscribió aquella póliza”.87 

 

Países miembros de la Unión Europea han ampliado de igual manera 

el concepto de salario por medio de la jurisprudencia, concordando como 

se verá en muchos de los rubros que en Costa Rica son considerados 

dentro del concepto de salario. Conforme han evolucionado las relaciones 

obrero-patronales en la región europea, se ha tenido como uno de sus 

fines al ámbito laboral el universalizar todos aquellos rubros que forman 

parte de la remuneración del trabajador por los servicios prestados al 

patrono. 

 

En la Ley de 1956 sobre los salarios, artículo 17 bis, se regula por 

ejemplo lo que se llama un “Complemento por la obligación de 

disponibilidad al lugar de trabajo”, que señala que “…el funcionario 

designado para prestar servicios de disponibilidad al lugar de trabajo 

fuera de las horas normales previstas al cuadro horario de servicio, tendrá 

derecho, por el tiempo de disponibilidad y por la prestación inherente a la 

                                    

87 Op. cit. n°84. 
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permanencia al lugar de trabajo, a un complemento por la obligación de 

disponibilidad al lugar de trabajo”.88  

 

Reafirmando los Tribunales de Justicia dicho artículo al indicar al caso 

resuelto que “…el importe del complemento por la obligación de 

disponibilidad al lugar de trabajo se fijará en función de la duración de 

dicho servicio y del promedio de actividad durante el tiempo de ese 

servicio […]”89, lo cual podría equiparse en nuestro país al pago de horas 

extra, que ya de por sí está incluido en nuestra legislación como un 

complemento que forma parte del salario cuando las mismas son 

canceladas durante la vigencia del vínculo laboral y como parte de las 

prestaciones cuando las mismas o no fueron reconocidas en su momento 

o su pago coincide con la ruptura de la relación de trabajo. 

 

De igual manera se han puesto en evidencia la existencia de otro tipo 

de complementos al salario base que son añadidura a la condición del 

profesional, como lo son la antigüedad y las cualificaciones profesionales. 

                                    

88 Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 01 de julio de 2010. Susanne 

Gassmayr contra Bundesminister für Wissenschaft und Forschung. 
89 Ibíd. 
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En este caso en específico se fijó que “además del mantenimiento de su 

salario base, dicha trabajadora tiene derecho en virtud del citado artículo 

11, punto 1, a los componentes de la remuneración o a los complementos 

inherentes a su condición profesional, como los complementos 

relacionados con su calidad de superiora jerárquica, con su antigüedad y 

con sus cualificaciones profesionales.”90 En este caso, los complementos 

le representaban aproximadamente un 40% de la remuneración total que 

recibía, poniéndose de relieve que este puede ser un porcentaje variable 

y representar una parte esencial de los ingresos de un trabajador, de ahí 

la importancia de su reconocimiento como salario, pues debe siempre 

estar bien delimitado, lo que el trabajador recibe como contraprestación. 

 

En Costa Rica, resulta común que tanto la antigüedad como las 

cualificaciones profesionales sean reconocidas al sector público de la 

fuerza laboral, mas no así al sector privado, en donde rara vez se reconoce 

la antigüedad del trabajador y las cualificaciones profesionales pueden ser 

sinónimo de ascenso dentro del área de trabajo, pero no de una añadidura 

salarial. En consecuencia, resulta relevante que se tenga en cuenta 

                                    

90 Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) del 01 de julio de 2010. Sanna Maria 

Parviainen contra Finnair Oyj. 
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cuándo se están haciendo estos reconocimientos porque como vemos 

efectivamente son salario. 

 

La Unión Europea ha dado en una lista de rubros que constituyen 

manifestaciones de remuneración, siendo así el Tribunal de Justicia ha 

perfilado paulatinamente la definición legal, de manera tal que 

 

“…ha estimado que constituyen remuneración, a título de 

ejemplo, las facilidades al transporte concedidas por una 

compañía de ferrocarriles a sus empleados al momento de 

jubilarse, extensivas a los miembros de su familia, de suerte 

que también los parientes de los antiguos empleados debían 

disfrutarlas en idénticas condiciones; (38) la continuidad del 

abono del salario al periodo de baja por enfermedad; (39) las 

prestaciones otorgadas con ocasión del despido por causas 

económicas; (40) la compensación percibida por los miembros 

del comité de empresa, con permisos retribuidos o con la 

remuneración de horas suplementarias, por su asistencia a 

cursos de formación en los que se imparten conocimientos 

necesarios para la actividad de dichos comités, aunque, 
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durante esos cursos, no ejerzan ninguna de las tareas 

previstas por su contrato de trabajo; (41) el derecho a la 

afiliación a un plan de pensiones de empresa; (42) la 

prestación que el empresario desembolsa conforme a 

disposiciones legislativas o a convenios colectivos, a una 

trabajadora durante el periodo de descanso por maternidad; 

(43) la prima de fin de año pagada por el empresario con 

arreglo a una ley o a un convenio colectivo; (44) la 

indemnización por extinción del vínculo laboral; (45) la 

gratificación de Navidad, voluntaria y revocable, sufragada 

como incentivo al trabajo futuro y a la fidelidad a la casa; (46) 

un suplemento mensual del salario; (47) el cómputo, a efectos 

de antigüedad, con las repercusiones monetarias 

consiguientes, de la duración del servicio militar; (48) o la 

asignación de transición, complementaria a la prestación por 

despido, concedida tras una reestructuración de empresa 

(49)”.91 

                                    

91 Tribunal de Justicia de Münich del 06 de septiembre de 2007. Tadao Maruko contra 

Versorgungsanstalt der deutschen Bühnen. 
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Como  puede verse, es una lista extensiva que resulta sumamente 

ejemplificativa para la presente investigación, pues amplifica de manera 

importante un concepto básico que ampliará las posibilidades de terceros 

con derecho sobre los frutos del salario como lo son las prestaciones 

laborales, a pesar de que algunos de los ítems de esta lista ya se 

encuentren reconocidos en la legislación costarricense, aunque con otras 

denominaciones, tales como pagos de incapacidades por maternidad, las 

horas extra, el aguinaldo, reconocimientos por antigüedad. 

 

Discrepa con nuestra legislación el hecho de que consideren como 

remuneración o salario a las prestaciones que se entregan por acogerse 

al régimen de pensión o por el despido o finalización de la relación laboral, 

pues en este caso la Unión Europea está reconociendo a todos los rubros 

que contemplamos como prestaciones laborales un carácter 

contraprestacional, omitiendo la naturaleza indemnizatoria con que 

cuentan dichas compensaciones en Costa Rica. 

  

Discrepa también en el tanto las incapacidades por enfermedad en 

Costa Rica tienen carácter de "subsidio" y no de salario. La Sala Segunda 
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justifica lo anterior por medio de la Sentencia  85-97, en la cual niega el 

carácter salarial de los montos que se reciben en razón de las 

incapacidades por enfermedad, no pudiendo entonces tomarse en cuenta 

estos pagos para el cálculo de las prestaciones laborales, por esta 

naturaleza de subsidio; en este sentido la Sala se pronunció señalando 

que 

 

“Lleva razón el recurrente, al sentirse agraviado con la 

inclusión, al promedio salarial del actor, de las sumas pagadas 

en concepto de subsidios por incapacidades, debidas a 

enfermedad, en los meses promediados. La retribución que se 

hace a un trabajador, por esa causa, constituye, como bien se 

dijo, un subsidio y, como tal, goza de las características de las 

prestaciones monetarias que concede el seguro de enfermedad 

y maternidad. Tales subsidios por incapacidad, al tenor de los 

numerales 15, inciso f), 24, y 35 -entre otros- del Reglamento 

del Seguro de Enfermedad y Maternidad, o las sumas recibidas 

por ese concepto, tanto de parte de la entidad aseguradora, 

como de parte del patrono -salvedad hecha de la reforma al 

artículo 95 del Código de Trabajo, por la Ley  7491, de 9 de 
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abril de 1995- no constituyen salario; en consecuencia, no 

pueden ser tomados en cuenta al promedio salarial, sin que se 

violenten esas disposiciones. De ahí que no se deban 

promediar con los emolumentos que, por concepto de salarios 

-comisiones-, haya devengado el trabajador, en los mejores 

seis meses de los últimos 48 laborados. Así las cosas, no 

corresponde hacer uso de ellos, para establecer el promedio 

salarial del actor; máxime que, esa incapacidad para trabajar, 

constituye una causa individual de suspensión del contrato de 

trabajo; en virtud de la cual, al no existir prestación efectiva 

de un servicio, no se da la imprescindible contraprestación de 

este -la remuneración o el salario- [...]”.92 

 

Se sigue en este caso de igual manera el fundamento 

contraprestacional con que cuenta el salario, negándose de esta manera 

el perfil salarial que muchos trabajadores pretenden le sea reconocido en 

                                    

92 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00085 del 18 de marzo 

de 1998 a las 09:20 horas. 
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sus pretensiones dentro de litigios en contra de sus patronos, pues se 

trata únicamente de un sustituto del salario. 

 

En todos estos pronunciamientos se atisban ciertos elementos 

comunes que confirman la idea de que la retribución comprende cualquier 

abono, en dinero o en especie, actual o futuro, realizado, aun 

indirectamente, por el patrono al trabajador en razón de la relación 

laboral, aunque se hubiera extinguido ya, como consecuencia de un 

contrato, de disposiciones legales o de manera voluntaria. 

 

En conclusión, todo aporte que realice el patrono al trabajado, que 

aumente o beneficie el patrimonio de este último y que necesariamente 

compense la labor realizada y sus cualificaciones profesionales, siempre 

formará parte del salario y por tanto será tomado en cuenta para el 

cálculo de la liquidación de las prestaciones que se haga al trabajador 

cuando finalice el vínculo laboral. 

 

a. Salario en especie 
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Habiéndose aclarado que el dinero no era la única manera de retribuir 

al trabajador por sus servicios, es indispensable definir cuáles son estos 

otros complementos que se añaden al pago en dinero que conforman 

integralmente al salario y que se les conoce como salario en especie.  

 

El Código de Trabajo en los artículos 164, 165 y 166 da sustento legal 

al término de salario en especie, mismo que se encuentra explícitamente 

definido al artículo 166 de este texto legal, que en lo literal dispone: 

 

“ARTÍCULO 166.- 

“Por salario en especie se entiende únicamente lo que reciba 

el trabajador o su familia en alimentos, habitación, vestidos y 

demás artículos destinados a su consumo personal inmediato.  

En las explotaciones agrícolas o ganaderas se considerará 

también remuneración en especie el terreno que el patrono 

ceda al trabajador para que lo siembre y recoja sus productos.  

Para todos los efectos legales, mientras no se determine en 

cada caso concreto el valor de la remuneración en especie, se 
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estimará esta equivalente al cincuenta por ciento del salario 

que perciba en dinero el trabajador.  

No obstante lo dispuesto en los tres párrafos anteriores, no se 

computarán como salario en especie los suministros de 

carácter indudablemente gratuito que otorgue el patrono al 

trabajador, los cuales no podrán ser deducidos del salario en 

dinero ni tomados en cuenta para la fijación del salario 

mínimo”.93 

 

Concepto que al igual que el término de salario necesita ser ampliado 

para su mejor entendimiento, pues debe tenerse claro cuáles de los 

rubros u objetos recibidos van a retribuir los servicios del trabajador y 

cuáles son estrictamente necesarios para el desempeño de las labores.  

De ahí que sea oportuno tomar como referencia la Sentencia 1 054, de 

las 9.45 horas, del 21 de diciembre del 2005 de la Sala Segunda de la 

Corte Suprema de Justicia delimita aún más esta definición al señalar que 

el salario especie es:  

                                    

93 Op. cit. n°56. 
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“La forma más antigua de pago -desde el trueque-, y consiste 

en la retribución que se hace, con un bien distinto del dinero, 

y puede definirse como ‘...aquel que se abona en bienes 

valiosos que no son dinero; admitiéndose para liberarse el 

empresario de su obligación el pago efectuado en todo valor 

no dinerario. De ahí que dentro de esta categoría pueda 

incluirse cualquier especie pensable que cumpla el fin 

perseguido por el salario mismo, es decir, retribuir los servicios 

prestados por el trabajador’ (SÁNCHEZ-CERVERA SENRA, J. M. 

Los salarios en especie, en: Dieciséis lecciones sobre salarios 

y sus clases, Madrid, Universidad de Madrid, Sección de 

Publicaciones e Intercambio, 1971, p. 218)”.94 

 

En término generales, se trata de bienes distintos del dinero que 

recibe el trabajador y que necesariamente tenga carácter retributivo, ya 

sea alimentos, habitación, vestido, transporte, servicios; todos y cada uno 

                                    

94 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°1054 del 21 de diciembre 

del 2005 a las 09:45 horas. El subrayado corresponde al texto original. 
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de ellos destinados al consumo inmediato del trabajador o su familia; y 

mantendrá este carácter de salario en tanto no tenga el patrono la 

intención de otorgar un beneficio gratuito a quien lo recibe, ya que debe 

representar necesariamente una contraprestación al servicio que brinda 

el trabajador y ser indispensables para realizar las labores, lo anterior tal 

y como lo señala Cascante Castillo al aclarar que: 

 

“Los suministros indudablemente gratuitos, diferentes a 

alimentos, habitación, vestidos y demás artículos destinados 

al consumo personal inmediato del (la) trabajador(a) y su 

familia, que el (la) patrono (a) conceda al (la) trabajador (a), 

no se tomarán en cuenta como salario en especie. Por tanto, 

no se pueden rebajar del salario que debe percibir la persona 

trabajadora, no pueden ser tornados en cuenta como parte del 

salario mínimo, ni tampoco se deben considerar para el cálculo 

de ningún otro derecho laboral”.95 

 

                                    

95 Op. cit. n°83, 28. 
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En concordancia con lo anterior y en relación al carácter retributivo y 

naturaleza salarial que deben mantener los aportes en especie realizados 

por el patrono, jurisprudencialmente la Sala Segunda de la Corte Suprema 

ha mantenido la siguiente línea útil para determinar el carácter de salario 

de dichas contribuciones:  

 

“[…] ha de tenerse claro que, lo gratuito es aquello que se 

obtiene por mera liberalidad, sin que medie, entonces, 

contraprestación alguna. Lo gratuito, no tiene carácter salarial, 

porque no forma parte de la contraprestación a la que el 

empleador está obligado, en virtud de los servicios que 

percibe. En consecuencia, no podrán considerarse como salario 

en especie, los bienes o servicios que el empleador conceda a 

sus trabajadores, por una razón distinta o diferente a la 

remuneratoria de la labor realizada”.96 

 

                                    

96 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00838 del 27 de agosto 

del 2014 a las 10:05 horas. 
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En la misma línea, la Sala Segunda también ha mantenido en 

reiteradas ocasiones que “…para que una determinada prestación o 

beneficio se pueda considerar como tal, en primer término, debe tener 

carácter retributivo, una contraprestación por la fuerza laboral, debiendo 

ser apropiada para el uso personal del trabajador y su familia, de manera 

que le reporte un beneficio económico estable y reiterado durante la 

relación laboral y que, de no existir este, el trabajador hubiese tenido que 

procurárselo por sus propios medios”.97  

 

Es de suma importancia tener claro este término y saber identificar 

qué puede ser considerado como salario en especie, puesto que aquello 

que lo sea se tomará en cuenta al igual que el salario que se paga en 

dinero para calcular el pago de los derechos laborales tales como: las 

vacaciones, el aguinaldo, los días feriados, salarios dejados de percibir, 

preaviso y auxilio de cesantía.  

 

De conformidad con el artículo 27 de la Ley Constitutiva de la Caja 

Costarricense del Seguro Social, este tipo de retribución debe ser 

                                    

97 Ibíd. 
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reportada obligatoriamente por el patrono en planillas con su valor 

equivalente en efectivo, pero no debe computarse para efectos de 

completar el salario mínimo, porque el salario mínimo es un beneficio 

constituido por salario en dinero en efectivo y el salario en especie es 

adicional al mínimo. 

 

Ejemplificando el concepto de salario en especie, se puede hacer 

referencia a un aspecto que ha tomado una importancia significativa a lo 

largo del tiempo: los viáticos; lo anterior especialmente en grandes 

compañías en donde inclusive una parte considerable del salario de los 

trabajadores es otorgado bajo el concepto de viáticos. Estos viáticos 

suelen disfrazarse para ocultar su naturaleza salarial al tanto se le solicita 

al trabajador comprobantes de pago para su liquidación, adoptando la 

forma de reintegros y ya no de viáticos, por lo que se les reviste de un 

carácter equivocado ocultando su verdadera naturaleza. 
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Al respecto, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia por 

medio de la jurisprudencia se ha encargado de ir actualizando este 

concepto de modo que quede claro cuándo es que cuenta naturaleza 

salarial, limitándolo de la siguiente manera: 

 

“Se ha dicho que el tipo de viático que tiene ese carácter 

retributivo es aquel donde se paga una suma periódica, estable 

y no sujeta a liquidación. Por el contrario, cuando el trabajador 

debe realizar una justificación de los gastos en que incurrió, se 

ha considerado que carece de aquella naturaleza”. 98 

 

Como puede verse, un viático nunca debería estar sujeto a la entrega 

de comprobantes para su liquidación, lo que pone en evidencia esta mala 

práctica que cada vez toma más fuerza en los centros de trabajo, por lo 

que el trabajador debe tener presente cuando el patrono intenta omitir su 

naturaleza salarial y de igual manera distinguir entre viáticos y reintegro 

                                    

98 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°01219 del 23 de 

octubre del 2013 a las 09:30 horas. 
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de gastos tal y como se mencionó anteriormente y como se dirá a 

continuación. 

 

Asimismo, esta Sala al Voto 690, de las 15.10 horas, del 25 de agosto 

del 2011, resolvió: “…se considera que el viático sí tiene naturaleza 

típicamente salarial cuando deja de ser una simple compensación de los 

gastos en que ha incurrido el trabajador y lo concedido viene a aumentar 

la retribución de este, pasando entonces a formar parte jurídicamente del 

salario”.99 Reafirmando lo que ya se dijo respecto a los viáticos, los 

montos que se entreguen al trabajador y aumentan sus ingresos sin que 

existan comprobantes de pago de por medio para su liquidación son 

definitivamente parte del salario, y deben por tanto ser tomados en 

cuenta al cálculo de las indemnizaciones labores al finalizar la relación 

laboral. 

 

Habiéndose definido tanto el concepto de salario como de salario en 

especie, se concluye que existe en nuestra legislación laboral una 

presunción, según la cual, toda entrega de dinero o de bienes en general, 

                                    

99 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°690 del 25 de agosto de 

2011 a las 15:10 horas. 
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realizada por el patrono al trabajador como contraprestación por sus 

servicios tiene carácter retributivo. Siempre debe hacerse un análisis 

detenido de cuál es la finalidad de lo que se está entregando al trabajador 

por parte del patrono, pues el trabajador debería ser capaz de identificar 

cuáles de estas entregas tienen carácter salarial y son parte integral del 

salario que será el fundamento para el cálculo de derechos laborales, en 

especial las prestaciones laborales. 

 

La Sala Segunda ha dejado en claro de que la anterior presunción no 

significa que lo que el trabajador considere salario no admita prueba en 

contrario, señalando entonces que: 

“…por su naturaleza, esta presunción admite prueba en 

contrario, lo cual permite al empleador demostrar el carácter 

indudablemente gratuito de una determinada prestación y 

desplazar así la presunción aludida”.100 

 

                                    

100 Op. cit. n°96. 
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Dando de esta manera derecho al patrono la posibilidad de romper 

con esta presunción y de dejar en manos de los tribunales el 

reconocimiento de la naturaleza salarial o no del rubro o monto parte del 

litigio de que se trate. 

 

Una vez que se tenga definido el equivalente del salario percibido por 

el trabajador durante la relación laboral, ante un eventual rompimiento 

del vínculo laboral independientemente de cuál sea su causal, el 

trabajador tendrá derecho a que se le liquiden los montos equivalentes a 

las prestaciones laborales. 

 

 

2. Elementos propios de las prestaciones laborales 

 

Habiéndose definido en un primer capítulo la concepción amplia desde 

la cual se analizan las prestaciones laborales, se procederá a definir los 

aspectos más importantes de cada uno de estos extremos laborales a 

considerar. 
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Cuando la finalización de la relación laboral es consecuencia de 

despido sin justa causa y por alguna de las causales que señala el artículo 

85 del Código de Trabajo, las prestaciones laborales a pagar serán el 

resultado de la sumatoria de lo adeudado por concepto de preaviso, 

auxilio de cesantía, días feriados, horas extra y el equivalente de las 

vacaciones y el aguinaldo.  

 

Ante el supuesto de renuncia, el trabajador pierde el derecho de 

reclamo sobre dos rubros sumamente importantes, que son el preaviso y 

el auxilio de cesantía, este último salvo al caso de aquellos empleados 

que están afiliados a una Asociación Solidarista de Empleados, lo anterior 

por las razones que serán expuestas más adelante, y únicamente deberá 

tomar en cuenta si existen pendientes en cuanto al pago de días feriados, 

horas extra y salarios dejados de percibir, que serán, entonces, parte del 

cálculo de la indemnización final del trabajador. 

 

A continuación se procede a hacer referencia a cada uno de los rubros 

incluidos en la concepción amplia de las prestaciones laborales: 
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a. Preaviso 

 

El preaviso es definido desde la concepción del autor Vargas Chavarría 

como “…aquella obligación que tienen las partes en una relación de 

trabajo, de notificar a la otra su decisión de dar por concluida la relación 

laboral que los une, que necesariamente debe ser de duración 

indefinida”.101 En resumen es una obligación y una garantía recíproca, 

independientemente de que sea que el trabajador el que decida renunciar 

o que por el contrario sea despedido por el patrono sin justa causa, en 

ambos casos deberá darse este aviso a la otra parte cuando medie un 

contrato de trabajo por tiempo indefinido. 

El preaviso presenta dos aristas desde la cual puede ser visto, ya sea 

desde la perspectiva patronal o del subordinado, y dependiendo de la 

arista desde la que se vea su finalidad puede variar. El autor Cascante 

Castillo determina ambos aspectos al señalar que el preaviso “…tiene por 

finalidad dar a conocer al (a la) patrono(a) o al (a la) trabajador(a), con 

un tiempo prudencial y razonable determinado por la ley, el propósito de 

poner término al contrato o relación laboral, a fin de que se busqué un 

                                    

101 Eugenio Vargas, Legislación Laboral Costarricense, Preaviso y Auxilio de Cesantía, 

7° ed. (San José: Editorial Investigaciones Jurídicas S.A., 2005), 11. 
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sustituto o de procurar un nuevo empleo, según se trate”102, es decir, es 

una obligación establecida por ley el hecho de dar un espacio a la parte 

afectada. El preaviso que da el trabajador al patrono es para que este 

último pueda llenar el puesto que va a quedar vacante y al caso del 

patrono al trabajador se da para para que este empleado logre 

posicionarse en un nuevo lugar de trabajo. 

 

A pesar de que la finalidad del preaviso es dar un espacio prudencial 

a las partes cuando alguna de ellas quiere poner fin a la relación laboral, 

la ley no hace distinción ni es explícita al definir cuándo es que se debe 

otorgar este rubro, únicamente menciona que procede en los supuestos 

de despido sin justa causa, por lo que es necesario acudir a otras fuentes 

del derecho y con base en ellas cubrir esta laguna legal en vista de que 

“…mayoritariamente los tribunales de trabajo y la doctrina han 

determinado que se debe conceder aún en caso de renuncia del (de la) 

trabajador(a) y no solamente cuando el contrato termina con 

responsabilidad patronal,”103 esclareciéndose de esta manera que se trata 

                                    

102 Op. cit. n°57, 134. 

103 Op. cit. n°57, 135. 
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de una obligación mutua y no solo cuando se está al supuesto de un 

despido sin justa causa. 

 

Cuando se habla de tiempo prudencial, hay que establecer una 

relación directa con el artículo 28 del Código de Trabajo por ser el que 

establece cuál es o debe ser el plazo de preaviso y como este puede variar 

según la antigüedad laboral que tenga el subordinado en su centro de 

trabajo. 
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“ARTÍCULO 28.- 

Al contrato por tiempo indefinido cada una de las partes puede 

ponerle término, sin justa causa, dando aviso previo a la otra, 

de acuerdo con las siguientes reglas:  

a. Después de un trabajo continuo no menor de tres meses ni 

mayor de seis, con un mínimo de una semana de anticipación;  

b. Después de un trabajo continuo que exceda de seis meses 

y no sea mayor de un año, con un mínimo de quince días de 

anticipación, y  

c. Después de un año de trabajo continuo con un mínimo de 

un mes de anticipación”.104 

 

La excepción a esta norma viene dada por el artículo 102 del Código 

de Trabajo que hace referencia a aquellas situaciones en que median 

contratos de trabajo por servicio doméstico, en donde esta categoría de 

empleados cuentan con un tratamiento especial, y por tanto este preaviso 

                                    

104 Op. cit. n°56. 
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se ve reducido a dos opciones según corresponda. De acuerdo con este 

artículo, la forma de proceder es la siguiente: 

 

“a) Después de un trabajo continuo mayor de treinta días 

y menor de un año, con un mínimo de quince días de 

anticipación. 

b) Después de un año de trabajo continuo, con un mínimo 

de un mes de anticipación”.105 

 

En la práctica cuando una relación laboral finaliza por renuncia o 

despedido, el preaviso puede analizarse más como una liberalidad de las 

partes que como una obligación, ya que tal y como se aclaró en páginas 

anteriores el preaviso puede ser objeto de negociación y si el patrono o 

el trabajador decide por su voluntad hacer pago efectivo del monto 

correspondiente, se puede dar por finalizado en este momento el vínculo 

laboral.  

 

                                    

105 Op. cit. n°56. 
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Como sustento a lo anterior, el artículo 28 del Código de Trabajo indica 

que los plazos “…pueden omitirse, sin perjuicio del auxilio de cesantía, 

por cualquiera de las dos partes, pagando a la otra una cantidad igual al 

salario correspondiente a los plazos anteriores,”106 liberando a cualquiera 

de los actores que cancele el monto correspondiente de su obligación y 

desligándose de la otra parte. 

 

Cuando se hace referencia a que es necesario que se cancele el monto 

equivalente para que se tenga por disuelto el vínculo es porque debe 

quedar claramente establecido el momento en que esto acontece, dado 

que si las partes deciden hacer uso del preaviso, debe tomar en cuenta 

de que la relación laboral no se tiene por finalizada al momento en que 

ocurre el despido, sino que continúan subsistiendo todas las obligaciones 

y derechos que ambas partes adquirieron al momento en que inició dicho 

vínculo,  “…esto significa que durante el término del preaviso se genera 

antigüedad y si el (la) trabajador(a) incurre en falta grave de acuerdo con 

el Código de Trabajo, puede ser despedido(a) sin responsabilidad 

patronal”.107 

                                    

106 Ibíd. 
107 Op. cit. n°57, 134. 
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Al respecto, la Sala Segunda también ha reiterado que “…si durante 

ese lapso el trabajador incurre en una causa justa de despido, de 

conformidad con el Código de Trabajo o con la reglamentación interna de 

la empresa, el patrono tiene plena facultad ejercer el régimen 

disciplinario, variando con ello, pero por una situación sobreviniente, que 

lo justifique, el contenido del acuerdo originario, del despido con el pago 

de mis prestaciones legales, por otro que no las reconozca,”108 perdiendo 

a partir de este momento toda expectativa de derecho con que contaba 

de recibir los montos correspondientes por el pago de este rubro y del 

auxilio de cesantía. 

 

El artículo 28 del Código de Trabajo además de determinar los plazos 

que deben ser respetados por las partes, da un amplio fundamento legal 

al preaviso como parte de las prestaciones laborales inclusive en cuanto 

a las formalidades que deben cumplir la parte que renuncia o despide, ya 

que “…dichos avisos se darán siempre por escrito, pero si el contrato fuere 

verbal, el trabajador podrá darlo en igual forma en caso de que lo hiciere 

ante dos testigos;”109 en caso contrario, la parte que debe ser avisada 

                                    

108 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°305 del 11 de diciembre 

de 1992 a las 10:00 horas. 
109 Op. cit. n°56. 
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puede alegar el no haber sido notificado o advertido y ejercer acciones 

contra el otro sujeto. 

 

Continuando con el contenido de este artículo 28, al último párrafo se 

determina que “…durante el término del aviso el patrono estará obligado 

a conceder un día de asueto al trabajador, cada semana, para que busque 

colocación”110, esto se especifica únicamente para cuando el trabajador 

es despedido sin justa causa y no va a ser libre decisión de las partes 

decidir cuál día de la semana va a ser asueto, debe establecerse de común 

acuerdo entre patrono y trabajador, y tenerse en cuenta que se trata de 

un día que debe ser con goce de salario. 

 

El mencionado beneficio no aplica únicamente cuando el trabajador es 

despedido, sino que tal y como lo menciona Vargas Chavarría, “…funciona 

en igual forma para los casos en los cuales, tanto patrono como 

trabajador, decidan dar por concluida la relación de trabajo”.111 Lo 

anterior significa que se debe otorgar tanto cuando el patrono sea quien 

                                    

110 Op. cit. n°56. 
111 Op. cit. n°101, 16. 
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decida poner fin a la relación de trabajo, o bien, cuando, por medio de 

renuncia, así lo decida el trabajador. 

 

La excepción a la regla del día de asueto es definida por este mismo 

autor al aclarar que “…el patrono queda eximido de la obligación de 

otorgar este asueto cuando el trabajador, en su renuncia, le indica que el 

motivo de la misma es que tiene una nueva oportunidad de empleo, o 

bien que renuncia para dedicarse a labores propias”112, quedando el 

empleador liberado de esta obligación y negando la permisividad de este 

día. 

 

Una segunda excepción está contemplada al artículo 102 del Código 

de Trabajo en relación al servicio doméstico. En estos casos, el día de 

asueto para los trabajadores domésticos es equivalente a media jornada 

por semana y no un día completo como se otorga a los demás 

trabajadores. 

 

                                    

112 Op. cit. n°101, 16. 
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Finalmente, en cuanto al monto que se debe pagar por el preaviso al 

caso en que no sea otorgado de acuerdo con lo establecido, debe 

calcularse tomando en cuenta el promedio de todos los salarios ordinarios 

y extraordinarios según se ha indicado, que fueron efectivamente 

devengados por el trabajador como mínimo en los últimos seis meses de 

vigencia del contrato o en la fracción de tiempo en que existió la relación 

laboral. 

 

Existen determinados eventos que deben ser tomados en 

consideración por su efecto en la interrupción o no el cómputo de los seis 

meses anteriormente mencionados, como lo es el caso de las 

incapacidades por enfermedad, que repercuten en una interrupción 

directa de la continuidad de la relación laboral y, consecuentemente, al 

cómputo del plazo de dicho vínculo.  

 

Por el contrario, la incapacidad que se otorga a las trabajadoras 

embarazadas no interrumpe la continuidad del tiempo laborado, y por 

tanto deben ser tomados en cuenta al cómputo de los seis meses por así 

imponerlo el artículo 95 del Código de Trabajo, lo que ha sido también 
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respaldado por la Sala Segunda cuando indica que con respecto a la 

licencia de maternidad: 

 

“…corresponde aplicar el ordinal 95 del Código de Trabajo: “La 

trabajadora embarazada gozará obligatoriamente de una 

licencia remunerada por maternidad, durante el mes anterior 

al parto y los tres posteriores a él. Estos tres meses también 

se considerarán como período mínimo de lactancia, el cual, por 

prescripción médica, podrá ser prorrogado para los efectos del 

artículo anterior. Durante la licencia, el sistema de 

remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja 

Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad. 

Esta remuneración deberá computarse para los derechos 

laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que 

corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente 

al salario de la trabajadora…” (Lo resaltado no es parte del 

original), de ahí que no le asiste razón al recurrente“.113 

                                    

113 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°136 del 12 de febrero 

del 2014 a las 09:00 horas. El resaltado corresponde al texto original. 
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Siendo, entonces, en todo momento equiparado el pago de la licencia 

de maternidad al salario y debiendo tomarse en cuenta cuando sea 

necesario para un posible cálculo de la totalidad de salarios percibidos, 

contrario a lo que sucede con los pagos de incapacidad por enfermedad. 

 

Existen además ciertas circunstancias bajo las cuales no se debe 

cancelar al trabajador ningún monto por concepto de preaviso, tal como 

los casos de aquellos trabajadores que se acogen al régimen de la pensión 

o jubilación ni a los trabajadores por incapacidad permanente, de manera 

que: 

  

“…cuando un trabajador se acoge a los beneficios de pensión 

o jubilación, a este no se le debe pagar, dentro de su 

liquidación final, el importe correspondiente al preaviso. 

Tampoco deberá pagarse esta prestación cuando los 

trabajadores se desprendan de sus cargos a causa de una 

incapacidad permanente”.114 

                                    

114 Op. cit. n°101, 19. 
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Lo anterior en razón de que y tal como se indicó, la finalidad del 

preaviso desde la perspectiva del trabajador, es que el mismo cuente con 

un lapso razonable que le permita prestar servicios a otro patrono y 

ubicarse en un nuevo lugar de trabajo, y analizando las hipótesis 

indicadas supra, tenemos que ya no existe necesidad de este lapso de 

tiempo en razón de que no continuarán prestando servicios. 

 

Como puede verse, el preaviso no siempre va a ser parte de las 

prestaciones laborales a pagar, sino que su liquidación dependerá de que 

se den varias circunstancias como se mencionó a lo largo de este 

apartado, pero lo que se tiene claro es que es un extremo que dará un 

importante valor económico al trabajador y su familia.  

 

b. Auxilio de Cesantía 

 

El auxilio de cesantía se define como “…una prestación con carácter 

de institución laboral que tiene lugar únicamente al caso de relaciones de 

trabajo por tiempo indefinido. Se inspira en un propósito de protección a 
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la parte más débil de la relación de trabajo,”115 protección al sentido de 

que el vínculo laboral va a finalizar siempre por motivos ajenos al 

trabajador, que es normalmente considerada la parte débil de la relación. 

 

En términos generales y de conformidad con la legislación laboral, 

para que proceda el pago del auxilio de cesantía deben acontecer alguno 

de los siguientes supuestos: 

 

1. Un despido injustificado. 

2. Alguna de las causales puntualizadas al artículo 83 del Código de 

Trabajo que facultan al empleado para dar por terminado el contrato de 

trabajo. 

3. Una de las causas que terminan con el contrato de trabajo sin 

responsabilidad para el subordinado que establece el artículo 85 del 

Código de Trabajo, dentro de las cuales se encuentra aquella cuando el 

trabajador se acoja a jubilación de la Caja Costarricense del Seguro 

Social, o a cualquiera de los demás sistemas de pensiones existentes al 

país (Ley  5 173, del 10 de mayo de 1973). 

                                    

115 Jorge Porras, Aspectos básicos de la legislación laboral, 2° ed. (San José: Editorial 

Nacional de Salud y Seguridad Social, 1997), 27. 
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De conformidad con el autor Vargas Chavarría respecto a la naturaleza 

de este rubro, existen diversas teorías dentro de las cuales se encuentra 

aquella en la que se le reconoce un carácter indemnizatorio, mientras que 

otros le asignan un carácter de seguro por desempleo y algunos otros de 

recompensa por antigüedad y buen comportamiento. Es así, como el 

Código de Trabajo sin hacer mención expresa de estas teorías, podría 

interpretarse recoge estos tres criterios.  

 

Desde una primera concepción, el auxilio de cesantía es una 

“…indemnización económica que corresponde al (a la) trabajador(a) o a 

sus familiares, según la ley, cuando el contrato de trabajo termina por 

despido injustificado, porque el (la) trabajador(a) se acoge a pensión o 

jubilación o por su muerte”.116 Este carácter indemnizatorio por el 

rompimiento del vínculo es el que resulta más común al ámbito laboral 

por no mediar voluntad de parte del trabajador, es decir, es el patrono 

quien unilateralmente dar por terminado el contrato de trabajo, 

obligándose a sí mismo a hacer debido pago de esta prestación, posición 

                                    

116 Op. cit. n°57, 136. 
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que es también respaldada por la Constitución Política al artículo 63 del 

capítulo de Garantías Sociales y el párrafo primero del artículo 29 del 

Código de Trabajo. 

 

Es importante resaltar el hecho de que nuestros legisladores continúan 

adoptando una posición en que se toma en cuenta a la familia como 

merecedora de esta indemnización laboral, reconociendo una vez más el 

papel tan significativo que cumple la familia como base de nuestra 

sociedad. 

 

En relación con la teoría de ser un seguro por desempleo, el Código 

de Trabajo expresamente no le da tal calificativo como si podría deducirse 

del punto anterior; sin embargo, Vargas Chavarría señala que “…de la 

protección que le otorga y de la forma en que se obliga a pagarla, se 

desprende que el fin del auxilio de cesantía es que el trabajador despedido 

pueda hacerle frente a sus necesidades más esenciales hasta que 

encuentre una nueva colocación,”117 y así, entonces, el trabajador y su 

familia puedan hacer frente a la situación de desempleo involuntario que 

                                    

117 Op. cit. n°101, 24. 
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se presenta con ocasión del término del contrato de trabajo, razón por la 

cual se le puede atribuir también un "carácter alimentario". 

 

La última posición del pago de la cesantía es premio por antigüedad y 

estabilidad laboral, también encuentra sustento legal al Código de 

Trabajo, esto es al inciso e del artículo 85, en tanto aquel trabajador que 

se acoja a los beneficios de pensión o jubilación tiene derecho a que se le 

pague lo correspondiente a este beneficio cuando se presente alguno de 

los supuestos ya referidos. 

 

A pesar de que para que exista el pago del auxilio de cesantía deba 

cumplirse con los presupuestos antes expuestos, existe en distintos 

centros de trabajo una manera que permite al trabajador conservar la 

suma equivalente a este derecho independientemente de la razón que 

motive la desvinculación laboral, y esto es ´por medio de las Asociaciones 

Solidaristas, cuya decisión de asociarse cabe mencionar, no es obligatoria.  

 

Es muy común en nuestro país que existan centros de trabajo que 

cuenten con Asociaciones Solidaristas, quienes como parte de sus 

funciones recolectan un aporte patronal que al finalizar el vínculo laboral 
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va a resultar al pago de determinado monto por concepto de auxilio de 

cesantía, línea que es adoptada por la jurisprudencia. Los tribunales 

costarricenses han tomado la siguiente posición respecto a estos aportes 

realizados para cubrir el auxilio de cesantía: 

 

“Según se desprende de la Ley de Asociaciones Solidaristas 

(N° 6 970, del 7 de noviembre de 1984), el objeto prioritario 

de los aportes patronales, a este tipo de asociaciones, es el de 

constituir un fondo para el pago del auxilio de cesantía”.118 

 

El patrimonio de las asociaciones solidaristas se constituye por el 

aporte mensual de los trabajadores o asociados y del patrono. En cuando 

al aporte de los primeros, de conformidad con el artículo 18 de la Ley de 

Asociaciones Solidaristas los porcentajes mínimos que deberán aportar no 

pueden ser menor al 3% ni mayor al 5% del salario, sin embargo el 

                                    

118 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°373 del 26 de julio del 

2002 a las 15:10 horas. 
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trabajador puede ahorrar lo que desee voluntariamente autorizando al 

patrono para que realice la reducción y se le entregue a la asociación. 

 

El aporte que hace el patrono se estipula por acuerdo entre el 

patrono y los trabajadores, mismo que es custodiado por la 

administración de la asociación como reserva para prestaciones. Lo 

recaudado, se considerará como parte del fondo económico del auxilio de 

cesantía en beneficio del trabajador, sin que ello lo exonere de la 

responsabilidad por el monto de la diferencia entre lo que le corresponda 

al trabajador como auxilio de cesantía y lo que el patrono hubiere 

aportado.  

 

Como puede observarse, al caso del trabajador lo que hace es un 

ahorro, un incremento patrimonial por liberalidad propia sin que exista de 

por medio algún ligamen con el servicio que presta al patrono, mientras 

que el aporte del patrono sí es considerado meramente como parte de la 

cesantía a ser pagada, independientemente de que la salida del trabajador 

del centro de trabajo lo sea por renuncia o despido. 
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En otro orden de ideas, la Ley de Asociaciones detalla una serie de 

hipótesis en cuanto a qué sucede si hay algún cambio en la relación del 

trabajador con su empleador, siendo estas: 

 

a) Renuncia a la asociación, pero no a la empresa, el aporte patronal 

quedará en custodia y administración de la asociación para ser usado en 

un eventual pago del auxilio de cesantía de ese empleado.  

b) Renuncia a la empresa y a la asociación, recibirá el aporte patronal, su 

ahorro personal y cualquier otro ahorro o suma a que tuviere derecho, 

más los rendimientos correspondientes.  

c) Si un afiliado fuere despedido por justa causa, tendrá derecho a recibir 

el aporte patronal acumulado, sus ahorros, más los rendimientos 

correspondientes.  

d) Despedido sin justa causa, tendrá derecho a recibir sus ahorros, el 

aporte patronal y los rendimientos correspondientes. Tendrá derecho al 

aporte patronal fuere superior a lo que le corresponde por derecho de 

auxilio de cesantía. 
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e) Retiro de un trabajador por invalidez o vejez, el pago total de lo que le 

corresponda se le hará en forma directa e inmediata.  

 

El Voto 31-98 hace referencia al carácter cambiante del auxilio de 

cesantía cuando se es parte de una Asociación Solidarista, cambiando la 

concepción original de ser una sanción al patrono y convirtiéndolo en una 

especie de recompensa o indemnización al trabajador por el tiempo 

durante el cual prestó sus labores, lo anterior al señalar que: 

 

“…básicamente al tenor de lo previsto en los artículos 63 de la 

Constitución Política y 28, 29 y 30 del Código de Trabajo, el 

deber de pagar el auxilio de cesantía constituía, ante todo, una 

sanción económica para una parte del contrato de trabajo -la 

patronal- por un hecho que le era imputable, de modo 

exclusivo, ante su voluntad unilateral. Hoy  puede afirmarse, 

con bastante certeza, que se ha convertido en una prima de 

antigüedad, fundamentándose esa conclusión al análisis de 

diversos mecanismos que se venían utilizando, para su pago; 
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tales como la cancelación anual de la cesantía y los aportes 

patronales a las asociaciones solidaristas”.119 

 

Lo anterior significa que en tanto la relación laboral se mantenga se 

va a tener garantizado el pago de la cesantía gracias a los aportes 

patronales que mensualmente se hacen directamente a las Asociaciones 

Solidaristas según lo señala el artículo 4 de la Ley de Asociaciones 

Solidaristas; en este supuesto, el pago de este extremo no va a depender 

de que se dé alguno de los supuestos mencionados para que naciera el 

derecho, sino que deja de ser una expectativa y se convierte en un 

derecho adquirido, por esta razón y en esta misma línea el Tribunal de 

Trabajo da especial énfasis a este beneficio al señalar que: 

 

“La ventaja que, para el trabajador, representa el solidarismo 

consiste en que el empleador paga por anticipado, parcial o 

totalmente, la cesantía, la cual se transforma, así, en un 

derecho.  

                                    

119 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N° 31-98 del 30 de enero 

de 1998 a las 08:50 horas. 
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… Se va creando así un fondo al cual, el trabajador, tiene 

acceso, independientemente de la causa de terminación del 

contrato, pero a partir de esta”.120  

 

Es así como en esta modalidad, la proporción de la cesantía aportada, 

constituye como se dijo un derecho adquirido; aparte de que, y según 

señaló el la Sección I del Tribunal de Trabajo, podría eventualmente por 

medio de estos aportes romperse el tope de ocho años fijado al Código 

de Trabajo y recibir el equivalente a los años laborados aunque se supere 

este término. 

 

Este fondo constituido por los aportes patronales durante la vigencia 

de la relación laboral pasa a ser propiedad del trabajador, aunque 

administrado por la respectiva Asociación Solidarista, según lo dice el 

artículo 21 inciso a) de la ley de Asociaciones Solidaristas, quien una vez 

que se termina la relación laboral debe hacer debido pago al trabajador 

del monto del aporte patronal, y en caso de que existiera una diferencia, 

debe ser cubierta por el patrono. 

                                    

120 Tribunal de Trabajo, Sección I. Resolución N°00135 del 14 de marzo del 2014 

a las 14:30 horas. 
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En caso de que el subordinado decida cortar vínculo con la Asociación 

Solidarista del centro de trabajo, el artículo 17 inciso c, establece que el 

mismo no perderá los beneficios relacionados con los derechos de 

cesantía y demás beneficios que por ley le correspondan, puesto que el 

empleado se desafilia de la Asociación, mas no tiene esto relación con el 

vínculo obrero-patrono. Dentro de estos beneficios está el rendimiento 

que puedan crear los aportes hechos por el patrono anterior a que se 

diera la desafiliación, en este tanto el Tribunal de Trabajo aclara: 

 

“En caso de renuncia a la Asociación, si bien los aportes 

patronales no seguirán incrementándose, puesto que el 

empleador no tiene el deber de seguir pagando las obligadas 

cuotas, continuarán generando rendimientos para el 

exafiliado, hasta que este deje de laborar en la empresa; los 

que también han de serle entregados”.121 

 

                                    

121 Op. cit. n°120. 



 

162 

 

Además de la excepción que se presenta con las Asociaciones 

Solidaristas al convertir el auxilio de cesantía en un adquirido de los 

subordinados, el autor Vargas Chavarría analiza una segunda una 

excepción a este planteamiento, que es cuando este pago se cancela por 

año laborado, tesis que de igual manera es soportada por la 

jurisprudencia, tal y como se indica: 

 

"El auxilio de cesantía puede ser cancelado anualmente por el 

patrono, porque nuestra legislación dispone que dicha 

prestación no solo se paga cuando el empleado queda cesante 

si no también cuanto pasa a servir de inmediato a las órdenes 

de otro patrono, de tal manera que no tiene el carácter de 

alimentario o de auxilio al desocupado que sí tienen otras 

legislaciones, no perjudicándose el trabajador si se le paga 

dicho auxilio anualmente y más bien se aseguran sus 

derechos, porque nadie le podría garantizar la estabilidad en 

la empresa al futuro”.122 

                                    

122 Tribunal Superior de Trabajo. Resolución N°2588 del 22 de setiembre de 1982 a las 

14:30 horas. 
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Como puede verse, los tribunales costarricenses han manifestado que 

no existe prohibición para que el patrono pague esta prestación a sus 

trabajadores cada año, lo que es una acertada decisión, pues no debemos 

perder de vista que fuera de las Asociaciones Solidaristas este extremo 

laboral es una expectativa de derecho y no un derecho adquirido del 

trabajador, aunado a ello el hecho de que con el pago en abonos se rompe 

el tope de ocho años que establece el Código de Trabajo, porque el 

trabajador puede cobrar tantas anualidades como las que haya servido a 

la empresa.  

 

Este pago anual de cesantía ha resultado ser una práctica común en 

algunas empresas costarricenses, lo que ha obligado a nuestros 

Tribunales a dejar en claro su posición y mantener esta prohibición. El 

hecho de que estos pagos se hayan efectuado o se efectúen anualmente, 

no asemeja el auxilio de cesantía al salario, este rubro 

independientemente de cuando sea su pago va a mantener su carácter 

indemnizatorio y, por tanto, debe ser incluido como parte de los bienes 

gananciales junto con el resto de los pagos que se realicen por concepto 
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de prestaciones laborales. Es claro de que la naturaleza ganancial o no 

deberá depender por ningún motivo de su momento de pago. 

La forma de cálculo que debe tomar en cuenta tanto el patrono como 

el trabajador está dada por el artículo 29 del Código de Trabajo, que va a 

depender estrictamente del tiempo durante el cual se llevó a cabo la 

prestación de servicios, pero que de conformidad con este artículo, los 

años a pagar no pueden ser superiores a ocho, salvo las excepciones 

antes expuestas. 

 

Es así como el auxilio de cesantía por su naturaleza indemnizatoria, al 

igual que el preaviso, dependerá de que se den determinados supuestos 

para que el trabajador pueda recibir el pago debido o hacer el reclamo 

correspondiente si no se le es liquidado oportunamente. En cuanto a los 

intereses que estos puedan llegar a generar por el no pago a tiempo, 

tendrán también este carácter indemnizatorio que de igual manera cubrirá 

a la familia del trabajador. 

 

En adelante, los extremos que se mencionarán y siguiendo la línea de 

las prestaciones laborales en sentido amplio adoptada para los fines de la 

presente investigación, formarán parte integral de las prestaciones 
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laborales junto con el preaviso y el auxilio de cesantía aquellos extremos 

laborales que no hayan sido liquidados por el patrono en el momento 

oportuno o cuando correspondía su pago, y que, en consecuencia, 

deberán ser cancelados en el momento del rompimiento del vínculo y por 

tanto. 

 

De hacerse pago debido por parte del patrono, se considerarán los 

rubros a mencionar como parte de los derechos laborales de los 

trabajadores que se cancelan durante el tiempo en que se mantuvo el 

contrato laboral, y se entenderán entonces excluidos de las prestaciones 

laborales, ocasionando para efectos de la presente investigación que se 

presuman disfrutados por el trabajador y su familia durante la vigencia 

de dicho vínculo laboral, de lo contrario, será aplicable lo indicado al 

párrafo anterior. 

 

c. Aguinaldo 

 

El aguinaldo se define como un “…sueldo adicional que debe pagar 

todo patrono(a) dentro de los primeros veinte días de diciembre de cada 

año, a sus trabajadores(as), de cualquier clase que sean y cualquiera que 
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sea la forma en que desempeñen sus labores y en que se les pague el 

salario”.123 Cada trabajador tendrá el derecho de recibir esta suma que 

será equivalente a un salario más, también conocido como el pago de un 

decimotercer mes, y que como puede verse se identifica como un suelto 

adicional que permite identificar su carácter de salario cuando es 

cancelado durante la vigencia del vínculo salarial.  

 

Cuando se habla de “derecho de recibir”, lo que se refleja es que este 

extremo constituye un derecho adquirido en beneficio del trabajador. Este 

beneficio se presenta como derecho adquirido, “…dado que el mismo 

proviene del solo hecho de laborar durante un tiempo superior a un mes, 

sin que se pierda al concluir la relación laboral por cualquier causa”.124 Es 

así como cada final de año o al concluir la relación laboral el trabajador 

recibirá la suma que le concierna, sin que medie justificación alguna en 

caso de omisión al pago. 

 

                                    

123 Op. cit. n°57, 96. 
124 Eugenio Vargas, Vacaciones y aguinaldo (San José: Editorial Investigaciones 

Jurídicas S.A., 1990), 23. 
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Una situación particular respecto al aguinaldo en comparación con el 

resto de los extremos laborales, es que “…este derecho lo tiene también 

todo trabajador o trabajadora que haya trabajado a plazo fijo (contrato 

ocasional o accidental) o por obra determinada, siempre que haya 

laborado más de un mes,”125 haciendo del mismo una excepción a la regla 

de que las prestaciones laborales únicamente proceden cuando media 

entre el patrono y el trabajador un contrato por tiempo indeterminado o 

indefinido. 

 

El aguinaldo como tal está cubierto y amparado por la ley 

costarricense, es así que como parte de su protección es dada por el 

artículo cuarto de la Ley 1835, que en lo literal dice: 

 

“Artículo 4°.- La remuneración adicional a que se refiere el 

artículo 1° de esta ley, no puede ser objeto de venta, traspaso, 

enajenación o gravamen de ninguna especie, ni puede ser 

perseguida por acreedores, excepto para responder al pago de 

                                    

125 Germán Eduardo Cascante Castillo. “Manual práctico de legislación laboral”. Segunda 

edición. San José, Costa Rica: Editorial Investigaciones Jurídicas, S.A., (2003). Pág. 55. 
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pensiones alimenticias, al tanto que determina el Código de 

Trabajo”.126  

El porcentaje establecido por el Código de Trabajo respecto del cual el 

aguinaldo no podrá ser embargado, a excepción de cuando se trate de 

pensiones alimenticias, que lo sería en un máximo de un cincuenta por 

ciento (50%) de su totalidad, pero que como derecho adquirido cuenta 

con amplia protección para el aprovechamiento del mismo por el 

trabajador y su familia y esta suma estará también exenta del pago de 

impuesto sobre la renta tal y como lo señala el artículo número de nueve: 

 

“Artículo 9.- La suma que por concepto de decimotercer mes 

reciban los trabajadores, total o parcialmente, sean del Estado, 

de sus instituciones autónomas, semiautónomas, de las 

Municipalidades y de la empresa particular, estará exenta del 

pago del impuesto sobre la renta”.127  

 

                                    

126 Ley de Pago de Aguinaldo para los Servidores Públicos, Ley N°1835 del 11 de 

diciembre de 1954. Publicada en el diario oficial La Gaceta número 283 del 15 de 
diciembre de 1954. 
127 Ley Pago de Aguinaldo a Servidores Empresa Privada, Ley N°16912 del 23 de octubre 

de 1959. 
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Habiendo hecho un repaso de la Ley 2 412, se concluye que el 

aguinaldo siempre debe ser cancelado al trabajador en un ciento por 

ciento, sin los rebajos que normalmente se aplica al salario según sea el 

monto, es decir, “…debe entregársele al trabajador íntegramente, sea, sin 

que se le rebajen cargas sociales y las sumas percibidas por este concepto 

no deben tomarse en cuenta para calcular ninguna otra prestación,”128 

dando soporte una vez más al hecho de que debe hacerse pago del mismo 

sin ninguna deducción. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                    

128 Op. cit. n°124, 29. 
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La forma de determinar que este rubro está siendo efectivamente 

cancelado y de la forma correcta, es dirigiéndose al artículo segundo de 

la Ley 2 412, que apunta la fórmula o método que debe seguirse para su 

cálculo: 

 

“Todo(a) trabajador(a) debe recibir un salario promedio 

mensual completo， que se obtiene de sumar todos los salarios 

ordinarios y extraordinarios, devengados por el (la) 

trabajador(a) durante los doce meses que van de diciembre 

del año anterior a noviembre del año de que se trate, dividido 

por doce”.129 

 

El anterior método lo es aplicable para aquellos casos en que la 

relación laboral se haya mantenido vigente por al menos un año, en caso 

contrario y cuando la relación es inferior a este plazo, el artículo tercero 

se encarga de definir en su contenido la salida que debe se debe tomar 

para hacer pago efectivo del aguinaldo y es que le pague al trabajador 

                                    

129 Op. cit. n°127. Al respecto ver también el Decreto Ejecutivo N°20236 que establece 

la obligación de pago de aguinaldo por parte del patrono del 01 de febrero de 1991. 

Publicado en el diario oficial La Gaceta número 33 del 15 de febrero de 1991. 
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una parte del beneficio proporcional con el tiempo servido y salarios 

devengados durante el año de que se trate. 

 

El autor Cascante Castillo consigue aclarar el contenido del párrafo 

anterior y así marcar un camino por seguir cuando se trata de un tiempo 

laborado inferior a un año, lo anterior de la siguiente manera:  

 

“Si se ha laborado un período menor, el (la) trabajador(a) tiene 

derecho al aguinaldo proporcional respectivo, equivalente a un 

doceavo por cada mes laborado; es decir, se suman los 

salarios ordinarios y extraordinarios devengados por mes y se 

dividen por doce”.130 

 

Lo importante de esta regulación además de aclarar cómo hacer buen 

pago del aguinaldo, es que de una u otra manera el trabajador siempre 

va a tener derecho a reclamar este extremo y a esperar le sea cancelado 

la suma equivalente al tiempo laborado, independientemente de que el 

vínculo laboral haya finalizado por renuncia o por despido. 

                                    

130 Op. cit. n°57, 96. 
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Al caso de los empleados públicos, el cómputo de los doce meses para 

hacer el cálculo de conformidad con el artículo segundo de la Ley 1 835131, 

deberá hacerse del 1º de noviembre del año anterior al 31 de Octubre del 

año en que debe pagarse el aguinaldo, más la sumatoria y la división 

aplicable es la misma. 

 

Respecto a la base o las sumas que deben ser tomadas en cuenta para 

saber cuál es el equivalente que debe recibir el trabajador por concepto 

de aguilando, Cascante Castillo aclara que “…para calcular el aguinaldo se 

deben incluir las "horas ordinarias" y "…las horas extraordinarias", así 

como cualquier otro pago salarial que se haya realizado al periodo”.132 

Como puede apreciarse, todo dinero que haya recibido el trabajador y que 

tenga carácter salarial debe ser considerado dentro de la sumatoria para 

el cálculo del aguinaldo. 

   

Cuando se hace referencia a pagos salariales, también se debe incluir 

el salario en especie, pues forma parte del concepto integral de salario; 

                                    

131 Op. cit. n°126. 
132 Op. cit. n°57, 96. 
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cuya estimación se hará con base en “…el valor que le hayan dado las 

partes y si estas no han determinado ese valor, el salario en especie se 

estimará equivalente al cincuenta por ciento de lo que reciba en dinero 

efectivo el trabajador o trabajadora,”133 pero que siempre servirá de igual 

manera para el cálculo del salario y en caso de que el salario en especie 

no se haya tomado en cuenta para el pago de aguinaldo en años 

anteriores deberá pagarse al trabajador la diferencia de lo no percibido. 

 

En cuando al pago de este extremo laboral al sector privado, “…el 

patrono cuenta con un período de tiempo de 20 días naturales, 

comprendidos del 1º de diciembre al 20 del mismo mes”.134 Siempre será 

Diciembre el mes para hacer reclamo del aguinaldo, a excepción de que 

el contrato de trabajo cese sus efectos anterior al mes de Diciembre, 

situación en la cual se debe hacer pago inmediato del mismo según 

corresponda por los meses laborados. 

 

Al supuesto de que en dicho lapso el empleador no haya hecho pago 

efectivo del aguinaldo, el trabajador tendrá el plazo de prescripción que 

                                    

133 Op. cit. n°57, 96. 
134 Op. cit. n°124, 27. 
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ampara el Código de Trabajo en su artículo 607 para exigir dicho pago 

por ser un derecho más con que cuenta el subordinado. En términos 

generales, este espacio se tiene a efecto de hacer cobro de alguna posible 

diferencia al monto recibido o por no habérsele cancelado al trabajador 

del todo. 

 

El término anterior rige a partir de las fechas determinadas  tanto para 

el sector privado como para el sector público, o bien a partir del día 

siguiente a la terminación del contrato de trabajo o relación laboral, para 

los casos de pago de aguinaldo proporcional. Si su pago se hace efectivo 

antes de las fechas establecidas para ambos sectores laborales, lo que 

procede en esta situación es que “…el período de prescripción comienza a 

correr a partir de la fecha en que se canceló,”135 pero siempre será el 

mismo año de prescripción.  

 

Lo anterior continúa justificando el carácter de derecho adquirido que 

posee este rubro, así como la obligación irrefutable de parte del patrono 

de hacer pago del mismo, y no solo pago efectivo, sino también completo 

                                    

135 Op. cit. n°124, 30. 



 

175 

 

conforme los términos establecido en ambas leyes, la sector privado y la 

ley del sector público, según de que se trate y antes expuestas. 

 

d. Vacaciones 

 

Las vacaciones pueden conceptualizarse como “…un descanso anual 

pagado a que tiene derecho todo(a) trabajador(a); el cual tiene como 

propósito permitir que se reponga del desgaste de energías realizado 

durante el año de labores”136. Con base en este concepto, el fin de las 

vacaciones es reconocer a los trabajadores un descanso restaurador, 

entendiéndose este como la recuperación de energías en aquellos 

trabajadores dedicados a tareas corporales y la descarga de atención a la 

mente sobre aquellos que realizan trabajos de naturaleza intelectual. 

 

Al artículo 59 de nuestra Constitución Política, se consagra que este 

descanso anual es concedido con un mínimo de dos semanas por cada 

cincuenta semanas de labores continuas, pero que puede ser aumentado 

como por ejemplo al sector público en donde cuentan con este beneficio 

                                    

136 Op. cit. n°57, 89. 
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versus la antigüedad laboral del trabajador, mas nunca puede ser variado 

en detrimento del trabajador por contar con rango constitucional además 

de ser irrenunciable, texto que se transcribe de seguido: 

 

"Todos los trabajadores tendrán derecho a un día de descanso 

después de seis días consecutivos de trabajo y a vacaciones 

anuales pagadas, cuya extensión y oportunidad serán 

reguladas por la ley, pero en ningún caso comprenderán 

menos de dos semanas por cada cincuenta semanas de 

servicio continuo; todo sin perjuicio de las excepciones muy 

calificadas que el legislador establezca”.137 

 

Se trata de una disposición genérica, aplicable por igual tanto a los 

trabajadores de la empresa privada como a los servidores públicos, 

aunque en algunos aspectos, el marco normativo que regula el régimen 

de unos y otros sea distinto. 

 

                                    

137 Op. cit. n°55. 
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El Código de Trabajo de igual manera buscar dar sustento legal a este 

derecho, de manera que en su artículo 153 se regula lo siguiente: 

 

"Artículo 153.-(Vacaciones anuales remuneradas, derecho de 

todo trabajador). 

Todo trabajador tiene derecho a vacaciones anuales 

remuneradas, cuyo mínimo se fija en dos semanas por cada 

cincuenta semanas de labores continuas, al servicio de un 

mismo patrono. 

En caso de terminación del contrato de trabajo antes de 

cumplir el período de las cincuenta semanas, el trabajador 

tendrá derecho, como mínimo, a un día de vacaciones por cada 

mes trabajado, que le será pagado al momento de retiro de su 

trabajo. 

No interrumpirán la continuidad del trabajo las licencias sin 

goce de salario, los descansos otorgados por el presente 

Código, sus Reglamentos y sus leyes conexas, las 

enfermedades justificadas, la prórroga o renovación inmediata 
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del contrato de trabajo, ni ninguna otra causa análoga que no 

termine con este”.138 

 

Como se observa y en comparación con el término de continuidad de 

la relación laboral que requiere el preaviso, no interrumpe la continuidad 

del tiempo laborado las licencias sin goce de salario, así como las 

enfermedades justificadas, dando soporte una vez más a su carácter de 

derecho adquirido y una protección más amplia al rubro para su 

aprovechamiento. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                    

138 Op. cit. n°56. 
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Igual criterio sigue la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia, aclarando la no necesidad de continuidad de la prestación de 

servicios para que el trabajador pueda disfrutar de este derecho. Como 

manifestación de ello el Voto  4 571-1997 expresa: 

 

“…de lo cual se concluye que la obligación patronal de otorgar 

las vacaciones, surge una vez que el trabajador cumpla el 

supuesto básico de las cincuenta semanas de labores, y que 

no es necesario de que sean efectivamente laboradas, dado 

que puede existir una suspensión, sin que esto signifique una 

terminación de la relación laboral”.139 

 

Tal y como puede pensarse erróneamente, no es necesario que 

cumplan con cincuenta semanas continuas de prestación de servicios para 

poder tener derecho a uno o varios días de vacaciones, sino que tanto la 

jurisprudencia como el Código de Trabajo se encargan de traer a colación 

que los empleados tienen derecho a disfrutar la totalidad de sus días de 

                                    

139 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°04571 del 01 de 

agosto de 1997 a las 12:54 horas. 
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descanso o el equivalente a un día de vacaciones por mes o las vacaciones 

proporcionales por mes laborado. 

 

Este período de vacaciones de dos semanas por año trabajado no rige 

para aquellos que se desenvuelvan en los servicios doméstico, pues estos 

cuentan con regulación especial, en este caso dada por el artículo 104 

inciso f) del Código de Trabajo, el cual le otorga a dichos trabajadores 15 

días de vacaciones o descanso anual, ampliando un poco más este 

concepto, este apartado indica: 

 

“Tendrán derecho a quince días de vacaciones anuales 

remunerados, o la proporción correspondiente en caso de que 

el contrato termine antes de las cincuenta semanas”.140 

 

De acuerdo con el artículo 155 del Código de Trabajo, es obligación 

del patrono o su representante fechar el período en que el trabajador debe 

disfrutar las vacaciones dentro de las quince semanas posteriores al día 

                                    

140 Op. cit. n°56. 

 



 

181 

 

en que cumpla las cincuenta semanas, normativa que es letra muerta en 

la mayoría de vínculos laborales, pues es normalmente el empleado el 

que tras previa autorización del patrono o su representante decide qué 

días va a tomar para su descanso.  

 

Con respecto a la eventualidad de división o fraccionamiento del 

período de descanso, en principio es indivisible; sin embargo, el artículo 

158 del Código de Trabajo ha establecido un mínimo de fraccionamiento 

en los casos en que se cumplan con los supuestos que señala, apartado 

que se amplía a continuación: 

 

“Los (as) trabajadores (as) deben gozar sin interrupción de su 

período de vacaciones. Se pueden dividir en dos fracciones 

como máximo, cuando así lo convengan el (la) patrono(a) y 

el(la) trabajador(a) y siempre que se trate de labores de índole 

especial que no permitan una ausencia muy prolongada del(de 

la) trabajador(a)”.141 

                                    

141 Op. cit. n°57, 89. 
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Dentro de las interrogantes surge también si pueden o no acumularse 

los días de descanso. En principio las vacaciones no son acumulables 

porque su finalidad es que el trabajador cuente con un descanso anual, 

por eso no se permite acumular, a pesar de ellos, el artículo 159 del 

Código de Trabajo puntualiza aquellos supuestos en que sí es permitido. 

Se agrega a dichas excepciones la posibilidad de acumulación cuando el 

patrono no disponga cuando se van a dar o las otorgue del todo al 

trabajador. 

 

Existe la posibilidad de que estos días de descanso pudiesen coincidir 

con un día feriado o una incapacidad del trabajador, el autor Porras Ugalde 

determina que “…el patrono queda obligado a reponer a este los días de 

vacaciones nos disfrutados a causa de la incapacidad”142, cuando se trata 

de un feriado de pago obligatorio, “…se debe sustraer el feriado o feriados 

del período de vacaciones y adicionar otros días”.143 Lo importante en 

ambas hipótesis es que quede claro que este derecho no puede ser objeto 

                                    

142 Op. cit. n°124, 11. 
143 Ibíd., 12. 
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de negociación ni podrá ser omitido en razón de que se pueda presentar 

alguna de las situaciones anteriores. 

De acuerdo con los alcances de la Ley  7 641 publicada en La Gaceta 

219, del 14 de noviembre de 1996, “…las vacaciones son absolutamente 

incompensables”, es decir, nunca pueden ser objeto de compensación, a 

excepción de los incisos que señala el artículo 156 del Código de Trabajo, 

que, a su vez, establece la prohibición de laborar en estos días en razón 

de su carácter no compensatorio. 

 

Tampoco es jurídicamente válido que como medida o sanción 

disciplinaria se trate de afectar negativamente el período de vacaciones 

del trabajador, lo cual es justificado por el autor Cascante Castillo al 

señalar que “…dicho descanso se debe dar independientemente de la 

conducta del(de la) trabajador(a), toda vez que las faltas que este cometa 

se sancionan conforme con el Reglamento Interior de Trabajo que exista 

en la empresa o, a falta de este, según el Código de Trabajo, y no con 

una reducción de dicho derecho,”144 dándole aún mayor soporte a este 

rubro como un derecho fundamental de todos los trabajadores. 

                                    

144 Op. cit. n°57, 89. 
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Es sumamente importante tener presente que este es un derecho de 

todos los que conforman el sector laboral, no es un derecho de unos 

cuantos o de un grupo en específicos, sino que forma parte de todos los 

trabajadores, por lo que el autor Vargas Chavarría apoya esta posición y 

apoya el hecho de que “…el derecho a las vacaciones es de todo 

trabajador, indistintamente de que sus jornadas de trabajo, diaria y 

semanal, no estén integradas por el número máximo; de horas y días  

permitidos,”145 y así se desprende también del numeral 154 del Código 

Laboral, que dice: 

 

"Artículo 154, (Cuando no se trabajan todas las horas ni todos 

los días). 

El trabajador tendrá derecho a vacaciones aun cuando su 

contrato no lo exija trabajar todas las horas de la jornada 

ordinaria ni todos los días de la semana”.146 

 

                                    

145 Op. cit. n°124, 10-11. 
146 Op. cit. n°56. 
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Aunado a lo anterior, lo que “…las vacaciones representan es un 

derecho real adquirido, por lo que, para su pago, carece de importancia 

la razón por la cual concluyó el contrato de trabajo, si ese fuera el 

caso,”147 lo que significa que sea por despido o renuncia el trabajador 

siempre recibirá el monto equivalente a los días de vacaciones no 

disfrutados al finalizar la relación laboral como parte de las prestaciones 

laborales en razón de que es un derecho fundamental e irrenunciable. 

 

e. Días Feriados 

 

En general los días feriados son “…aquellos días que de acuerdo con 

la ley se deben conceder al (a la) trabajador(a) para que participe en 

celebraciones o conmemoraciones especiales, ya sean cívicas, religiosas, 

sociales o históricas”.148 Estos días deben ser vistos como parte del 

respeto a las costumbres y tradiciones de cada persona, de manera que 

cada uno pueda hacer de las mismas una fiesta, en muchos casos, 

nacional. 

                                    

147 Op. cit. n°115, 31. 
148 Op. cit. n°83, 44. 
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Partiendo del artículo del artículo 148 del Código de Trabajo, la 

principal base legal de los días feriados, se determina que existen dos 

tipos de días feriados para los trabajadores en Costa Rica, aquellos que 

son de pago obligatorio al trabajador y aquellos cuyo pago quedan a 

liberalidad del patrono.  

 

En la primera categoría se ubican las siguientes fechas:  

 El 1°. de Enero. 

 El 11 de Abril. 

 Jueves y Viernes Santos. 

 El 1° de Mayo. 

 El 25 de Julio.  

 El 15 de Agosto.  

 El 15 de Setiembre. 

 El 25 de Diciembre.

 

Por otro lado, son feriados de pago no obligatorio: 

 El 2 de agosto 

 El 12 de octubre. 

 

Continuando, este mismo artículo 148 del Código de Trabajo en su 

párrafo segundo aclara cómo dependiendo del día de la semana que sea 

feriado el patrono podrá disponer que se labore y reponerlo el lunes 

siguiente:  
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“Cuando el 11 de abril, el 25 de julio, el 15 de agosto y el 12 

de octubre, sean martes, miércoles, jueves o viernes, el 

patrono deberá disponer que ese día se trabaje y el disfrute se 

traslade al lunes siguiente. Con el fin de inculcar y preservar 

los valores patrióticos, las actividades cívicas educativas del 11 

de abril, el 25 de julio y el 12 de octubre serán 

conmemoraciones obligatorias al ámbito nacional, en todas las 

escuelas y colegios, el propio día de la celebración; no 

obstante, el feriado se disfrutará el lunes siguiente. Cuando 

tales fechas correspondan al día lunes, las celebraciones se 

realizaran el viernes anterior; esta misma norma será aplicable 

al 15 de agosto, a fin de inculcarles a los educandos el respeto 

por la mujer y su valorización”.149 

 

Por regla general, los días feriados deben ser remunerados aunque no 

se trabajen, salvo que coincidan con sábado o domingo o si son inhábiles 

                                    

149 Op. cit. n°56. Así reformado por el artículo 1° de la Ley N°8442 del 19 de abril del 

2005. 
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para el trabajador, porque debe quedar claro que no se pagan de forma 

adicional. 

El pago se debe hacer de acuerdo con el salario usual u ordinario, si 

el (la) trabajador(a) gana por unidad de tiempo (hora, día, semana, 

quincena o mes); y de acuerdo con el salario promedio diario devengado 

durante la semana inmediata anterior, si el trabajo se realiza a destajo o 

por piezas (valor por producción). 

 

En términos monetarios, no hay diferencia cuando el trabajador recibe 

su retribución salarial de manera mensual o quincenal, ya que “…si la 

forma de pago es mensual o quincenal en cualquier actividad o inclusive 

semanal en comercio  deben pagarse todos los días feriados, sean de pago 

obligatorio o no,”150 es decir, debe adicionarse un salario sencillo, para 

completar el pago doble por el día feriado laborado.  

 

Si la forma de pago es semanal (en actividad no comercial), se pagan 

solo los días efectivamente laborados, por lo que debe pagarse un salario 

doble si se trata de un día feriado de pago obligatorio y un salario sencillo 

                                    

150 Op. cit. n°83, 45. 
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si es un día feriado de pago no obligatorio. Al respecto, la Sala Segunda 

al Voto  1 011-2000 dispone: 

 

“…cuando la modalidad de pago del salario es semanal, se 

pagan solo los días efectivamente laborados, por lo que se 

debe reconocer el feriado de pago obligatorio en forma 

adicional al salario que corresponde por los días efectivamente 

laborados en la semana, y si se labora el feriado, el adicional 

debe ser doble”.151 

 

Por el contrario, cuando los feriados no se trabajan, el patrono no está 

en la obligación de pagarle al trabajador ninguna suma adicional a su 

salario, sin importar que se trate de una modalidad de pago mensual o 

quincenal. Lo anterior, porque en estas formas de pago según 

interpretación de la jurisprudencia mayoritaria se presumen cubiertos 

todos los días del mes, hasta treinta, incluidos los días de descanso 

semanal. 

                                    

151 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°01011 del 21 de 

diciembre del 2000 a las 10:50 horas. 
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Existe una prohibición expresa que impide a los patronos obligar a sus 

trabajadores a laborar en los días feriados, sean de pago obligatorio o no; 

a menos que se encuentren en alguna de las excepciones que contemplan 

los artículos 150 y 151 del Código de Trabajo, en caso contrario “si los(as) 

obligan trabajar en un día feriado y no están autorizados(as) por el Código 

de Trabajo como un caso de excepción, se hacen acreedores(as) a la 

multa de ley y les deben pagar el doble del salario usual por la jornada 

que realicen en esos días,”152 lo que pone de relieve que este es un 

derecho de todos los trabajadores que pueden disfrutar y que por sobre 

todo debe ser respetado y remunerado.  

 

Cuando se trata de alguno de los casos exceptuados expresamente en 

los artículos 150 y 151 del Código de Trabajo y si es un día feriado de 

pago obligatorio, el trabajador tendrá derecho a recibir pago doble por las 

horas que labore ese día, pero si el feriado que se labora es de pago no 

obligatorio, el empleado no podrá hacer reclamo de este pago doble y 

recibirá de esta manera la retribución que le correspondía normalmente.  

                                    

152 Op. cit. n°83, 46-47. 
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Si se habla de la carga de la prueba en materia de días feriados 

laborados, le corresponde al trabajador acreditar aquellas condiciones 

laborales de excepción, como al caso lo serían haber laborado horas extra 

y en los días feriados y de descanso.153 Al patrono por su parte, le 

corresponde acreditar el pago cuando se invoca como una situación 

normal o permanente.154 

 

f. Horas extraordinarias 

 

Las horas extraordinarias son aquellas horas en que el trabajador 

presta sus servicios y que están fuera de la jornada ordinaria o jornada 

mixta según corresponda y que fueron previamente establecidas por el 

patrono y el trabajador. A este conjunto de horas se les conoce también 

como jornada extraordinaria. 

 

                                    

153 En relación con esta afirmación se pueden consultar las sentencias de la Sala 

Segunda números 274-08, 449-093,19-08, 722-08. 
154 En esta hipótesis ver las sentencias de la Sala Segunda números 637-06 ,1129-06, 

738-08, 907-08, 346-09, 424-09, 156-10, 486-10. 
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Las horas extraordinarias se encuentran reguladas al artículo 139 del 

Código de Trabajo, que detalla lo siguiente:  

 

 

 

“ARTÍCULO 139.-  

El trabajo efectivo que se ejecute fuera de los límites 

anteriormente fijados, o que exceda de la jornada inferior a 

estos que contractualmente se pacte, constituye jornada 

extraordinaria y deberá ser remunerada con un cincuenta por 

ciento más de los salarios mínimos, o de los salarios superiores 

a estos que se hubieren estipulado”. 155 

 

Esta jornada extraordinaria al estar fuera de los límites debe tenerse 

como de carácter excepcional, lo que significa que este trabajo 

extraordinario se reserva para situaciones especiales y no puede 

                                    

155 Op. cit. n°56. 
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constituir una actividad normal del trabajo, teoría que es respaldada por 

la Sala Segunda al Fallo 139-94:  

 

"Por regla general la jornada extraordinaria se produce en 

situaciones especiales, no como labor diaria, de allí que por ser 

una actividad diferente, el deber de colaboración se impone al 

trabajador"  y en Resolución 3 653, de las 14.00 horas del 

veinticuatro de setiembre de mil novecientos setenta y cinco, 

el citado Tribunal dijo: "Si el corte de la caña que se efectúo 

no era urgente, y no ameritaba la jornada de emergencia que 

se permite en casos excepcionales, el abandono que los 

trabajadores hicieron después de las ocho horas, no exonera 

de responsabilidad a la empresa en cuanto al despido 

realizado, ya que además, la respectiva norma del citado 

cuerpo legal, indica que el abandono es causal de despido 

cuando después del primer apercibimiento el trabajador vuelva 

a abandonar el trabajo, lo que en autos no ha ocurrido”.156 

                                    

156 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00139 del 10 de junio 

de 1994 a las 10:20 horas. 
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Estando de acuerdo con el señor Ardón Acosta, “…el empresario no 

posee aquí una facultad de disposición unilateral, sino una facultad de 

proponer al trabajador la prestación en jornadas extraordinarias,”157 por 

lo que deberá mediar una solicitud previa por parte del patrono y resultar 

en una decisión mutua la prestación de servicios fuera de la jornada 

acordada entre las partes, y aun cuando el trabajador tomare la decisión 

de continuar prestando sus servicios de manera extraordinaria, deberán 

ambos apegarse a los límites que establece el artículo 140 del Código de 

Trabajo en cuanto no se pueden superar doce horas diarias de trabajo 

continuo. 

 

A pesar de que no es una obligación del trabajador el prestar sus 

servicios en jornadas extraordinarias, dentro de este último artículo 

mencionado también se señalan ciertas especificaciones que parecen ligar 

a los empleados a sus labores, haciendo ver a esta jornada extraordinaria 

como una obligación de los mismos en razón de los deberes de fidelidad 

                                    

157 Víctor Ardón, El poder de dirección en la empresa (San José: Editorial Investigaciones 

Jurídicas S.A., 1999), 92. 
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y cooperación cuando ello sea necesario, al igual que en un cambio de 

jornada, para salvaguardar las personas o la propiedad, hayan ocurrido 

accidentes o, en general, cuando existan casos de fuerza mayor y se 

pretenda con ello prevenir un peligro actual o eventual, al igual que 

sucedería cuando el patrono excepcionalmente necesite por ejemplo de la 

prestación en esas horas por necesidades urgentes de la producción. 

 

Sin embargo, debe seguirse la línea de nuestra ley laboral, que revela 

que “…no se considerarán horas extraordinarias las que el trabajador 

ocupe en subsanar los errores imputables solo a él, cometidos durante la 

jornada ordinaria,”158 por lo que un trabajador no puede pretender el 

reclamo de la suma equivalente si en realidad ese tiempo extra que 

trabajó lo hizo por errores o responsabilidades propias y no por necesidad, 

siendo así no requiere remuneración extraordinaria. 

 

El tiempo extraordinario de conformidad con la Sentencia número 

1018-10 de la Sala Segunda debe computarse diariamente e 

                                    

158 Op. cit. n°56. 
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inmediatamente cuando acaba el límite de la jornada diaria, es así como 

la Sala Segunda apunta lo siguiente: 

  

“El tiempo extraordinario debe computarse diariamente y no 

en forma acumulativa, semanal, pues ese es el sistema 

constitucional y legalmente establecido, de tal manera que la 

hora extra de trabajo se configura desde que se excede el 

límite diario, aunque no se alcance el semanal. No puede 

entonces, el empleador, hacer laborar a sus empleados una 

jornada máxima de doce horas diarias -suma de la jornada 

ordinaria con la extraordinaria- durante cuatro o cinco días a 

la semana, y solo reconocerle para efectos de pago de tiempo 

extraordinario, el exceso de horas de la jornada ordinaria 

semanal -sea esta diurna, mixta o nocturna-, por resultar 

contrario a las citadas normas de orden público, que 

establecen derechos irrenunciables para las personas 

trabajadoras”.159 

                                    

159 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°01018 del 09 de julio 

del 2010 a las 09:30 horas. 



 

197 

 

 

En relación con el pago de la misma, no es posible pactar un salario 

integral mensual convenido previamente que comprenda el pago de horas 

ordinarias y extraordinarias, el trabajador no puede aceptar que su salario 

esté pactado de manera tal que en conjunto se considere la jornada 

ordinaria y la extraordinaria, prueba de ello lo es la Sentencia 852-10 de 

la Sala Segunda que: 

 

“De conformidad con lo establecido por los artículos 56, 57 y 

74 de la Constitución Política, en relación con los numerales 

136, 139 y 163 del Código de Trabajo, se considera necesario 

determinar si lo pagado en exceso sobre el salario mínimo para 

la categoría, es suficiente para retribuir la totalidad de las 

horas ordinarias y extraordinarias laboradas durante esta 

jornada, o si por el contrario existe alguna deuda por ese 

rubro; esto por cuanto a pesar de que las partes pacten un 

salario integral para retribuir una jornada de trabajo que 

exceda los mínimos legales, a la luz de la irrenunciabilidad de 

los derechos laborales (constitucional y legalmente 

consagrados), el monto salarial pactado debe ser al menos el 
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equivalente al salario mínimo para la categoría que se trate 

más el salario correspondiente al tiempo extraordinario 

habitualmente laborado”.160 

 

Asimismo, la jornada extraordinaria debe ser remunerada en dinero y 

no procede la compensación con tiempo de descanso, en esta línea 

debemos referirnos a lo redactado por la Sala Segunda en su Sentencia 

339-08:  

 

“Al respecto, debe indicarse que esta Sala ya ha emitido 

criterio al sentido de que no procede la compensación de horas 

extra con tiempo de descanso. Esto, por cuanto nuestro 

ordenamiento jurídico no permite la posibilidad de cambiar 

tiempo extraordinario por tiempo libre, pues la normativa que 

regula la materia solamente prevé la posibilidad del pago, con 

                                    

160 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00852 del 11 de junio 

del 2010 a las 15:18 horas. 
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un cincuenta por ciento más sobre el valor del tiempo laborado 

en jornada ordinaria (artículo 139, Código de Trabajo)”.161 

 

Para todos los efectos las horas extraordinarias pasan a ser parte de 

las prestaciones laborales que recibe el trabajador puesto que tienen 

carácter salarial y, por tanto, son indudablemente parte de los montos 

recibidos que se utilizan para hacer el cálculo adecuado del total de salario 

o remuneración recibido por el empleado que renuncia o es despedido con 

justa causa. 

 

g. Salarios caídos o dejados de percibir 

 

Es muy común que cuando un trabajador es despedido o renuncia se 

incluya dentro de los extremos por cobrar al patrono ante un despido 

injustificado los salarios adeudados o dejados de percibir, y es por tanto 

uno de los rubros que al final también van a formar parte de las 

prestaciones labores por percibir.  

                                    

161 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00338 del 18 de abril 

del 2008 a las 11:00 horas. 



 

200 

 

 

Los salarios caídos serán aquellos que el trabajador tiene derecho a 

recibir a partir de su injustificado despido e inclusive podrá contemplar 

intereses por el incumplimiento del plazo para su cancelación. 

  

El artículo 368 del Código de Trabajo comprende lo relativo a los 

salarios dejados de percibir y su pago, de manera tal que se transcribe 

dicho apartado: 

 

“ARTÍCULO 368.- Al despido sin justa causa de un trabajador 

amparado en virtud de la protección que establece la presente 

Ley, no le será aplicable lo dispuesto al artículo 28 de este 

Código. El juez laboral competente declarará nulo e ineficaz 

ese despido y, consecuentemente, ordenará la reinstalación 

del trabajador y el pago de los salarios caídos, además de las 

sanciones que corresponda imponer al empleador, de acuerdo 

con este Código y sus leyes supletorias y conexas. Si el 

trabajador manifiesta expresamente su deseo de no ser 

reinstalado, se le deberá reconocer, además de los derechos 

laborales correspondientes a un despido sin justa causa, una 
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indemnización equivalente a los salarios que le hubiesen 

correspondido durante el plazo de la protección no disfrutada, 

de conformidad con el artículo anterior”.162 

 

La condenatoria a pagar salarios caídos, a título de daños y perjuicios, 

como extremo distinto e independiente del preaviso y del auxilio de 

cesantía encuentra su fundamento al artículo 82 del Código de Trabajo, 

el cual, expresamente, dispone:  

 

“El patrono que despida a un trabajador por alguna o algunas 

de las causas enumeradas al artículo anterior no incurrirá en 

responsabilidad. / Si con posterioridad al despido surgiere 

contención y no se comprobare la causa del mismo, el 

trabajador tendrá derecho a que se le pague el importe del 

pre-aviso y el del auxilio de cesantía que le pudieran 

corresponder y, a título de daños y perjuicios, los salarios que 

habría percibido desde la terminación del contrato hasta la 

                                    

162 Op. cit. n°56. 
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fecha en que de acuerdo con los términos legales para tramitar 

y resolver, haya debido quedar firme la Sentencia 

condenatoria en contra del patrono…”163 

 

Como puede verse, este extremo jurisprudencialmente suele ser visto 

además de una protección, como una indemnización por los daños y 

perjuicios ocasionados al trabajador ante un despido injustificado, pero 

que para que sean reconocidos a título de daños y perjuicios debe darse 

la concurrencia de dos supuestos: 

 

“En lo referente a los salarios caídos a título de daños y 

perjuicios, en muchas oportunidades se ha dicho, por la 

jurisprudencia, que de conformidad con lo dispuesto al artículo 

82 del Código de Trabajo, es necesario que se den dos 

supuestos, para que proceda esa condena, a saber: que haya 

                                    

163 Op. cit. n°56. 
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contención y que no se demuestre la causal de despido 

invocada”.164 

 

En apoyo de lo anterior, se cita una Sentencia de la Sala Segunda de 

la Corte Suprema de Justicia, que nos ilustra al respecto. Se trata de la 

Sentencia 110-96, que en lo conducente dijo: 

 

“Se tarifó también la indemnización adicional por los daños y 

perjuicios que ocasionen los patronos, por la imputación falsa, 

a los trabajadores, de algunas de las causales de despido 

justificado, enumeradas al artículo 81; recurriéndose a los 

criterios que ahí se establecen. Por lo consiguiente, si el 

patrono no logra comprobar al proceso que se establezca, la 

causa del despido, laboralmente cumple satisfaciendo el monto 

que se fije a la luz de esa norma, sin discusión sobre la 

existencia y sobre la extensión del daño o del perjuicio”.165 

                                    

164 Tribunal de Trabajo, Sección I. Resolución N°00143 del 05 de abril del 2013 a las 

11:10 horas. 
165 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°110 del 17 de abril de 

1996 a las 10:00 horas. 
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 El Voto 232-98, se encarga de igual manera de explicar el 

fundamento de dicha indemnización:  

 

“Los daños y perjuicios previstos al párrafo segundo del 

artículo 82 del Código de Trabajo, constituyen una 

indemnización prevista a favor del trabajador que sea 

despedido, argumentando, el patrono, una justa causal de las 

enumeradas al artículo 81 ídem; la cual posteriormente, al 

surgir contención, no logre acreditar”.166 

 

 Se trata, entonces, de la imputación falsa de la comisión de una 

falta, en perjuicio del trabajador, para poder concluir la relación de 

trabajo, sin responsabilidad y evitar de esa forma, el tener que pagar los 

extremos de preaviso y auxilio de cesantía. De modo que se trata de 

compensar el daño que se le causa al trabajador al ser despedido 

ilegalmente; sea cuando se aducen causas de despido inexistentes. 

 

                                    

166 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°232 del 16 de 

septiembre de 1998 a las 15:35 horas. 
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Con base en estos rubros expuestos que pueden o no formar parte de 

las prestaciones laborales, es usual que el trabajador dentro de sus 

pretensiones además del pago de estos procure el pago de daño moral 

por habérsele despedido sin justa causa, haberse visto obligado a 

renunciar o por no haber recibido los pagos merecidos al debido tiempo, 

al igual que los intereses desde el momento en que se debió hacer la 

liquidación y hasta su pago efectivo.  

 

En cuanto al daño moral, el autor Eduardo Zanonni lo define como 

“…el menoscabo o lesión a intereses no patrimoniales provocado por el 

evento dañoso, es decir, por el hecho o acto antijurídico,”167 es decir, se 

ataca la condición personal del trabajador, por lo que una vez que este se 

monetice, este concepto no deberá formar parte de las prestaciones 

laborales, pues se trata de un tema meramente personal. Es un derecho 

personalísimo, porque se afectó directamente la moral del trabajador, 

pudiendo ser su reputación o inclusive su dignidad, acá no media un tema 

de esfuerzo mutuo o del trabajador y su familia para su obtención, por lo 

                                    

167 Eduardo Zannoni, El daño en la responsabilidad civil, 3° ed. (Buenos Aires: Editorial 

Astrea, 2005), 149. 
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que para efectos de la presente investigación tendrá carácter de 

indemnización personal y no salarial.  

 

Cuando se habla de intereses, y siguiendo la inclinación de que son 

frutos de rubros que debieron haber sido percibidos y disfrutados tanto 

por el trabajador como por su familia durante la relación laboral, hipótesis 

que no es válida cuando se trata del daño moral, se considera oportuno 

reconocerle naturaleza ganancial a los mismos, pues como se mencionó 

nace directamente de las prestaciones laborales que no se liquidaron 

correctamente en tiempo y forma, y por lo tanto se está afectando la 

estabilidad económica del subordinado, su manutención y de los suyos. 

 

Como conclusión general, debe distinguirse para efectos de futuros 

reclamos lo que es resultado directo del esfuerzo del trabajador y su 

familia, para poder definir qué elementos son personalísimos y qué 

elementos afectarán también la estabilidad económica del trabajador en 

conjunto con su familia y que por lo tanto deben ser indemnizados por el 

patrono. 
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TÍTULO III: LAS PRESTACIONES LABORALES COMO BIENES 

GANANCIALES 

 

Capítulo I: Las prestaciones laborales como derechos gananciales 

al Derecho comparado: España y Argentina 

  

En algunas legislaciones extranjeras el tratamiento de las prestaciones 

laborales tiene una regulación expresa; hay mayor desarrollo doctrinario 

y jurisprudencial. A continuación se procederá a estudiar el caso de las 

legislaciones española y argentina en comparación con la regulación 

costarricense estudiada en los títulos anteriores. 

 

1. Sobre los regímenes patrimoniales del matrimonio 

 

Para analizar  el tema del régimen matrimonial al Derecho civil español 

deben estudiarse primero algunos conceptos. El autor Pedro Alejándrez 

Peña indica que el patrimonio matrimonial debe entenderse como un 

“…conjunto de relaciones económico-jurídicas, sean activas (derechos) o 
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pasivas (obligaciones) que al momento de que se trate se atribuyen en 

común a los cónyuges, conformando su esfera patrimonial”.168 

 

Según el artículo 1344 del Código Civil español, “…mediante  la  

sociedad  de  gananciales  se  hacen  comunes  para  los  cónyuges  las 

ganancias o beneficios obtenidos indistintamente por cualquiera de ellos, 

que les serán atribuidos por mitad al disolverse aquella”.169 La sociedad 

de gananciales es la que resulta aplicable en caso de que los cónyuges no 

decidieran algún otro régimen económico; es decir, es el régimen legal 

supletorio ya que los cónyuges; al igual que en Costa Rica, podrían adoptar 

otro tipo de regímenes como el de participación o de separación de bienes 

cuya regulación resulta muy similar a la costarricense. 

 

El tiempo por el cual se mantiene la sociedad de gananciales resulta 

vital para definir si un bien o no pertenece a la misma, por lo tanto resulta 

imprescindible conocer cuándo empieza y cuándo termina la sociedad 

conyugal. 

                                    

168 Pedro Alejándrez, Liquidación de bienes gananciales: aspectos prácticos, procesales 

y sustantivos, 4° ed. (España: Editorial Lex Nova S.A., 2008), 69. 
169 Código Civil de España. Real Decreto de 24 de julio de 1889. 
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Al Derecho civil español, la sociedad de gananciales empieza a regir al 

momento de la celebración del matrimonio o, posteriormente, al tiempo 

de pactarse en capitulaciones según lo dispone el artículo 1345 del Código 

Civil.  

 

El momento de la terminación de la sociedad conyugal, se determina, 

según el autor Xavier O´Callaghan, en dos supuestos:   

 

“I) ipso iure, de pleno Derecho, cuando el mantenimiento del 

régimen y de la comunidad es incompatible con la situación 

matrimonial, o bien, II) a instancia de parte, judicialmente, 

cuando por alguna de las causas que señala el Código uno de 

los cónyuges puede solicitar que se declare por resolución 

judicial la extinción del régimen y la disolución de la comunidad 

ganancial”.170 

  

                                    

170 Xavier O’Callaghan, Compendio de Derecho Civil Tomo IV. Derecho de Familia 

(España: Edersa, 2001), 162. 
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El artículo 1392 del Código Civil de España señala que la sociedad de 

gananciales concluirá de pleno derecho: 

 

“La sociedad de gananciales concluirá de pleno derecho: 

1° Cuando se disuelva el matrimonio. 

2° Cuando sea declarado nulo. 

3° Cuando judicialmente se decrete la separación de los 

cónyuges. 

4° Cuando los cónyuges convengan un régimen económico 

distinto en la forma prevenida en este Código”.171 

 

 

 

 

 

                                    

171 Op. cit. n°169. 
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Igualmente, la terminación puede darse por decisión judicial; a 

petición de parte, cuando opere alguna de las siguientes causales: 

 

“1° Haber sido el otro cónyuge judicialmente incapacitado, 

declarado pródigo, ausente o en quiebra o concurso de 

acreedores, o condenado por abandono de familia. 

Para que el Juez acuerde la disolución bastará que el cónyuge 

que la pidiere presente la correspondiente Resolución judicial. 

2° Venir el otro cónyuge realizando por sí solo actos 

dispositivos o de gestión patrimonial que entrañen fraude, 

daño o peligro para los derechos del otro en la sociedad. 

3° Llevar separado de hecho más de un año por acuerdo mutuo 

o por abandono del hogar. 

4° Incumplir grave y reiteradamente el deber de informar 

sobre la marcha y rendimientos de sus actividades económicas 
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En cuanto a la disolución de la sociedad por el embargo de la 

parte de uno de los cónyuges por deudas propias, se estará a 

lo especialmente dispuesto en este Código“.172  

   

 Jurisprudencialmente, se ha dicho que el abandono de hogar de 

manera absoluta y definitiva da fin, ipso facto, a la sociedad conyugal. 

Ahora bien, los efectos de la disolución del régimen rigen a partir de la 

fecha en que se acuerde y en caso de que se continúe con el proceso 

judicial sobre la concurrencia de la causa de la disolución iniciada la 

tramitación del mismo “…se practicará el inventario y el Juez adoptará las 

medidas necesarias para la administración del caudal,”173 según lo 

establece el artículo 1 394 del Código civil español. Cabe resaltar que al 

Derecho costarricense los efectos de la Sentencia que declara la disolución 

del matrimonio o la declaración de separación judicial tienen efectos 

declarativos por lo que no podría retrotraerse los efectos al momento en 

que se acordó la disolución como si ocurre en España. 

 

                                    

172 Op. cit. n°169. 

173  Op. cit. n°169. 
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 La doctrina española174 ha señalado que el régimen económico del 

matrimonio regula tres tipos de patrimonios: el patrimonio propio de un 

cónyuge, el patrimonio propio del otro cónyuge y el patrimonio ganancial 

de la pareja el cual se divide en partes iguales en el momento de la 

disolución del vínculo.  

 

La identificación del patrimonio es el primer paso para la liquidación. 

No obstante, la calificación de los bienes que lo componen no siempre 

resulta sencilla. 

 

Al respecto, Alejándrez Peña señala que: 

 

 “…aunque en un matrimonio exista cierta apariencia de que 

los bienes que se utilizan por la familia pertenecen a ambos 

cónyuges, la realidad es que coexisten masas patrimoniales 

privativas de los cónyuges con la masa ganancial, y que las 

complicaciones surgen generalmente por: 

                                    

174 Op. cit. n°170, 139-149. 
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La adquisición de inmuebles antes del matrimonio por uno o 

ambos cónyuges. 

Pagos posteriores con dinero ganancial o privativo. 

El carácter del inmueble, esto es, si se trata de la vivienda 

familiar o es uno inmueble adquirido con fines de inversión, 

etcétera”.175 

 

Por esta razón, resulta tan importante el papel del juzgador; quien; 

con base en la legislación aplicable, así como en una estricta 

interpretación de las normas determina los bienes que deberán 

considerarse como gananciales, o bien, como privativos, según el caso 

concreto. 

 

Por otra parte, al Derecho argentino a diferencia de España y Costa 

Rica, se quiso evitar que la liberalidad de los cónyuges se convirtiera en 

una ruta incierta por seguir en relación con el futuro del patrimonio 

adquirido durante la sociedad conyugal, razón por la cual el régimen 

                                    

175 Op. cit. n°168, 207-208. 
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patrimonial que rige es el llamado “sociedad conyugal”; es decir, no cabe 

dentro de esta normativa las capitulaciones matrimoniales, el único 

régimen legal por seguir es el de comunidad de gananciales, cuyas 

particularidades serán definidas posteriormente.  

 

Fe de lo anterior es dado por el artículo 1 217 del Código Civil, que 

señala en lo que interesa que: 

 

“Antes de la celebración del matrimonio los esposos pueden 

hacer convenciones que tengan únicamente los objetos 

siguientes: 

1° La designación de los bienes que cada uno lleva al 

matrimonio;…”.176 

 

De acuerdo con el artículo antes mencionado, el único acuerdo o 

convención que pueden realizar los cónyuges antes del matrimonio es 

para que queden determinados cuáles bienes ingresarán con ellos al 

                                    

176 Código Civil de la Nación. Ley número 340 del 29 de Setiembre de 1869. 
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matrimonio, mas no se puede definir ni disponer de bienes futuros que sí 

serán parte de la sociedad conyugal; siguiendo con el artículo 1218 de la 

misma normativa, cualquier convención al respecto es de ningún valor. 

 

Es, entonces, como en este país cuando dos personas se vinculan por 

medio del matrimonio pasan a formar una “Sociedad Conyugal”; es decir, 

una vez contraído el matrimonio se da inicio a esta sociedad que a su vez 

“…supone una labor de conjunto, un verdadero aporte de ambos 

cónyuges; la sociedad conyugal no es el medio por el cual un cónyuge se 

enriquece a costa del otro, o en desmedro del derecho de los hijos; es 

sociedad que la ley determina en razón de la convivencia conyugal”.177 

Como puede verse, dentro de la sociedad conyugal debe reinar la buena 

fe de ambos contrayentes, ya que la convivencia resultará en  una 

comunidad. 

 

La idea de sociedad conyugal es la idea del esfuerzo común para 

obtener un resultado a disfrutar en común. Este régimen se basa en la 

existencia de bienes que, independientemente del cónyuge que los 

                                    

177 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala C. Resolución N°LL 1978-D-606 del 

18 de julio de 1978. 
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adquirió durante la vigencia de la misma, son coparticipados al momento 

de su disolución y tomados en cuenta para su liquidación, todo ella 

habiendo sido parte del aporte realizado por ambos cónyuges. En este 

sentido, al igual que en España y Costa Rica, la sociedad conyugal tiene 

el mismo eje: el esfuerzo común. 

 

Jurisprudencialmente cuando se habla de bienes adquiridos a partir de 

la celebración del vínculo matrimonial, la Cámara Nacional de Apelaciones 

en lo Civil ha reiterado que desde este momento y hasta su disolución, 

debe hacerse referencia a bienes adquiridos durante la sociedad conyugal 

y no adquiridos durante el matrimonio, pues la sociedad conyugal es lo 

que resulta de la unión matrimonial, error al que han caído muchos de los 

juzgadores argentinos y que han sido denotados y corregidos vía 

jurisprudencial.178 

 

La sociedad conyugal va a estar inicialmente conformada por una serie 

de bienes conocidos como el capital de la misma, bienes que se pueden 

                                    

178 Al respecto ver Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala E. Resolución del 

28 de febrero del 2000. 
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calificar como propios o gananciales según lo indica el artículo 1 263 del 

mismo texto legal: 

 

“Art. 1.263. El capital de la sociedad conyugal se compone de 

los bienes propios que constituya la dote de la mujer, y de los 

bienes que el marido introduce al matrimonio, o que en 

adelante adquiera por donación, herencia o legado”.179 

 

El régimen patrimonial del matrimonio al Derecho interno argentino 

vigente se caracteriza por ser:180 

 

a) Comunidad diferida restringida a los bienes gananciales: durante la 

vigencia de la comunidad, cada cónyuge tiene un derecho en 

expectativa sobre la totalidad de la masa ganancial. 

b) Legal e imperativo, es decir, es un régimen patrimonial de orden 

público, por lo que no puede ser desvirtuado mediante un convenio 

                                    

179 Op. cit. n°176. 
180 Ariana Krasnow, “La comunidad de ganancias y la separación de hecho,” Revista 

Jurídica de Derecho Privado UCES (2008): 56-57. 
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entre partes que importe alterar lo previsto por el art. 1 291 del Código 

Civil.181 

c) Inmutable como principio: puede pedirse la separación judicial de 

bienes en los supuestos expresamente previstos en la ley (arts. 1 290 

y 1 294 del CC). 

d) Gestión: respecto de los actos de administración, cada cónyuge 

tiene la libre administración de sus bienes propios y de los gananciales 

que adquiera con el fruto de su trabajo personal o por cualquier otro 

título legítimo; rigiendo la administración conjunta solo para los bienes 

de origen dudoso (art. 1 276 del CC). En cambio, para los actos de 

disposición sobre determinados bienes gananciales y para un supuesto 

de bien propio se requiere la conformidad del cónyuge no disponente 

(art. 1 277 del CC).182 

e) Responsabilidad por las deudas frente a terceros separada (arts. 5 

y 6, Ley 11 357): cada cónyuge responde por sus deudas con sus 

bienes propios y con los bienes gananciales que administra. 

                                    

181 Fernando González, “El matrimonio y sus implicaciones tributarias en la República 

de Argentina” (Trabajo final integrador para optar por el posgrado de Especialización en 

Tributación, Universidad Nacional de Mar del Plata, 2011), 8. 
182Op. cit. n°181 
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Solo responde el cónyuge que no contrae la deuda con los frutos de 

sus bienes propios y los frutos de los bienes gananciales que 

administra, cuando se trate de deudas asumidas por el otro para 

atender necesidades del hogar, educación de los hijos o conservación 

de los bienes comunes (bienes gananciales). 

f) Partición por mitades como regla mientras dure la comunidad (art. 

1 315 del CC): de acuerdo con este principio, el conjunto de bienes 

gananciales existentes al momento de la finalización de la comunidad, 

se dividirán por partes iguales entre los cónyuges sin consideración 

del aporte de cada uno. Sin embargo, en los casos donde sea posible 

recurrir a una partición privada o mixta puede prescindirse del 

principio de partición por mitades, puesto que el mismo se considera 

de orden público familiar durante la vigencia de la comunidad de 

ganancias. En consecuencia, con la disolución la autonomía de la 

voluntad puede funcionar. 

 

La disolución de esta sociedad se lleva a cabo por medio de la 

separación judicial de los bienes, por declararse nulo el matrimonio y por 

la muerte de alguno de los cónyuges, según lo indica el artículo 1291 del 

Código Civil, pero los efectos legales al igual que en Costa Rica rigen a 



 

221 

 

partir de la Sentencia judicial de separación o divorcio, tal y como lo indica 

en el artículo 1306 del Código Civil argentino.  

 

La declaración última del artículo anterior define una importante 

diferencia con la legislación costarricense, ya que con base en la 

jurisprudencia costarricense la Sentencia judicial en que se declara la 

disolución del vínculo matrimonial tienen efectos declarativos, lo cual 

implica que sea inaceptable retrotraer los efectos en el momento de la 

notificación de la demanda o de la presentación conjunta de los cónyuges, 

como sí sucede en la legislación argentina, prueba de ello lo da la Sala 

Segunda de la Corte Suprema de Justicia costarricense al aclarar que: 

 

“Las Sentencias declarativas no tienen carácter creativo del 

derecho, sino, como su mismo nombre lo indica, declarativo 

del mismo, y en ellas, el juez proclama algo ya querido de 

antemano por la ley desde el momento en que se verificó el 

hecho específico presupuesto al ordenamiento y de ahí que en 
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tal hipótesis, a ese momento del hecho deben remontarse los 

efectos jurídicos de la decisión”.183 

 

 Continúa explicando la Sentencia que “al aspecto patrimonial 

(declarativa o constitutiva), no es posible, sin violar el contenido de la ley, 

retrotraer los efectos de la Sentencia a la fecha de la causal del divorcio, 

porque la misma norma se encarga de señalar un momento claramente 

distinto para el nacimiento, cual es el de la disolución, anulación, 

capitulaciones matrimoniales o separación”.184 El artículo 41 estipula que 

es hasta que ya no existe el vínculo que cada cónyuge adquiere el derecho 

a participar en la mitad del valor neto de los bienes gananciales constados 

al patrimonio del otro, constatación que se lleva a cabo hasta que haya 

declaratoria, pues está sujeto no a la que fue la causal de divorcio, sino a 

la disolución del matrimonio. 

 

 

                                    

183 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución N°00389 del 27 de abril 

del 2000 a las 14:50 horas. 
184 Op. cit. n°183 
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Al producirse la disolución de la sociedad conyugal, el régimen de 

bienes se caracteriza por185:  

 

a) Las adquisiciones posteriores son propias de cada cónyuge.  

b) Se actualiza el derecho en expectativa de cada cónyuge sobre los 

gananciales del otro.  

c) Los bienes gananciales existentes pasan a formar una masa y ser 

de condominio o copropiedad, según corresponda, de ambos cónyuges. 

 

Habiendo aclarado los principales aspectos en relación con la 

disolución de la sociedad conyugal, es importante distinguir la disolución 

de la liquidación. La disolución es previa al proceso de liquidación; por 

consiguiente, la Sentencia de divorcio no hace sino producir por imperio 

de la ley misma la disolución de la sociedad conyugal,186 es hasta este 

momento que puede procederse a la liquidación de la misma y todos los 

bienes y activos que la componen.   

 

                                    

185 Cámara de Apelaciones CC Morón, Sala II, 23/5/78, Digesto LL Tº I 2, pág. 765. 
186 Eduardo Sambrizzi, Régimen de bienes en el matrimonio (Buenos Aires: La Ley, 

2007), 367-368. Relacionar con la siguiente jurisprudencia Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Civil, Sala C. Resolución N°43008 del 22 de mayo de 1990.  
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Desde la disolución de la sociedad conyugal y hasta la partición, se 

presenta una situación en la que se halla la masa de bienes gananciales 

que es llamada “la indivisión poscomunitaria”. Sobre esa masa tienen un 

derecho de propiedad proindiviso, por partes iguales, los dos cónyuges si 

la disolución se ha producido en vida de ambos.187 Lo anterior significa 

que ninguno de los cónyuges continúa siendo propietario exclusivo de sus 

gananciales, y en consecuencia durante este estado de indivisión cesa el 

derecho de disposición establecido al art. 1276 del Código Civil.  

 

Existe entonces y según indica la Cámara Nacional de Apelaciones en 

lo Civil, una copropiedad indivisa de la cual no puede disponer por sí uno 

de los copropietarios; por lo tanto, de cada uno de los bienes a título 

singular solo pueden disponer los dos cónyuges conjuntamente,188 sin 

importar si antes de ello únicamente era administrado por uno de los 

cónyuges. 

 

                                    

187 Cámara de Apelaciones. CC Morón, Sala II, 14/6/90. 
188 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala C. Resolución N°LL 1976-A-84 del 

09 de setiembre de 1975. 
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De acuerdo con el artículo 1315 del Código Civil, el bien o activo de la 

indivisión poscomunitaria está integrado por los bienes gananciales 

existentes al momento de la disolución de la sociedad conyugal, los 

adquiridos después por título o causa anterior a la disolución, los que los 

sustituyeron por subrogación real y los que se sumen a ellos por accesión, 

así como todos los frutos, rentas y productos de los bienes gananciales,189 

quedando completamente enmarcada la masa de bienes que deberán 

prepararse para su posterior liquidación y que al tanto únicamente podrán 

ser objeto de disposición por ambos cónyuges en conjunto. 

 

La liquidación de la sociedad conyugal entonces “…comprende todos 

los actos posteriores a la disolución y para llevarlos a cabo se deberá 

determinar que bienes tiene el carácter de propios y cuales el de 

gananciales, se practicarán los inventarios y avalúos pertinentes, se 

fijaran los créditos de la comunidad sobre cada uno de los cónyuges al 

igual que los de estos en relación con la primera y reintegrados los bienes 

propios se partirán los gananciales,” 190 determinación que vendrá dada 

                                    

189 Al respecto ver también la Resolución del 22 de febrero de 1983 de la Cámara 

Nacional de Apelaciones de lo Civil, Sala B. 
190 Marta Stilerman y Silvia Sepliarsky, Sociedad Conyugal (Mendoza: Ediciones 

Jurídicas Cuyo, 2007), 217. 
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por el código civil en sus artículos 1271 y 1272, pero que no impide que 

entre en juego la calificación y el análisis que puedan dar los juzgadores. 

 

Decretada la separación de bienes queda extinguida la sociedad 

conyugal y cada uno de los integrantes de la misma recibirán los suyos 

propios, y los que por gananciales les correspondan, de ahí la estricta 

necesidad de que los cónyuges tengan una guía para identificar cuáles 

bienes son gananciales y cuáles no de acuerdo a la legislación vigente, 

tema que será desarrollado posteriormente.  

 

Esta liquidación puede llevarse a cabo de tres maneras:191 

 

1. En forma privada por los esposos cuando están de acuerdo y no 

media oposición de tercero/s con derecho a hacerlo. 

2. En forma judicial, cuando las partes no están de acuerdo parcial o 

totalmente y es el juez el que debe resolver la forma de liquidación 

                                    

191 Consejo de la Magistratura, Poder Judicial Mendoza. Expediente No 25.658. 24 de 

septiembre de 2009. 
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y partición, en cuyo supuesto puede recurrir a las normas de la 

partición sucesoria. 

3. Por último, en forma mixta, esto es, cuando las partes celebran un 

convenio privado de liquidación de la sociedad conyugal, y luego lo 

someten a la aprobación judicial. 

 

Tabla 1. Cuadro comparativo de los regímenes patrimoniales del matrimonio (legales 

supletorios) 

 España Argentina Costa Rica 

Nombre del 
régimen 

Sociedad de 
gananciales 
Art.1345 del Código 

Civil 

Sociedad conyugal 
Art. 1218 del Código 

Civil 

Participación 
diferida o mixta 
Art. 41 del Código de 

Familia 

Momento en que 

empieza a regir  

Con la celebración 

del matrimonio o 
posterior al 

pactarse 

capitulaciones 

matrimoniales 

Con la celebración 

del matrimonio 

Con la celebración 

del matrimonio 

Momento de 

disolución 

Disolución de pleno 

derecho cuando el 

matrimonio se 
declare nulo, haya 

separación judicial, 

se pacte un 

régimen diferente 
al supletorio o bien 

por decisión judicial 

y abandono de 

hogar 

Divorcio, 

separación judicial 

de los bienes por 
declararse nulo el 

matrimonio o la 

muerte de uno de 

los cónyuges. 

Disolución del 

matrimonio, 

declaración de 
separación judicial 

o al pactarse 

capitulaciones 

posteriores al 
matrimonio.  

Efectos de la 

disolución 

Tiene efecto desde 

la fecha en que se 

acuerde la 
disolución. 

Los efectos rigen a 

partir del día 

siguiente de la 
notificación de la 

demanda o 

presentación 

conjunta de los 
cónyuges 

Los efectos de la 

Sentencia son 

declarativos por lo 
que no pueden 

retrotraerse al 

momento del 

acuerdo de 
disolución o 
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presentación de la 

demanda 

Liquidación Se hace un 

inventario del 
activo y pasivo de la 

sociedad para 

pagar deudas de la 

sociedad en primer 
lugar, luego se 

pagan 

indemnizaciones y 

reintegros a cada 
cónyuge. Liquidado 

lo anterior se 

constituye el haber 

de la sociedad de 

gananciales que se 
divide por la mitad 

entre los cónyuges 

Los cónyuges 

tienen un derecho 
proindiviso por 

partes iguales por 

lo cual ninguno 

puede disponer 
libremente de los 

bienes que se 

encuentren en la 

sociedad. Para la 
liquidación se 

practica un 

inventario, avalúos 

y se fijan los 

créditos de la 
comunidad. La 

liquidación puede 

hacerse mediante 

acuerdo de los 
esposos, 

judicialmente 

cuando no hay 

acuerdo o mixto 
cuando hay 

acuerdo que debe 

someterse a 

aprobación judicial 

Cada cónyuge 

adquiere el derecho 
de participar en la 

mitad del valor neto 

de los bienes 

gananciales 
constatados al 

patrimonio del otro. 

Tales bienes se 

considerarán 
gravados de pleno 

derecho, a partir de 

la declaratoria a las 

resultas de la 

respectiva 
liquidación. Para 

proceder a la 

liquidación se hace 

el inventario, los 
respectivos avalúos 

y se procede a la 

liquidación en 

partes iguales. 

 

2. Calificación legal de los bienes gananciales  

 

Como parte del análisis de Derecho comparado en la materia que nos 

ocupa, es imprescindible analizar los supuestos de ganancialidad que fija 

la normativa española y la argentina en confrontación con la legislación 

costarricense. 
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 Respecto de la legislación española, se debe recalcar en primer 

lugar que la función calificadora del juzgador se facilita con el 

establecimiento de la presunción general de ganancialidad.  

 

“Se presumen gananciales los bienes existentes al matrimonio, 

mientras no se pruebe que pertenecen privativamente a uno de 

los dos cónyuges”192.  

 

 En principio, el juez debe partir de esta presunción para determinar 

el carácter privativo o ganancial de los bienes que pertenecen al 

patrimonio de los cónyuges. Cabe también indicar que la carga de la 

prueba pesa sobre quien desee constatar el carácter propio del bien y 

dicha destrucción de la presunción debe hacerse mediante documentos 

fehacientes193 que acrediten la propiedad del mismo (aportación de 

documentos públicos o privados, declaración de los cónyuges).La misma 

presunción la podemos encontrar en la legislación costarricense, según, 

                                    

192 Op. cit. n°169. 
193 La jurisprudencia española (ver al respecto la Resolución N°158 del Tribunal 

Supremo del 24 de febrero del 2000) ha sido insistente en señalar que la prueba debe 

ser expresa y cumplida y no basta una simple prueba indiciaria. 
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la cual se presumen gananciales todos los bienes adquiridos a título 

oneroso constante el matrimonio. 

 

 Respecto de la presunción general de ganancialidad, el autor 

español Juan Montero Aroca expresa que existen algunas reglas para su 

aplicación194 entre las que destaca que la presunción de ganancialidad 

tiene su nacimiento cuando se prueba que, antes de la disolución de 

vínculo había un bien que ser liquidado. 

 

Además señala la necesaria prueba para destruir la presunción de 

ganancialidad ya que no basta la mera declaración del cónyuge y podrá 

atacarse esta presunción aún y cuando el bien esté inscrito con carácter 

ganancial. 

 

 

 

                                    

194 Juan Montero, Disolución y liquidación de la sociedad de gananciales (Valencia: Tirant 

lo Blanch, 2002), 207-212. 
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En esta legislación civilista española aplican también otras 

presunciones en materia de ganancialidad: 

 

1. Artículo 1355 párrafo 1: dispone la posibilidad por parte de 

ambos cónyuges de dar atribución ganancial a un bien que se 

incorpore al patrimonio a título oneroso siempre y cuando sea 

por mutuo acuerdo. En este sentido la doctrina ha extendido la 

posibilidad a bienes que han sido adquiridos a título gratuito claro 

está, cuando los cónyuges acuerden darle ese carácter de 

ganancial.  

 

La jurisprudencia ha sido clara en indicar que aunque al 

convenio de matrimonio se determine que no existen bienes 

gananciales que liquidar esto no destruye la presunción de 

ganancialidad de bienes adquiridos antes de contraer 

matrimonio que se inscriben posteriormente por parte del 

cónyuge adquirente “para su sociedad de gananciales”.195 

 

                                    

195 Ver en este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo-Sala 1° de lo Civil 

N°1808/1996 del 07 de setiembre del 2001. 



 

232 

 

Pese a las consideraciones anteriores, el autor Alejándrez Peña 

señala que:   

 

“No obstante nuestro más alto tribunal tiene declarado 

que un bien privativo de uno de los esposos no puede ser 

transformado en bien ganancial, ni siquiera por convenio 

entre los cónyuges”.196 

 

2. Artículo 1 355 párrafo 2: establece que si la adquisición onerosa 

de un bien durante la vigencia del matrimonio se hiciera de forma 

conjunta y sin atribución de cuotas, se presume la voluntad 

favorable al carácter ganancial de dicho bien. 

 

 

 

 

 

                                    

196 Op. cit. n°168, 221. 
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Por otra parte, al Derecho civil argentino; específicamente al artículo 

1271 del Código Civil da introducción a la presunción de ganancialidad 

también establecida en las legislaciones española y costarricense al 

señalar cuáles son los bienes que están revestidos de carácter ganancial, 

refiriéndose de forma genérica a estos bienes de la siguiente manera: 

 

“Art. 1.271. Pertenecen a la sociedad como gananciales, los 

bienes existentes a la disolución de ella, si no se prueba que 

pertenecían a alguno de los cónyuges cuando se celebró el 

matrimonio, o que los adquirió después por herencia, legado o 

donación”197. 

 

Como puede observarse, es el artículo anterior el que consagra la 

presunción de ganancialidad de los bienes durante la permanencia de la 

sociedad conyugal, presunción que según ha dicho la jurisprudencia “se 

destruye acreditando que ha mediado una adquisición sustitutiva al 

patrimonio de uno de los cónyuges, de la salida de otro bien, vale decir, 

                                    

197 Op. cit. n°176. 
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por subrogación real,”198 es decir, el cónyuge cuyo patrimonio está siendo 

sustituido o subrogado debe probar como en la legislación costarricense 

este hecho para que salga de la masa de gananciales. 

 

Ahora bien, tanto en la normativa española como argentina se enlistan 

de forma taxativa los bienes que deberán ser considerados gananciales. 

En este sentido, el Código Civil español, en su artículo 1 347, señala: 

 

“Son bienes gananciales: 

1° Los obtenidos por el trabajo o la industria de cualquiera de 

los cónyuges. 

2° Los frutos, rentas o intereses que produzcan tanto los 

bienes privativos como los gananciales. 

3° Los adquiridos a título oneroso a costa del caudal común, 

bien se haga la adquisición para la comunidad, bien para uno 

solo de los esposos. 

                                    

198 Cámara de Apelación en lo Civil de la Suprema Corte de Justicia, Sala 1°. Resolución 

N°76351 del 02 de octubre del año 2003. 
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4° Los adquiridos por derecho de retracto de carácter 

ganancial, aun cuando lo fueran con fondos privativos, en cuyo 

caso la sociedad será deudora del cónyuge por el valor 

satisfecho. 

5° La Empresas y establecimientos fundados durante la 

vigencia de la sociedad por uno cualquiera de los cónyuges a 

expensas de los bienes comunes. Si a la formación de la 

Empresa o establecimiento concurren capital privativo y capital 

común, se aplicará lo dispuesto al artículo 1 354”.199 

  

En la legislación argentina los bienes gananciales se encuentran 

enlistados al artículo 1272, artículo que expresamente dispone: 

 

“Art. 1 272. Son también gananciales los bienes que cada uno 

de los cónyuges, o ambos adquiriesen durante el matrimonio, 

por cualquier título que no sea herencia, donación o legado 

como también los siguientes: 

                                    

199  Op. cit. n°169. 
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Los bienes adquiridos durante el matrimonio por compra u otro 

título oneroso, aunque sea en nombre de uno solo de los 

cónyuges. 

Los adquiridos por hechos fortuitos, como lotería, juego, 

apuestas, etcétera. 

Los frutos naturales o civiles de los bienes comunes, o de los 

propios de cada uno de los cónyuges, percibidos durante el 

matrimonio, o pendientes al tiempo de concluirse la sociedad. 

Los frutos civiles de la profesión, trabajo, o industria de ambos 

cónyuges, o de cada uno de ellos. 

Lo que recibiese alguno de los cónyuges, por el usufructo de 

los bienes de los hijos de otro matrimonio. 

Las mejoras que durante el matrimonio, hayan dado más valor 

a los bienes propios de cada uno de los cónyuges. 

Lo que se hubiese gastado en la redención de servidumbres, o 

en cualquier otro objeto de que solo uno de los cónyuges 

obtenga ventajas. 
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Los derechos intelectuales, patentes de invención o diseños 

industriales son bienes propios del autor o inventor, pero el 

producido de ellos durante la vigencia de la sociedad conyugal 

es ganancial. (Párrafo incorporado por art. 1°. de la Ley 17 

711 B.O. 26/4/1968. Vigencia: a partir del 1°. de julio de 

1968)”200. 

 

A continuación, para efectos de orden y de hacer un estudio 

comparativo, se analizará cada uno de los supuestos de ganancialidad 

establecidos en la legislación española en confrontación con lo establecido 

en Argentina. En este mismo apartado se confrontará lo dispuesto en 

Costa Rica sobre este tema y que ha sido objeto de análisis al capítulo II 

del título I de la presente investigación. 

 

 

 

                                    

200 Op. cit. N°176 
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a.1.  Los obtenidos por el trabajo o la industria de cualquiera 

de los cónyuges.  

 

Se entiende por trabajo cualquier actividad que realicen los cónyuges 

(intelectual, física, temporal o indefinida) por la cual reciba una 

remuneración (ya sea periódica, extraordinaria, comisiones o 

bonificaciones).  

 

El autor Alejándrez Peña menciona que en este punto han de 

entenderse también “…las indemnizaciones derivadas del trabajo”201 

(entiéndase que en España, las indemnizaciones por despido cubre los 

rubros de antigüedad, vacaciones proporcionales, días trabajados al mes, 

integración del mes de despido, preaviso cuando no se otorga y el 

aguinaldo). 

 

 Por industria se entiende cualquier actividad organizada que no se 

trate específicamente de trabajo. El autor español Carlos Vázquez 

Iruzubieta comenta que “…puede significar cualquier labor productiva y 

                                    

201 Op, cit. n°168, 222. 
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no de simple intercambio mercantil”.202 De la misma manera indica que 

para la consideración de las remuneraciones recibidas como fruto del 

trabajo debe tomarse en cuenta el momento en que son devengadas y no 

el momento en que haya iniciado la relación laboral; es decir, lo que es 

importante es que el trabajo haya concluido y los ingresos sean 

devengados durante la vigencia de la sociedad conyugal.  

 

En esta misma línea, el artículo 1 272 del Código Civil argentino 

establece que serán bienes gananciales “Los frutos civiles de la profesión, 

trabajo, o industria de ambos cónyuges, o de cada uno de ellos”203 

siempre y cuando sean obtenidos durante la vigencia de la sociedad 

conyugal.  

 

En Costa Rica, los frutos obtenidos por el trabajo o la industria de 

cualquiera de los cónyuges, no entran dentro de alguno de los incisos del 

artículo 41 del Código de Familia que determina los bienes propios por lo 

que podrían considerarse gananciales como efectivamente se ha 

                                    

202 Carlos Vázquez, Comentario al artículo 1347 del régimen económico matrimonial, 

sobre bienes gananciales (España: Editorial Vlex, 2009), 2. 
203 Op. cit. n°176. 
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interpretado en la jurisprudencia del país; esto en aplicación al 

fundamento primordial de la ganancialidad: el esfuerzo mutuo. 

 

a.2. Los frutos, rentas o intereses que produzcan tanto los 

bienes privativos como los gananciales.  

 

 Por frutos se debe entender “la producción generada por un bien en 

forma periódico o en una sola oportunidad, sin que lo obtenido en tal 

carácter agote la esencialidad del bien que lo produce”204, por rentas 

“…toda clase de beneficio obtenido en razón de una inversión de bienes 

en cualquier negocio jurídico lícito”205 y por intereses “el beneficio 

periódico que produce la inversión del dinero, título o valores”.206 

 

Los frutos, rentas o intereses junto con los salarios provenientes 

del trabajo conforman el mayor aumento de la sociedad de gananciales 

al ser recibidos periódicamente.  

 

                                    

204 Op. cit, n°201, 3. 
205 Ibíd. 
206 Ibíd. 
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El artículo 1381 del Código Civil español dispone que “los frutos y 

ganancias de los patrimonios de cualquiera de los cónyuges forman parte 

del haber de la sociedad y están sujetos a las cargas y responsabilidades 

de la sociedad de gananciales. Sin embargo, cada cónyuge, como 

administrador de su patrimonio privativo, podrá a este solo efecto 

disponer de los frutos y productos de sus bienes”.207  

 

Esto significa que, aunque tales frutos tengan ese carácter ganancial, 

el cónyuge continúa como titular del bien pudiendo disponer libremente 

de ellos. 

  

 Dentro de los bienes que generan frutos que se consideran 

gananciales deben incluirse los obtenidos por derecho de usufructo o de 

pensión privativos según lo dispone el artículo 1349 del Código Civil de 

España y en aplicación del numeral 1348 de este mismo cuerpo normativo 

debe excluirse de la masa común de bienes “los plazos vencidos durante 

el matrimonio en relación con cantidad o crédito privativo pagadero en 

cierto número de años”.208 

                                    

207 Op. cit. n°169. 
208 Op. cit. n°168, 223. 



 

242 

 

En cuanto a las nuevas acciones de las sociedades u otros títulos o 

participaciones sociales, el artículo 1 352 del Código Civil español dispone 

que serán privativos si su adquisición precede a la posesión de otros 

títulos privativos pero si la misma no es consecuencia de una titularidad 

anterior y además se obtiene con dinero ganancial se le imputará el 

carácter ganancial. 

 

En Argentina se ha establecido que serán bienes gananciales “Los 

frutos naturales o civiles de los bienes comunes, o de los propios de cada 

uno de los cónyuges, percibidos durante el matrimonio, o pendientes al 

tiempo de concluirse la sociedad (…) Las mejoras que durante el 

matrimonio, hayan dado más valor a los bienes propios de cada uno de 

los cónyuges”.209 

 

Respecto de las mejoras cabe aclarar que si la mejora es separable 

del bien sin que sufra deterioro, mantiene su carácter ganancial mientras 

haya sido realizada con dinero ganancial. En cambio si es inseparable, o 

si al realizarse la separación sufriera deterioro, tiene el carácter propio de 

                                    

209 Op. cit. n°176. 
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la cosa principal a la cual accede sin perjuicio de que la realización 

mediante la inversión de dinero ganancial implique que sea ganancial su 

valor. El reconocimiento a la sociedad conyugal del valor de las mejoras 

se resuelve en un crédito o recompensa de la sociedad contra el cónyuge 

propietario, en oportunidad de liquidarse aquella.  

 

El carácter de ganancial lo tienen los frutos devengados durante la 

sociedad conyugal y no los percibidos durante el matrimonio, porque si 

se hubieran devengado antes de la celebración de este, serían propios por 

ser anterior su causa de adquisición, aunque se percibiesen después; 

mientras que si se devengasen después de la disolución de la sociedad 

conyugal no serían gananciales aunque persistiese el matrimonio. En 

cuanto a los frutos devengados antes de la disolución de la sociedad 

conyugal y percibida después, la propia disposición da la correcta 

solución, son gananciales. 

 

Por su parte, en Costa Rica se ha interpretado que los frutos y rentas 

de los bienes tanto propios como gananciales obtenidos bajo la vigencia 

del matrimonio se encuentran bajo el cobijo de la presunción de 

cooperación y auxilio mutuo y, por lo tanto, tienen naturaleza ganancial. 
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a.3. Los adquiridos a título oneroso a costa del caudal común, 

bien se haga la adquisición para la comunidad, bien para uno solo 

de los esposos. 

 

La jurisprudencia  española ha dicho que la calificación de los bienes 

como gananciales debe hacerse aplicando las normas que se encuentren 

vigentes al momento de la adquisición. Cuando se adquiera un bien a 

costa del caudal común se inscribirá con carácter ganancial y cuando se 

compra a título de uno de los cónyuges sin indicar si se adquiere para la 

masa común se inscribirá con carácter presuntamente ganancial. Según 

el numeral 1347. 3 del Código Civil español no importa a nombre de quien 

se adquiere (de uno o el otro cónyuge o bien de la sociedad de 

gananciales) siempre y cuando se indique que se hizo con el caudal común 

 

La adquisición debe ser siempre a título oneroso ya que las de título 

gratuito se excluyen lo cual se estudiará más adelante.  

 

En Argentina se establece que son gananciales “Los bienes adquiridos 

durante el matrimonio por compra u otro título oneroso, aunque sea en 
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nombre de uno solo de los cónyuges”210, se debe aclarar que cuando se 

adquiere un bien usando fondos propios y fondos gananciales, el carácter 

propio o ganancial de este bien dependerá de dónde fue tomada la mayor 

parte del dinero para su adquisición, de manera que si los aportes fueron 

en partes iguales, el bien tiene carácter ganancial, de lo contrario y si su 

adquisición fue mayormente por fondos propios, conserva su carácter 

privativo. 

 

En este sentido, en Costa Rica por aplicación del artículo 41 del Código 

de Familia establece que serán gananciales los bienes adquiridos a título 

oneroso que se adquieran durante la vigencia del matrimonio. 

 

 

 

 

                                    

210 Op. cit. n°176. 
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a.4. Los adquiridos por derecho de retracto de carácter 

ganancial, aun cuando lo fueran con fondos privativos, en cuyo 

caso la sociedad será deudora del cónyuge por el valor satisfecho.  

 

Este es el caso de la subrogación real de un bien ganancial, el cual 

especifica que, en caso de haber diferencia al valor, la sociedad deberá 

responder por esa diferencia al momento de liquidarse el bien. 

 

En la legislación argentina, el principio de subrogación real es aplicable 

también a los bienes gananciales: puede afirmarse que conservan el 

carácter de propios todos aquellos bienes que entran al patrimonio de uno 

de los cónyuges por subrogación real de otro bien propio. Puede ocurrir 

que un bien sea adquirido con dinero que sea en parte propio y en parte 

ganancial; en este caso, la doctrina mayoritaria y la jurisprudencia 

unánime considera que si la mayor parte del dinero invertido es PROPIO, 

el bien es propio, sin perjuicio del crédito de la sociedad conyugal, contra 

el cónyuge propietario por el importe del dinero invertido, si en cambio, 

la mayor parte del dinero es ganancial, el bien es ganancial y el cónyuge 

dueño del dinero propio tiene un crédito contra la sociedad conyugal por 

la suma de dinero invertida. 
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En Costa Rica se establece que no serán bienes gananciales los bienes 

muebles o inmuebles que fueron subrogados a otros propios de alguno de 

los cónyuges; sin embargo cuando se trate de subrogación de bienes de 

naturaleza ganancial aplica la presunción de ganancialidad.  

  

a.5. Las Empresas y establecimientos fundados durante la 

vigencia de la sociedad por uno cualquiera de los cónyuges a 

expensas de los bienes comunes. 

 

 En este caso, lo que se debe tomar en cuenta es la proveniencia  de 

los fondos con los cuales se establece la empresa; sin importar si solo uno 

de los cónyuges es comerciante, debe ser capital común. Si el capital es 

mixto aplicará lo previsto al artículo 1354 del Código Civil español como 

una especie de subrogación real. 

  

 El autor Alejándrez Peña dice que otro punto que  debe analizar es 

a qué se refiere el legislador con el término “fundados”. En este sentido, 

la jurisprudencia ha sido reiterativa al determinar que la fundación de la 

empresa debe corroborarse de hecho en cada caso concreto; esto puede 
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ser cuando haya un conjunto organizado de bienes en funcionamiento  o 

inclusive aunque no se encuentre en funcionamiento y sin clientes. Lo 

fundamental es que exista organización. 

 

Para Argentina, aplicaría lo expuesto al apartado sobre los frutos del 

trabajo o la industria de cualquiera de los cónyuges e igual análisis 

aplicaría para el caso de Costa Rica. 

 

El Código Civil argentino establece otros 4 supuestos aparte de los ya 

mencionados anteriormente: 

 

1. Los adquiridos por hechos fortuitos, como lotería, juego, apuestas, 

etcétera; en este caso la naturaleza no se altera  por la circunstancia 

de que al contrato aleatorio que da lugar a la ganancia se haya 

comprometido dinero propio; en tal caso lo único que 

correspondería sería reconocer un crédito del cónyuge contra la 

sociedad conyugal por el importe arriesgado. 

 

En España, el artículo 1 351 dispone que “Las ganancias obtenidas por 

cualquiera de los cónyuges al juego o las procedentes de otras causas que 
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eximan de la restitución pertenecerán a la sociedad de gananciales”. 211 

En este caso se deben tener en cuenta la estipulado al artículo 1 371 del 

mismo cuerpo normativo que dispone que “lo perdido y pagado durante 

el matrimonio por alguno de los cónyuges en cualquier clase de juego no 

disminuirá su parte respectiva de los gananciales siempre que el importe 

de aquella pérdida pudiere considerarse moderada con arreglo al uso y 

circunstancias de la familia”212.  

 

Es decir, si lo perdido o pagado resulta excesivo si representará una 

reducción de su respectiva parte de gananciales. Caso contrario al de 

Costa Rica que dispone que lo bienes obtenidos a título gratuito por causa 

aleatoria no serán gananciales.  

 

2. Lo que recibiese alguno de los cónyuges, por el usufructo de los 

bienes de los hijos de otro matrimonio. Al caso de España se 

determina el derecho de usufructo y de pensión de los cónyuges 

como propios pero los frutos, pensiones e intereses devengados 

                                    

211 Op. cit. n°169. 
212 Ibíd. 
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durante el vínculo son gananciales. En Costa Rica aplica el mismo 

principio sobre los frutos, rentas e intereses. 

 

3. Lo que se hubiese gastado en la redención de servidumbres, o en 

cualquier otro objeto de que solo uno de los cónyuges obtenga 

ventajas; aquí se incluye el caso de cancelación de hipoteca con 

dinero ganancial o de cualquier otro gravamen o derecho real que 

pesa sobre un bien propio. Este tema no se trata en la legislación 

española o costarricense por lo que corresponde a los estrados 

judiciales analizar e interpretar cada caso concreto. 

 

4. Los derechos intelectuales, patentes de invención o diseños 

industriales son bienes propios del autor o inventor, pero el 

producido de ellos durante la vigencia de la sociedad conyugal es 

ganancial. Tampoco se encuentra regulación expresa sobre este 

punto en España y Costa Rica, pero debe entenderse que dichos 

rendimientos quedan cobijados por la presunción de ganancialidad. 
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Tabla 2 Cuadro comparativo de la calificación legal de bienes gananciales 

España Argentina Costa Rica 

Presunción de 

ganancialidad (Art. 1 

361 Código Civil) 

Presunción de 

ganancialidad (Art. 1 271 

Código Civil) 

Presunción de 

ganancialidad (Art.41 

Código de Familia) 

Bienes obtenidos por el 

trabajo o la industria de 

cualquiera de los 

cónyuges. 

Frutos civiles de la 

profesión, trabajo o 

industria de ambos 

cónyuges, o de cada uno 

de ellos 

Gananciales por 

interpretación judicial 

Frutos, rentas e 

intereses que produzcan 

los bienes gananciales y 

privativos 

Frutos naturales o civiles 

de los bienes comunes, o 

de los propios de cada 

uno de los cónyuges, 

percibidos durante el 

matrimonio, o 

pendientes al tiempo de 

concluirse la sociedad. 

Las mejoras que durante 

el matrimonio, hayan 

dado más valor a los 

bienes propios de cada 

uno de los cónyuges 

Los frutos y rentas de 

los bienes tanto propios 

como gananciales 

obtenidos bajo la 

vigencia del matrimonio 

se encuentran bajo el 

cobijo de la presunción 

de cooperación y auxilio 

mutuo y por lo tanto 

tienen naturaleza 

ganancial 

(interpretación judicial) 

Bienes adquiridos a 

título oneroso a costa del 

caudal común, bien se 

haga para la adquisición 

para la comunidad, bien 

para uno solo de los 

cónyuges 

Los bienes adquiridos 

durante el matrimonio 

por compra u otro título 

oneroso, aunque sea en 

nombre de uno solo de 

los cónyuges 

Los bienes adquiridos a 

título oneroso que se 

adquieran durante la 

vigencia del matrimonio 

Bienes adquiridos por 

derecho de retracto de 

carácter ganancial, aun 

cuando lo fueran con 

fondos privativos 

Bienes propios conservan 

ese carácter si entran al 

patrimonio de uno de los 

cónyuges por 

subrogación real de otro 

bien propio. Si el bien se 

adquiere con dinero en 

parte propio y en parte 

ganancial se considera 

que si la mayor parte del 

Los bienes muebles o 

inmuebles que fueron 

subrogados a otros 

gananciales. Cuando se 

trate de subrogación de 

bienes propios no serán 

gananciales 
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dinero invertido es 

PROPIO, el bien es propio 

y viceversa 

Empresas y 

establecimientos 

fundados durante la 

vigencia de la sociedad 

por uno cualquiera de los 

cónyuges a expensas de 

los bienes comunes 

Frutos civiles de la 

profesión, trabajo o 

industria de ambos 

cónyuges, o de cada uno 

de ellos 

Gananciales por 

interpretación judicial 

Las ganancias obtenidas 

por cualquiera de los 

cónyuges al juego o las 

procedentes de otras 

causas que eximan de la 

restitución pertenecerán 

a la sociedad de 

gananciales 

Bienes adquiridos por 

hechos fortuitos, como 

lotería, juego, apuestas, 

etcétera 

Bienes obtenidos a título 

gratuito o por causa 

aleatoria no serán 

gananciales 

Los frutos, pensiones e 

intereses devengados 

por derecho de usufructo 

y pensión  

Lo que recibiese alguno 

de los cónyuges, por el 

usufructo de los bienes 

de los hijos de otro 

matrimonio 

Los frutos, pensiones e 

intereses devengados 

por derecho de 

usufructo y pensión 

No hay regulación al 

respecto 

Lo que se hubiese 

gastado en la redención 

de servidumbres, o en 

cualquier otro objeto de 

que solo uno de los 

cónyuges obtenga 

ventajas 

No hay regulación al 

respecto 

No hay regulación al 

respecto 

Los derechos 

intelectuales, patentes 

de invención o diseños 

industriales son bienes 

propios del autor o 

inventor, pero el 

producido de ellos 

durante la vigencia de la 

sociedad conyugal es 

ganancial 

No hay regulación al 

respecto 
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3. Calificación legal de los bienes privativos 

 

Como parte del análisis del régimen de ganancialidad en España y 

Argentina es imprescindible estudiar la regulación de los bienes privativos 

en estos países. 

 

En España, el autor Alejándrez Peña define los bienes privativos como 

“todos aquellos que escapan a la determinación de gananciales y 

consiguen afirmar su individualidad o particularidad frente a la vis 

atractiva del patrimonio común, a través de la presunción del artículo 1 

361 del CC, aunque también existe al respecto una minuciosa 

determinación legal”.213 

 

La carga de la prueba, según lo indica la legislación española le 

corresponde, a quien quiera demostrar el carácter privativo de los bienes 

que conformen su patrimonio en el momento de la liquidación de la 

sociedad conyugal. Para esto, ha señalado la jurisprudencia que no basta 

una prueba indiciaria, ya que no es expresa pero en todo caso se admite 

                                    

213 Op. cit. n°168, 230. 
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la prueba en contrario. Los juzgadores en ese país tampoco ha admitido 

la prueba testifical, porque no la consideran total y excluyente214. La 

prueba ideal por excelencia es la documental mientras esta sea fehaciente 

en acreditar la titularidad privada del bien. 

 

Además, el artículo 1 324 del Código Civil español indica que “para 

probar entre cónyuges que determinados bienes son propios de uno de 

ellos, será bastante la confesión del otro, pero tal confesión por sí solo no 

perjudicará a los herederos forzosos del confesante, ni a los acreedores, 

sean de la comunidad o de cada uno de los cónyuges”.215  

 

 

 

 

 

 

                                    

214 En este sentido ver la Sentencia de Audiencia Provincial de Cádiz, Sección 8°, con 

sede en Jerez de la Frontera, del 23 de abril de 2003. 
215 Op. cit. n°169. 
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La legislación civil española, al artículo 1 346, determina 

taxativamente los bienes que serán considerados como propios de cada 

uno de los cónyuges: 

 

“Son privativos de cada uno de los cónyuges: 

1° Los bienes y derechos que le pertenecieran al comenzar la 

sociedad. 

2° Los que adquiera después por título gratuito. 

3° Los adquiridos a costa o en sustitución de bienes privativos. 

4° Los adquiridos por derecho de retracto perteneciente a uno 

solo de los cónyuges. 

5° Los bienes y derechos patrimoniales inherentes a la persona 

y los no transmisibles inter vivos. 

6° El resarcimiento por daños inferidos a la persona de uno de 

los cónyuges o a sus bienes privativos. 

7° Las ropas y objetos de uso personal que no sean de 

extraordinario valor. 
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8° Los instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión 

u oficio, salvo cuando estos sean parte integrante o 

pertenencias de un establecimiento o explotación de carácter 

común. 

Los bienes mencionados en los apartados 4° y 8° no perderán 

su carácter de privativos por el hecho de que su adquisición se 

haya realizado con fondos comunes; pero, en este caso, la 

sociedad será acreedora del cónyuge propietario por el valor 

satisfecho”.216  

 

En Argentina, en cuanto a los bienes privativos, estos se encuentran 

regulados al mismo capítulo en que se hace mención expresa de los bienes 

que son gananciales, lo anterior desde el artículo 1 264 y hasta el artículo 

1 270 del Código Civil. En resumen, estos se pueden definir como de estos 

artículos se pueden extraer los siguientes bienes: 

 

                                    

216 Op. cit. n°169. 
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1. Los bienes donados, o dejados en testamento a marido y mujer 

conjuntamente con designación de partes determinadas, y a 

falta de designación, por mitad a cada uno de ellos. 

2. Los bienes que se adquieren por permuta con otro de alguno de 

los cónyuges, o el inmueble que se compre con dinero de alguno 

de ellos, y los aumentos materiales que acrecen a cualquier 

especie de uno de los cónyuges. 

3. La cosa adquirida durante la sociedad no le pertenece a ella 

cuando la causa o título de adquisición le ha precedido y se ha 

pagado con bienes de uno de los cónyuges. 

4. Los bienes que antes de la sociedad poseía alguno de los 

cónyuges por un título vicioso. 

5. Los bienes que vuelven a uno de los cónyuges por nulidad o 

resolución de un contrato, o por haberse revocado una donación. 

6. El derecho de usufructo, que se consolida con la propiedad 

durante el matrimonio, ni los intereses devengados por uno de 

los cónyuges, antes del matrimonio y pagados después. 

 

Como ya se mencionó en apartados anteriores; en Costa Rica el 

régimen de ganancialidad se define a partir del artículo 41 del Código 
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de Familia; en él se enlistan los bienes que no podrán considerarse 

como gananciales: 

 

“Únicamente no son gananciales los siguientes bienes, sobre 

los cuales no existe el derecho de participación. 

1) Los que fueren introducidos al matrimonio, o adquiridos 

durante él, por título gratuito o por causa aleatoria; 

2) Los comprados con valores propios de uno de los cónyuges, 

destinados a ello en las capitulaciones matrimoniales; 

3) Aquellos cuya causa o título de adquisición precedió al 

matrimonio; 

4) Los muebles o inmuebles, que fueron subrogados a otros 

propios de alguno de los cónyuges; y 

 5) Los adquiridos durante la separación de hecho de los 

cónyuges”.217 

 

                                    

217 Op. cit. n°11. 
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Al igual que al apartado anterior, se estudiarán los supuestos de 

bienes privativos señalados en la legislación española para compararlos 

con lo dispuesto en Argentina y Costa Rica. 

 

b.1  Los bienes y derechos que le pertenecieran al comenzar la 

sociedad.  

 

 La doctrina española218 ha señalado estos bienes como privativos 

de carácter primario, por su origen o su pertenencia inicial (privativa). Se 

debe entender que los bienes que se obtengan después de contraído el 

matrimonio; si opera un régimen distinto al de sociedad de gananciales, 

también tendrán la naturaleza de propios. Tampoco, el carácter privativo 

se ve afectado por la forma en que hayan sido obtenidos los mismos; ya 

sea onerosa o gratuitamente. 

 

De la lectura del este inciso en estudio se podría interpretar que la 

adquisición debe estar consumada al inicio del régimen lo cual no es del 

todo correcto. El autor Javier Barceló Doménech afirma que puede 

                                    

218 Este sentido, leer a Moralejo Imbernón en “Comentario al Código Civil” y Diez-Picazo, 

L Guillon Ballesteros en “Sistema de Derecho Civil”. 
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realizarse una interpretación más amplia, sobre todo, cuando se trata de 

derechos que pertenezcan a los cónyuges lo que permite incluir “el crédito 

que como adquirente ostente frente al tercero transmitente por la entrega 

de la cosa en un contrato celebrado antes de comenzar la sociedad”.219  

  

La jurisprudencia ha aplicado también este mismo criterio. Así por 

ejemplo; en la Sentencia de audiencia provincial de Sevilla del 31 de 

octubre del 1997 se dictaminó que: 

 

“…a los efectos de la consideración de privativo del bien 

adquirido es indiferente que la tradición, necesaria para la 

adquisición del derecho real, según la doctrina del título y el 

modo que rige en nuestro Derecho a tenor de lo establecido en 

los artículos 609 y 1 095 del Código Civil, se hubiera producido 

con anterioridad al matrimonio, puesto que nada se establece 

al respecto al entonces vigente artículo 1396, ni al actual 1346 

del Código Civil, ya que si el derecho real no era privativo antes 

del matrimonio por no haberse producido la tradición, lo será 

                                    

219 Javier Barceló, El régimen económico del matrimonio. Sección segunda: De los 

bienes privativos y comunes (España: Editorial Vlex, 2006), 9. 
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con posterioridad por el hecho de que al patrimonio personal 

de uno de los cónyuges se adquiere después, mediante la 

efectiva entrega del inmueble a la que solo uno de los 

cónyuges tenía derecho (…)”220 

 

Los juzgadores españoles también han asegurado que los bienes 

privativos continuarán con esta calificación aun y cuando la escritura de 

adquisición del bien sea inscrita después de celebrado el matrimonio y en 

esta no se indique el carácter privativo. Es decir, al caso de una 

compraventa, el acto se perfecciona al momento del acuerdo y la 

inscripción en Registro lo único que hace es darle publicidad, no crear un 

nuevo acto que venga a variar o modificar el momento de adquisición del 

bien. 

 

En Argentina, aplica la misma disposición respecto a los bienes 

obtenidos antes del vínculo al indicar que serán propios los bienes cuya 

causa o título de adquisición haya precedido a la sociedad  y se ha pagado 

                                    

220 Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla del 31 de octubre de 1997. 
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con bienes de uno de los cónyuges. También, incluye a los bienes que 

antes de la sociedad poseía alguno de los cónyuges por un título vicioso. 

 

Se trata entonces de casos en que, en el momento de la celebración 

del matrimonio, el cónyuge ya tiene un derecho, o bien, una expectativa 

de derecho, de adquirir el bien, derecho que constituye un bien propio. Es 

un caso de subrogación real, caracterizada, porque en lugar de 

sustituirse, al patrimonio propio de uno de los cónyuges, una cosa por 

otra, se sustituye un derecho por una cosa asumiendo la naturaleza del 

derecho propio. 

 

Al Derecho costarricense, el artículo 41 del Código de Familia inciso 3 

determina que no serán considerados gananciales los bienes que sean 

adquiridos o cuya causa de adquisición fuera anterior a la celebración del 

matrimonio. Extensivo análisis aplica para el inciso segundo del mismo 

numeral el cual señala el carácter propio de los bienes comprados con 

valores propios de cada cónyuge siempre y cuando hayan sido destinados 

a ello en las capitulaciones matrimoniales. 
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b.2 Los que adquiera después por título gratuito.  

 

Básicamente aplica la misma razón que el Derecho costarricense: la 

falta de colaboración entre los cónyuges. Dentro del supuesto del inciso 

segundo del artículo 1 346 del Código Civil español se deben incluir la 

donación y la sucesión (tanto la herencia como el legado). Cuando la 

donación se haga a nombre de ambos cónyuges aplicará lo dispuesto al 

numeral 1 353 de ese mismo cuerpo normativo. 

 

 “Los bienes donados o dejados en testamento a los 

cónyuges conjuntamente y sin especial designación de 

partes, constante la sociedad, se entenderán gananciales, 

siempre que la liberalidad fuera aceptada por ambos y el 

donante o testador no hubiere dispuesto lo contrario”.221  

 

Según lo dispone la excepción del artículo 637 del Código Civil 

español, la donación hecha a favor de los cónyuges les da derecho de 

                                    

221 Op. cit. n°169. 
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acrecer entre ellos siempre que el donante no haya dispuesto cosa 

distinta. 

 

Respecto de la normativa argentina, el artículo 1 264 dispone que los 

bienes donados o dejados en testamento a marido y mujer conjuntamente 

con designación de partes determinadas, o en partes iguales a falta de 

ella pertenecen a la mujer en calidad de dote y al hombre como capital 

propio según esa proporción (genera copropiedad entre los cónyuges). 

 

En Costa Rica se determina que los bienes obtenidos por donación, 

herencia y legado así como los obtenidos por causas aleatorias como 

juegos de azar son propios de cada cónyuge.222  

 

b.3 Los adquiridos a costa o en sustitución de bienes 

privativos.  

 

Este apartado se refiere a la subrogación real de la que ya se ha 

hablado anteriormente. El autor Javier Barceló Doménech indica que “…se 

                                    

222 Al respecto ver el título primero “Sobre el régimen de ganancialidad en Costa Rica”. 
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consideran bienes privativos por subrogación aquellos que, adquiridos 

durante la vigencia del régimen económico de gananciales, lo hayan sido 

a costa o en sustitución de otros bienes privativos. Lo adquirido a costa o 

en sustitución de un bien privativo se coloca en lugar de este y ha de 

tener, por tanto, el mismo carácter”.223 

  

Sobre la subrogación, el Código Civil argentino al numeral 1266 indica 

que los bienes que serán privativos los bienes que se adquieran por 

permuta con otro de alguno de los cónyuges. Por lo tanto, puede 

afirmarse que conservan el carácter de propios todos aquellos bienes que 

entran al patrimonio de uno de los cónyuges por subrogación real de otro 

bien propio, o sea, por permuta con otro bien propio, por inversión del 

dinero propio y por reinversión de un bien propio.  

 

La jurisprudencia y doctrina argentina han concordado 

mayoritariamente en que si el bien se obtiene en parte con dinero propio 

y en parte ganancial, si la mayor parte del dinero invertido es propio 

conservará esa naturaleza generándose un crédito de la sociedad 

                                    

223 Op. cit. n°219, 19. 
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conyugal y en caso de que la mayor parte del dinero sea común tendrá 

naturaleza ganancial. 

 

En esta misma línea, en Costa Rica no se consideran gananciales los 

bienes muebles e inmuebles que subrogaran a otros propios de alguno de 

los cónyuges según lo dispuesto al artículo 41 inciso 4. 

 

b.4 Los adquiridos por derecho de retracto perteneciente a uno 

solo de los cónyuges.  

 

A este inciso le aplica lo dispuesto al último párrafo del artículo 1346 

al tanto que, los bienes adquiridos por derecho de retracto perteneciente 

a uno solo de los cónyuges será privativo y no perderá tal calificación por 

el hecho de que la adquisición se haga con fondos comunes pero la 

sociedad de gananciales se constituye en acreedora por el valor pagado 

con esos fondos. Al caso de Argentina y Costa Rica aplica lo señalado 

anteriormente sobre la subrogación real. 
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b.5 Los bienes y derechos patrimoniales inherentes a la 

persona y los no transmisibles ínter vivos.  

 

La jurisprudencia española ha señalado como ejemplos de derechos 

patrimoniales inherentes a la persona los derechos de propiedad 

intelectual o industrial; igualmente se hace referencia a los derechos 

de uso y habitación que siempre serán personalísimos. 

 

Aquí es importante diferenciar cuales bienes y derechos son 

inherentes a las persona y, por lo tanto, se excluyen del acervo común. 

La doctrina española ha reducido la lista a básicamente tres supuestos: 

los derivados de la personalidad (honor, intimidad, propia imagen; 

aunque los derechos patrimoniales derivados de ellos sí podrían 

considerarse gananciales como, por ejemplo, la cesión del derecho de 

imagen), el derecho de alimentos y el derecho de autor (aunque los 

rendimientos derivados de la explotación de una obra si se pueden 

tomar como gananciales). 

 

Los Tribunales españoles han determinado que el trabajo también 

debe considerarse como un derecho inherente a la persona; pero los 
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frutos que este genere son parte de la sociedad de gananciales; 

afirmación que se estudiará en la sección de análisis jurisprudencial. 

En cuanto a los derechos no transmisibles entre vivos la doctrina ha 

señalado como tales los retiros, jubilaciones, pensiones, 

gratificaciones, condecoraciones pero los rendimientos que estos 

generen si se incluyen dentro del patrimonio conyugal. 

 

Al caso de Argentina, la legislación dispone como privado el derecho 

de usufructo y aunque no hace mención expresa sobre los derechos 

intelectuales, por regulaciones internacionales  debe entenderse que 

tales derechos son inherentes al autor y por tanto privados. No 

obstante, los rendimientos recibidos durante la vigencia del matrimonio 

están cobijados por la presunción de ganancialidad y, por tanto, deben 

considerarse gananciales; este mismo análisis aplica para Costa Rica. 

 

b.6 El resarcimiento por daños inferidos a la persona de uno de 

los cónyuges o a sus bienes privativos.  

 

Este apartado hace referencia a las indemnizaciones por lesiones (por 

ejemplo, de accidentes de tránsito) que solo le sea pagada a uno solo de 
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los cónyuges o al resarcimiento por daños en los bienes privativos de uno 

de ellos. 

 

En Argentina, la indemnización por daños físicos que provoquen una 

incapacidad permanente del trabajo se considera propios porque el fin es 

resarcir una lesión a la integridad física que reducirá la capacidad de 

trabajar por el resto de la vida lo que lesiona sin dudas un derecho 

personal. No obstante, cuando se trata de una incapacidad temporal se 

considera ganancial ya que el fin de la indemnización es cubrir los frutos 

del trabajo. En cuanto al resarcimiento por daños provocados en bienes 

privativos aplica lo dispuesto sobre la subrogación. 

 

Dentro de la legislación costarricense, no hay regulación al respecto, 

por lo que aplicaría lo indicado anteriormente sobre la subrogación en 

caso que se trate de daños provocados a bienes privativos.  

 

 

 



 

270 

 

b.7 Las ropas y objetos de uso personal que no sean de 

extraordinario valor.  

 

Aquí es importante indicar que no importa si el dinero con el que se 

adquirieron las ropas y objetos de uso personal es ganancial o privativo. 

Además la jurisprudencia española ha extendido la aplicación del último 

párrafo del artículo 1 346 a este supuesto por lo que no cabe el derecho 

de reembolso.224 La valoración del costo de estos bienes es subjetiva, le 

corresponde al juez de oficio, conforme con su prudente arbitrio 

considerar el valor del bien. 

 

La legislación argentina señala que las cosas muebles de carácter 

personalismo tienen carácter propio (la ropa de uso personal, cartas,  

condecoraciones, regalos honoríficos, diplomas y títulos profesionales, 

recuerdos de familia, manuscritos, etc.); no obstante, no se considera 

propio los regalos joyas o útiles de trabajo comprados con dinero 

ganancial, sino se estaría eludiendo la prohibición legal de efectuar 

donaciones entre los cónyuges durante el matrimonio y se toleraría el 

                                    

224 Al respecto ver la Sentencia de Audiencia Provincial de Asturias de 22 de enero de 

1998 y la Sentencia de Audiencia Provincial de Murcia de 05 de setiembre de 1994. 
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fraude a los acreedores del marido que invirtiese sus bienes en la 

adquisición de tal tipo de prendas para su esposa. 

 

En Costa Rica, al no encontrarse regulación expresa que impida 

considerar estos bienes como gananciales, se encuentran cobijados por 

la presunción de ganancialidad. 

 

b.8 Los instrumentos necesarios para el ejercicio de la 

profesión u oficio, salvo cuando estos sean parte integrante o 

pertenencias de un establecimiento o explotación de carácter 

común.  

 

A lo que se le debe prestar atención es a la salvedad de este inciso ya 

que los instrumentos no deben ser parte integrante o pertenecer a un 

establecimiento o explotación de carácter común. 

 

Se interpreta por la doctrina y jurisprudencia española que la ropa y 

objetos de uso personal de extraordinario valor así como los instrumentos 

necesarios para el ejercicio de la profesión u oficio que sean parte 
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integrante o pertenencias de un establecimiento o explotación de carácter 

común serán bienes gananciales.  

 

En Argentina y Costa Rica aplica lo indicado al supuesto anterior. 

 

b.9 Otros supuestos 

 

A través del Código Civil español, especialmente al capítulo IV “de la 

administración de la sociedad de gananciales” del título III, libro IV se 

recogen otros supuestos de bienes que se consideran como propios de 

cada cónyuge: 

 

1. Artículo 1348: “Siempre que pertenezca privativamente a uno de 

los cónyuges una cantidad o crédito pagadero en cierto número de 

años, no serán gananciales las sumas que se cobren en los plazos 

vencidos durante el matrimonio, sino que se estimarán capital de 

uno u otro cónyuge, según a quien pertenezca el crédito”.225 

  

                                    

225 Op. cit.n°169.  
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La aplicación de este artículo no se extiende a la renta, frutos e 

intereses de bienes privativos que son considerados gananciales. 

También, cabe señalar que el derecho de crédito debe ser ejercido 

por el cónyuge acreedor. 

 

2. Artículo 1 352: “Las  nuevas  acciones  u  otros  títulos  o  

participaciones  sociales  suscritos  como consecuencia de 

la titularidad de otros privativos serán también privativos. 

Asimismo lo serán las cantidades obtenidas por la 

enajenación del derecho a suscribir.  

Si para el pago de la suscripción se utilizaren fondos 

comunes o de emitieran las acciones con cargo a los 

beneficios, se reembolsará el valor satisfecho”.226 

 

3. Artículo 1 357: “Los bienes comprados a plazos por uno de los 

cónyuges antes de comenzar la sociedad tendrán siempre 

                                    

226 Op. cit.n°169.  
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carácter privativo, aun cuando la totalidad o parte del precio 

aplazado se satisfaga con dinero ganancial.  

Se exceptúan la vivienda y ajuar familiares, respecto de los 

cuales se aplicará el artículo 1 354”.227 

 

Cabe indicar que la legislación costarricense excluye del régimen de 

ganancialidad los bienes obtenidos durante la separación de hecho lo cual 

no se encuentra regulado en España y Argentina, por lo que corresponde 

a los juzgadores de estos países determinar la naturaleza de los bienes 

obtenidos durante ese periodo de separación, según sea el caso. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                    

227 Op. cit.n°169. 
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Tabla 3. Cuadro comparativo de la calificación legal de bienes propios 

España Argentina Costa Rica 

Bienes y derechos que le 

pertenecieran al 

comenzar la sociedad 

 La cosa adquirida 

durante la sociedad no le 

pertenece a ella cuando 

la causa o título de 

adquisición le ha 
precedido y se ha 

pagado con bienes de 

uno de los cónyuges. 

 Los bienes que 
antes de la sociedad 

poseía alguno de los 

cónyuges por un título 

vicioso. 
 Los bienes que 

vuelven a uno de los 

cónyuges por nulidad o 

Resolución de un 

contrato, o por haberse 
revocado una donación 

 Bienes 

comprados con valores 

propios de uno de los 

cónyuges, destinados a 

ello en las 
capitulaciones 

matrimoniales 

 Bienes cuya 

causa o título de 
adquisición precedió al 

matrimonio 

 

Bienes que se adquieran 
después por título 

gratuito 

 

Los bienes donados, o 
dejados en testamento a 

marido y mujer 

conjuntamente con 

designación de partes 
determinadas, y a falta 

de designación, por 

mitad a cada uno de 

ellos 

Los que fueren 
introducidos al 

matrimonio, o 

adquiridos durante él, 

por título gratuito o por 
causa aleatoria 

Bienes adquiridos a 

costa o en sustitución de 
bienes privativos 

Los bienes que se 

adquieren por permuta 
con otro de alguno de los 

cónyuges, o el inmueble 

que se compre con 

dinero de alguno de 

ellos, y los aumentos 
materiales que acrecen a 

cualquier especie de uno 

de los cónyuges 

Los muebles o 

inmuebles, que fueron 
subrogados a otros 

propios de alguno de los 

cónyuges 

Bienes adquiridos por 

derecho de retracto 

perteneciente a uno solo 
de los cónyuges 

No hay regulación al 

respecto, aplica lo 

dispuesto sobre 
subrogación 

No hay regulación al 

respecto, aplica lo 

dispuesto sobre 
subrogación 

Bienes y derechos 
patrimoniales inherentes 

El derecho de usufructo, 
que se consolida con la 

No hay regulación al 
respecto, aplica 
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a la persona y los no 

transmisibles inter vivos 
 

propiedad durante el 

matrimonio, ni los 
intereses devengados 

por uno de los cónyuges, 

antes del matrimonio y 

pagados después 

presunción de 

ganancialidad 

Resarcimiento por daños 

inferidos a la persona de 
uno de los cónyuges o a 

sus bienes privativos 

La indemnización por 

daños físicos que 
provoquen una 

incapacidad permanente 

del trabajo se consideran 

propios porque el fin es 
resarcir una lesión a la 

integridad física que 

reducirá la capacidad de 

trabajar 

No hay regulación al 

respecto, aplica 
presunción de 

ganancialidad 

Ropas y objetos de uso 

personal que no sean de 

extraordinario valor 

Las cosas muebles de 

carácter personalismo 

tienen carácter propio. 

No hay regulación al 

respecto, aplica 

presunción de 
ganancialidad 

Instrumentos necesarios 
para el ejercicio de la 

profesión u oficio, salvo 

cuando estos sean parte 

integrante o 
pertenencias de un 

establecimiento o 

explotación de carácter 

común 

Aplica lo dispuesto al 
supuesto anterior 

Aplica lo dispuesto al 
supuesto anterior 

No hay regulación No hay regulación al 

respecto 

Bienes obtenidos durante 

la separación de hecho 
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4. Tratamiento jurisprudencial  de las prestaciones laborales como 

bienes gananciales en España y Argentina 

 

La jurisprudencia española comparte mayoritariamente el criterio 

de que las prestaciones laborales obtenidas durante la vigencia de la 

sociedad de gananciales tendrán carácter de bienes gananciales con 

fundamento al numeral 1 347.1 del Código Civil.  

 

Los juzgadores de este país han llegado a esa conclusión haciendo 

una clara diferencia entre lo que es el derecho al trabajo y la obtención 

de rendimientos producto del mismo. En Sentencia del Tribunal 

Supremo del 22 de diciembre de 1999, se señaló por primera vez ese 

contraste, el cual ha sido repetido en Votos posteriores; por ejemplo, 

la Sentencia 414/2012 de la Audiencia Preliminar de Málaga, Sección 

sexta, del 16 de julio de 2012 indica:    

 

“…esta Sala, siguiendo la doctrina establecida  por el 

Tribunal Supremo en Sentencia del 22 de diciembre de 

1999,  ha venido pronunciándose al sentido de distinguir 

entre lo que es el trabajo, como bien o derecho de la persona 
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individualizada, y el beneficio que este produce, de manera 

que mientras aquel es un bien privativo, además de 

inherente a la persona y no susceptible de transmisión entre 

vivos, cuando menos en general, este es ganancial por 

disposición del artículo 1 347.1 del Código Civil, de ahí que 

cuando aquel derecho se pierde por razones socio-

económicas o por despido sin readmisión por parte de la 

empresa, la indemnización a percibir lo es en sustitución de 

aquel derecho genuinamente particular, consecuentemente 

de lo cual es que siga el mismo camino extinguido, 

considerándose como ganancial exclusivamente los frutos, 

rentas o intereses que de los mismos deriven por disposición 

del artículo 1 347.2 del mismo texto legal, por lo que deberá 

estimarse la petición del recurrente adherido vía de 

impugnación al no haberse acreditado que se aplicase a usos 

propios del mismo ni a la adquisición de un bien que tuviera 

naturaleza privativa”.228 

 

                                    

228 Sentencia n°414/2012 de la Audiencia Provincial de Málaga, Sección sexta, del 

16 de julio de 2012. 
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 En resumen, el derecho al trabajo, como inherente de la persona, 

es privativo en aplicación del artículo 1 346 inciso 5 del Código Civil 

español pero los frutos que el trabajo genere (entiéndase salario e 

indemnizaciones), por disposición del numeral 1 347.1 del mismo 

cuerpo normativo, serán gananciales. 

 

Igual razonamiento se enuncia en otras resoluciones; así por 

ejemplo la Sentencia del Tribunal Supremo del 18 de marzo del 2008 

señaló: 

  

"Efectivamente, debe distinguirse entre lo que se debe 

considerar el derecho al trabajo, que permite obtener un 

empleo al mercado laboral  y que constituye el título en cuya 

virtud el cónyuge accede al mercado de trabajo y desarrolla 

allí sus capacidades laborales , del beneficio que se va a 

obtener con el ejercicio del derecho al trabajo. El primero es 

un bien privativo por tratarse de un "derecho inherente a la 

persona", incluido al art. 1 346, 5 CC, mientras que el 

segundo va a ser un bien ganancial, incluido al art. 1 347,1 

CC. Si ello no resulta dudoso en lo que a los salarios se 
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refiere, puede plantear mayores dificultades cuando se trata 

de "ganancias" obtenidas en virtud de un contrato de trabajo 

que se acaba y cuya extinción genera una indemnización por 

las causas establecidas en la legislación laboral.  

Es entonces cuando se ha considerado que la indemnización 

va a sustituir la pérdida de un derecho privativo, por ser 

inherente a la persona, como es el derecho al trabajo y por 

ello dicha indemnización no debe tener la condición de 

ganancial, sino que es un bien privativo, por aplicación del 

principio de la subrogación. Pero este argumento no resulta 

convincente, puesto que el derecho al trabajo permanece 

incólume, ya que el trabajador despedido sigue al mercado 

de trabajo y puede contratar su fuerza laboral 

inmediatamente después del despido; en realidad lo que 

ocurre es que la indemnización por despido constituye una 

compensación por el incumplimiento del contrato y por ello 

mismo va a tener la misma consideración que todas las 

demás ganancias derivadas del contrato, siempre que se 

hayan producido vigente la sociedad de gananciales. El 

derecho que permite el ejercicio de la fuerza de trabajo no 
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se ha lesionado en absoluto; lo único que ha quedado 

vulnerado de alguna manera es la efectiva obtención de las 

ganancias originadas por la inversión de este capital 

humano, que es lo que según el art. 1 347.1 CC resulta 

ganancial”.229 

 

Ahora bien, la calificación de ganancial de las indemnizaciones 

laborales puede no resultar tan sencilla como podría entenderse de la 

lectura de los Votos anteriores. 

 

“Si bien no ofrece duda que los rendimientos derivados del 

trabajo constante matrimonio tienen la naturaleza de bienes 

gananciales por mor de lo normado al art. 1 347.1 CC, que 

reputa como tales los obtenidos por el trabajo o la industria 

de cualquiera de los cónyuges, reputándose como trabajo 

cualquier actividad, ya sea esta temporal o indefinida, por 

cuenta propia o ajena, intelectual o física, que genere 

ingresos, tanto en concepto de sueldos, salarios o 

                                    

229 Sentencia del Tribunal Supremo del 18 de marzo de 2008. 
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retribución en especie. Sin embargo no está exento de 

dificultades la determinación del carácter ganancial o no de 

determinadas cantidades percibidas en concepto 

indemnizatorio derivadas de la profesión u oficio de los 

cónyuges”.230 

 

Para resolver los posibles inconvenientes a la hora de determinar la 

naturaleza ganancial de las prestaciones (indemnizaciones en España) 

la jurisprudencia española ha establecido que deben concurrir dos 

aspectos: 

 

1. Que las indemnizaciones sean devengadas durante la vigencia de 

la sociedad de gananciales. 

2. Que bajo ninguna circunstancia se vea vulnerado el derecho al 

trabajo ya que de lo contrario se trataría de una afectación al 

derecho inherente de la persona y por tanto aplicaría el principio 

de subrogación, convirtiendo la indemnización en privativa.  

 

                                    

230 Sentencia de Audiencia Provincial de Coruña número 8 del 23 de enero del 2014. 
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“El resumen de la doctrina de esta Sala lleva a la conclusión 

que existen dos elementos cuya concurrencia permite 

declarar que una determinada prestación  relacionada con 

los ingresos salariales, directos o indirectos, deba tener la 

naturaleza de bien ganancial o, por el contrario, queda 

excluida de la sociedad y formará parte de los bienes 

privativos de quien la percibió. Estos dos elementos son: a) 

la fecha de percepción de estos emolumentos: si se 

adquirieron durante la sociedad de gananciales, tendrán 

esta consideración, mientras que si se adquieren con 

posterioridad a la fecha de la disolución, deben tener la 

consideración de bienes privativos de quien los percibe; b) 

debe distinguirse entre el derecho a cobrar estas 

prestaciones que debe ser considerado como un 

componente de los derechos de la personalidad y que, por 

esto mismo, no son bienes gananciales porque son 

intransmisibles (Sentencias de 25 marzo de 1988 y 22 

diciembre de 1999), mientras que los rendimientos de estos 

bienes devengados durante la vigencia de la sociedad de 
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gananciales, tendrán este carácter (Sentencia de 20 de 

diciembre del 2003)”.231 

 

“En esta Sentencia se ponderan sendos requisitos para 

proclamar la ganancialidad de la indemnización por despido, 

que condicionan la solución adoptada, cuales son:  

1) El derecho al trabajo permanece incólume, ya que el 

trabajador despedido sigue al mercado de trabajo y puede 

contratar su fuerza laboral  inmediatamente después del 

despido.  

2) El derecho que permite el ejercicio de la fuerza de trabajo 

no se ha lesionado en absoluto”.232 

 

Además, agrega la Sentencia citada que “la indemnización por despido 

constituye una compensación por el incumplimiento del contrato y por ello 

mismo va a tener la misma consideración que todas las demás ganancias 

                                    

231 Op. cit. n°230 
232 Op. cit. n°230 
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derivadas del contrato, siempre que se hayan producido vigente la 

sociedad de gananciales”.233 

 

La vigencia de la sociedad de gananciales es requisito sine qua non 

para declarar la ganancialidad de las indemnizaciones laborales por 

despido improcedente ya que, después de finalizada la misma cada ex 

cónyuge trabaja en beneficio propio y no en pro de la sociedad. 

 

“...los rendimientos del trabajo de este (del esposo), igual que 

los de la demandante durante la vigencia de la sociedad de 

gananciales tenían ineludible carácter ganancial de 

conformidad con lo establecido al artículo 1347-1 del C.C, pero 

dicho carácter no puede prorrogarse tras quedar disuelta la 

sociedad de gananciales teniendo ahora la condición de 

ingresos exclusivos de quien los genera. Por ello no pueden 

incluirse al activo ganancial los bienes adquiridos por el 

demandado con los ingresos de la actividad laboral que ha 

                                    

233 Ibíd. 
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realizado después de la disolución de la sociedad de 

gananciales”.234 

 

En resumen, los juzgadores en España no tienen dudas sobre la 

inminente condición de ganancial de las indemnizaciones laborales que se 

obtengan cuando de por finalizado un contrato de trabajo siempre y 

cuando las mismas se devenguen durante la vigencia de la sociedad de 

gananciales, y no se vulnere de ninguna forma el derecho al trabajo en 

su esencia pura que significa la capacidad de una persona para 

permanecer al mercado laboral. 

 

En Argentina, la jurisprudencia sobre el tema se desarrolla a partir del 

artículo 1 272, en cuanto a los frutos civiles de la profesión, trabajo, o 

industria de ambos cónyuges, o de cada uno de ellos, pues es el que trae 

a colación el objeto de estudio de la presente investigación: la declaratoria 

expresa de ganancialidad de las prestaciones laborales, ya que con base 

en este apartado estas indemnizaciones son para todos los efectos frutos 

                                    

234 Audiencia Provincial de Madrid, sección 22 del 30 de junio del 2011. 
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civiles de la profesión o trabajo de los cónyuges y, por tanto, reconocen 

su carácter ganancial. 

 

Si bien el párrafo 5 del artículo 1 272 del Código Civil, establece que 

son gananciales "…los frutos civiles de la profesión, trabajo, o industria 

de ambos cónyuges, o de cada uno de ellos", pese a que el texto no lo 

aclara, cuando se definen como gananciales los frutos civiles de la 

profesión, trabajo, o industria de ambos cónyuges, o de cada uno de ellos, 

se trata de los frutos devengados durante la sociedad conyugal, 

independientemente de si son percibidos posterior a la disolución de la 

misma, caso al cual “…también tendrán el mismo carácter, cuando se 

devengaron antes, puesto que ya estaban incorporados al patrimonio del 

cónyuge el derecho a percibirlos,”235 por lo tanto, la causa o título de la 

adquisición producida durante el matrimonio califica la naturaleza 

ganancial de un bien. 

 

Es esencial definir que “…la indemnización es ganancial si el despido 

opera durante la vigencia de la sociedad conyugal y propia si se produjo 

                                    

235 Augusto Belluscio. "Código Comentado", comentario al artículo 1272, Tomo 6, n° 6 

(Argentina: Editorial Astrea, 1986). 
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disuelta esta (o inmediatamente anterior a la disolución, esto último por 

razones de equidad), con independencia de si hubieron o no salarios que 

se percibieron en momentos anteriores”.236 En general, todas aquellas 

indemnizaciones laborales que se percibieran posterior a la disolución del 

vínculo matrimonial, conservan su carácter de ganancialidad al tanto el 

despido se produzca durante la vigencia del matrimonio, tal y como lo han 

señalado los juzgadores argentinos: 

 

“Cuando el despido se produce, -y, por lo tanto, las 

indemnizaciones se devengan- durante el matrimonio, la 

indemnización correspondiente, aún la percibida después de la 

disolución, conserva su carácter de ganancial, pero cuando el 

despido se produjo una vez disuelta la sociedad conyugal, la 

indemnización tiene carácter propio, ya que el perjuicio de la 

falta de trabajo será desde entonces, en exclusivo perjuicio del 

cónyuge despedido”.237 

 

                                    

236 Op. cit. n°198. 
237 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala E. Resolución del 28 de febrero del 

2000. 
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Lo anterior se encuentra igualmente justificado al artículo 1 273 del 

Código Civil que dice: 

 

“Se reputan adquiridos durante el matrimonio los bienes que 

durante él debieron adquirirse por uno de los cónyuges, y que 

de hecho no se adquirieron, sino después de disuelta la 

sociedad, por no haberse tenido noticia de ellos, o por haberse 

embarazado injustamente su adquisición o goce”238. 

 

El sentido de la norma es claro, si en momento de la disolución de la 

sociedad conyugal existía derecho de obtener la incorporación al haber 

ganancial de uno u otro cónyuge de determinado bien, lo que ingresa 

después de disuelta tiene el carácter de ganancial y, por lo tanto, debe 

ser tomado en consideración para cuando tome lugar la liquidación de los 

bienes gananciales, puesto que ya estaban incorporados al patrimonio del 

cónyuge el derecho a percibirlos. 

 

                                    

238 Op. cit. n°176. 
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También, es necesario hacer referencia a cuando el cónyuge inició sus 

labores con el mismo patrono antes que diera inicio a la sociedad 

conyugal, pues en este caso solo parte de las indemnizaciones canceladas 

al trabajador por parte del patrono deben ser tomadas en consideración 

como gananciales, la Sala 1 de la Cámara de apelaciones en lo civil y 

comercial aclara que “…si parte de los servicios fueron prestados durante 

la vigencia de la sociedad conyugal, lo abonado en concepto de despido 

tiene el carácter de bien ganancial,”239 es decir, será ganancial, en su 

totalidad, con independencia de si hubo o no salarios que se percibieron 

en momentos anteriores al nacimiento de la sociedad conyugal. 

 

A pesar de estar expresamente señalados, la jurisprudencia argentina 

ha reiterado que la determinación del carácter propio o ganancial de las 

prestaciones laborales puede generar controversias, posición que es de 

igual manera sostenida por los autores Abel Fleitas Ortiz de Rosas y 

Eduardo Roveda, quienes afirman que “…si el comienzo de la relación 

laboral, su prolongación, despido y pago de la indemnización ocurre 

vigente la sociedad conyugal, la indemnización será ganancial. Sin 

                                    

239 Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Sala 01. Resolución del 17 de mayo 

de 1995. 
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embargo, la modificación de cualquiera de los cuatro elementos 

reseñados, puede generar inconvenientes interpretativos”.240  

 

Estos aspectos mencionados no siempre van a coincidir como es 

pretendido por los autores, lo que da pie a que surjan discusiones a nivel 

jurisprudencial cuando se quiera dar veredicto a los distintos casos de 

separación judicial o divorcio. 

 

Dicho esto, los mismos autores se dan a la tarea de enumerar posibles 

soluciones en torno a esta controversia, que son las siguientes:241 

 

a) Tomar en cuenta la fecha del origen de la relación laboral como 

causa de la indemnización,  

b) Tomar en cuenta el momento del despido.  

c) Aplicar cualquiera de los dos, pero reconociendo una recompensa 

proporcional al tiempo de trabajo dentro o fuera de la vigencia de la 

comunidad.  

                                    

240 Abel Fleitas y Eduardo Roveda Eduardo, Régimen de bienes del matrimonio (La Ley, 

2001), 58. 
241 Op. cit n°240. 
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La respuesta, dicen, dependerá de dónde se ponga el acento: si en la 

causa de la relación, en la antigüedad o al sentido o fin de la 

indemnización. 

 

La jurisprudencia y la doctrina argentina siguen la línea punto b,  que 

es tomar como punto de partida el momento en que el despido se 

produce. En tal sentido, se ha dicho: "Las indemnizaciones por despido y 

por falta de preaviso tienen por causa el trabajo y participan, entonces, 

de la naturaleza del producto de este. Si el despido se produce, y por 

tanto las indemnizaciones se devengan durante el matrimonio, las sumas 

correspondientes a la indemnización son gananciales, aunque las haga 

efectiva recién después de la disolución de la sociedad conyugal”.242  

 

Siendo así, el cónyuge tendrá derecho a disfrutar del valor 

proporcional de estas indemnizaciones aun y cuando no sean percibidas 

dentro del vínculo matrimonial, aclaración que resulta fundamental para 

el cónyuge que tiene derecho a hacer el reclamo, tesis que de igual 

manera es soportada por Zannoni, al indicar que la indemnización por 

                                    

242 Santiago Fassi y Gustavo Bossert, Sociedad conyugal Tomo I (Buenos Aires: Astrea, 

1977), 253. 
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despido es ganancial solo si el despido acaeció durante la vigencia de la 

sociedad conyugal,243 lo importante es que se le reconozca su carácter 

como tal.  

 

En la misma tendencia, Fleitas Ortiz de Rosas y Roveda afirman que 

“…debe tenerse en cuenta el sentido de la indemnización en dirección al 

futuro: asegurar la subsistencia de la persona que ha perdido su trabajo, 

atendiendo a la antigüedad como un indicador para realizar su cálculo 

pero no su causa y fundamento. La indemnización tiende a reparar el 

perjuicio sufrido por el despido y sirve como paliativo hasta que el 

trabajador consiga nuevo empleo por lo que resulta lógico calificarlo como 

propio o ganancial en función del momento del despido y no de sus 

antecedentes,”244 ya que podría ser una causal o excusa para que el inciso 

C del artículo 1 272 del Código Civil pierda su sentido. 

 

La solución al cuestionamiento se funda entonces en que las 

indemnizaciones laborales se devengan solo con el despido. Existe un 

                                    

243 Eduardo Zannoni, Derecho de familia, 3° ed. (Buenos Aires: Editorial Astrea, 1998), 

405. 
244 Op. cit. n°240, 59. 
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sector de la doctrina laboral argentina que admite la tesis del llamado 

"salario diferido", según la cual "…la indemnización constituye un 

resarcimiento tarifado de los daños que el cambio de ocupación (o 

desocupación) produce al empleado”. 245 Esta teoría no alcanza para 

justificar el pago de una indemnización, pues está la probabilidad de que 

el ahora desempleado sea contratado en un nuevo puesto al día siguiente 

o en un futuro cercano, inclusive se puede dar la hipótesis de una renuncia 

del trabajador. Es por lo dicho que debe tenerse en cuenta de que el 

monto de la indemnización está prefijado por la ley independientemente 

del daño realmente sufrido. 

 

Admitido el origen de las indemnizaciones laborales y habiendo 

analizado la normativa argentina en relación a su naturaleza ganancial o 

no, queda claro y establecido que tanto la doctrina como la jurisprudencia 

argentina refieren a las mismas como gananciales, independientemente 

de que sean percibidas durante o después de la sociedad conyugal y cuya 

causal se enmarque estando vigente la sociedad, con la excepción de que 

esta causal de extinción se presente después de disuelta la sociedad, caso 

                                    

245 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala C. 17/9/1974. 
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al cual resultarían como un bien propio, mismo razonamiento que han 

desarrollado los juzgadores españoles. 

 

Capítulo II: Las prestaciones laborales y el derecho de 

ganancialidad en Costa Rica: consideraciones jurisprudenciales. 

 

1. Análisis del Voto  00235, expediente 95-100377-0218-CI del 21 de 

mayo del 2003 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia 

 

a. Objeto del proceso 

 

El objeto del proceso consiste en determinar la naturaleza ganancial 

de las prestaciones laborales recibidas por la parte demandada mientras 

estuvo vigente el matrimonio con la actora, único punto que se somete a 

conocimiento de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia.  

 

b. Síntesis de la Resolución del Tribunal 

 

El Juzgado de familia en primera instancia declaró el derecho de 

ganancialidad sobre el cincuenta por ciento del acervo patrimonial de los 
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cuales sea propietario el demandado, declarando de manera genérica el 

derecho de la actora a los bienes gananciales; este mismo juzgado amplió 

el fallo y agregó que después de la frase “…valor neto de los bienes 

gananciales”, se lea: “y que cuya condición de bien ganancial no haya 

sido objeto de discusión en este proceso, podrán liquidarse en la vía de 

ejecución de Sentencia”, Sentencia que fue confirmada por el Tribunal de 

Familia del I Circuito Judicial de San José. 

 

En proceso de ejecución de Sentencia el juez de familia señala que 

“…son bienes gananciales los dineros recibidos por el demandado, por 

prestaciones legales”, Resolución que fue apelada por la parte actora y 

elevada al Tribunal de Familia, instancia que revocó el fallo declarando 

que “las prestaciones laborales, por haber sido liquidadas y recibidas con 

anterioridad a la presentación de la demanda no son bienes 

gananciales”.246 

 

En consecuencia y no estando conforme la actora con dicho 

pronunciamiento, presentó ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de 

                                    

246 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Sentencia N°00235 del 21 de mayo 

del 2003 a las 9:00 horas. 
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Justicia formal recurso de Casación, al cual entra a conocerse únicamente 

la declaración de las prestaciones como bienes gananciales, apartado no 

discutido en instancias anteriores.  

 

Respecto de este punto, la mayoría de los miembros de la Sala 

Segunda  comparten en criterio de que, según el caso concreto, las 

indemnizaciones por preaviso y auxilio de cesantía pueden ser 

consideradas bienes gananciales siempre que se constate su existencia 

en el momento de la disolución del vínculo matrimonial, según lo expone 

el artículo 41 del Código de Familia.  

 

Pese a la opinión de los integrantes de la Sala Segunda respecto de la 

declaración de la naturaleza ganancial de las prestaciones laborales se 

concluye que “…conforme con lo expuesto, tratándose de una suma de 

dinero, no constatable al patrimonio del marido al momento de la 

disolución del vínculo, debe concluirse, por no existir prueba en contrario, 

que efectivamente fue dispuesta por él, en ejercicio de su libertad de 

disposición”.247 

                                    

247 Op. cit. n°246. 
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c.  Consideraciones de la resolución 

 

La mayoría de los miembros de la Sala comparte el criterio de que las 

indemnizaciones laborales pueden; según sea el caso, ser bienes 

gananciales siempre que logren acreditarse dentro del acervo patrimonial 

en el momento de la disolución del vínculo, ya que no se encuentran 

dentro de las excepciones que enlista el artículo 41 del Código de Familia.  

 

Además de no encontrarse al anterior numeral, debe entenderse que 

no son producto del azar o una simple liberalidad patronal, sino que 

devienen del “…esfuerzo común de los cónyuges, ya que se desprende de 

su colaboración no solo en lo  material, sino también en lo moral y en la 

entrega de ambos por ir, día a día, satisfaciendo las necesidades del hogar 

y debe partirse siempre, salvo prueba fehaciente en contrario, de que 

ambos cónyuges velan y se esfuerzan, en la medida de sus posibilidades, 

por el mejoramiento de las condiciones de la familia; razón por la cual se 

presumen gananciales los bienes que adquieran durante la vigencia plena 

de su matrimonio”.248 

                                    

248 Op. cit. n°246 
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Aunque si bien es cierto, las indemnizaciones laborales no se 

encuentran dentro de las excepciones planteadas por el artículo 41 del 

Código de familia lo que permite declarar su naturaleza ganancial, existe 

un obstáculo para su liquidación ya que, como lo establece este numeral, 

deberá constatarse su existencia dentro del patrimonio conyugal al 

momento de la disolución del vínculo; hecho que no ocurre al caso 

concreto. 

  

Prueba de ello es que, como se señala en la Sentencia: 

 

 “La demanda de divorcio fue interpuesta el 12 de mayo de 

1995 y con base en las probanzas contenidas al expediente no 

es posible constatar la existencia del dinero percibido por esos 

conceptos al patrimonio del señor Castro Vargas, quien lo 

había percibido más de un año antes”249. 

 

Además, se toma en consideración que, tratándose de bienes de 

naturaleza inminentemente fungible y de fácil traspaso al comercio, es 

                                    

249 Op. cit. n°246. 



 

300 

 

muy difícil constatar la permanencia del mismo dentro del acervo 

matrimonial al momento de presentación de la demanda. 

 

Se concluye que el demandado dispuso del dinero proveniente de las 

prestaciones durante el matrimonio, como lo señala la misma actora. 

Conforme con lo expuesto, tratándose de una suma de dinero, no 

constatable al patrimonio del marido al momento de la disolución del 

vínculo, debe concluirse, por no existir prueba en contrario, que 

efectivamente fue dispuesta por él, en ejercicio de su libertad de 

disposición. 

 

d.  Análisis de la Resolución 

  

Los miembros de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia son 

unánimes en declarar la ganancialidad de las indemnizaciones laborales, 

ya que del análisis de las excepciones planteadas por el artículo 41 del 

Código de familia, se desprende que no pueden calzarse dentro de alguno 

de los supuestos señalados al numeral, criterio que resulta compartido 

por los países de España y Argentina con base en sus legislaciones que si 

expresan de manera concreta que los frutos generados por el trabajo 
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tienen naturaleza ganancial no existiendo debate en cuanto a la 

ganancialidad de las prestaciones laborales obtenidas durante la vigencia 

de la relación conyugal. 

 

Según la Resolución objeto de estudio, lo que se ve afectado por la no 

constatación de los bienes gananciales dentro del patrimonio conyugal es 

el derecho de participación como tal; es decir, el derecho a participar al 

cincuenta por ciento del valor neto de dichos bienes. Es respecto a este 

punto que los miembros de la Sala Segunda tienen distintas acepciones, 

lo que ocasiona una Resolución por mayoría y no por unanimidad. 

 

En estricta aplicación del artículo 41 del Código de Familia; 

específicamente del párrafo primero, resulta imposible declarar la 

participación en los bienes que se consideren gananciales si no pueden 

constatarse al patrimonio conyugal al momento de la disolución o 

anulación del matrimonio, al declararse la separación judicial  y al 

celebrarse, después del matrimonio, capitulaciones matrimoniales. Antes 

de la ocasión de tales supuestos, lo que existe es una expectativa de 

derecho.  
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En este sentido, la jurisprudencia argentina y española tienen una 

posición distinta: si las indemnizaciones son devengadas durante la 

vigencia de la sociedad conyugal (es decir, si el despido ocurre durante la 

vigencia de la unión) aunque sean percibidas posterior al divorcio  tendrán 

naturaleza ganancial y por lo tanto deberán liquidarse como tal. Desde 

este punto de vista, la constatación; entendiéndose ésta como el acto de 

comprobar y hacer constar que el derecho existe, se da cuando ocurre el 

despido que justifica que se devenguen dichas indemnizaciones y no, 

como sucede en el Derecho costarricense, cuando son percibidas dentro 

del patrimonio. 

 

No obstante, de acuerdo a la legislación nacional, cuando un cónyuge, 

en ventaja del régimen patrimonial de libre disposición; y para evadir la 

eminente distribución de bienes, realiza actos jurídicos que rayan en 

fraudulentos, debe el cónyuge afectado solicitar un reintegro de los 

mismos al patrimonio matrimonial, ya que con las condiciones actuales 

de la normativa en esta materia; no podría el juez, bajo ninguna 

circunstancia declarar el derecho de participación sobre el mismo. 
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e. Análisis del Voto salvado 

 

En relación con la Sentencia anterior, la Magistrada Zarela Villanueva 

Monge salvó el Voto al tanto su análisis en relación con la determinación 

del resto de los miembros de la Sala Segunda es contraria. La Magistrada 

Villanueva claramente ubica las prestaciones laborales como bienes 

gananciales al señalar que “…los montos percibidos por el señor Castro 

Vargas con motivo de su renuncia para acogerse a su derecho a la 

pensión, son el resultado de su esfuerzo y el de su exesposa, razón la 

cual tienen la indiscutible condición de gananciales”250. 

 

Tanto su tesis como la de la Sala Segunda se sustentan al esfuerzo 

común de los cónyuges para justificar la ganancialidad de las prestaciones 

laborales, es así como dentro de sus argumentos se explica que: 

 

“Ese esfuerzo común de los cónyuges, se desprende de su 

colaboración no solo en lo material, sino también lo moral y en 

la entrega de ambos por ir, día con día, satisfaciendo las 

                                    

250 Op. cit. n°246. 
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necesidades del hogar y debe partirse siempre, salvo prueba 

fehaciente en contrario, de que ambos cónyuges velan y se 

esfuerzan, en la medida de sus posibilidades, por el 

mejoramiento de las condiciones de la familia; razón por la 

cual, se presumen gananciales los bienes que adquieran 

durante la vigencia plena de su matrimonio. (Ver, en igual 

sentido, el Voto  2002-473, de las 10.40 horas, del 13 de 

setiembre de 2002)”251. 

 

Como fundamento esencial del análisis, la Magistrada hace mención 

de la Sentencia 588-2002, que puntualiza lo siguiente: 

 

“A pesar de la libertad de cada uno de los cónyuges para poder 

disponer de los bienes que adquieran durante la vigencia del 

matrimonio, la Sala también ha indicado que esa libertad no 

resulta ser plena cuando el vínculo entra en conflicto y se 

vislumbra su disolución; pues, en tal caso, la validez de los 

                                    

251 Op. cit. n°246. 
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actos quedaría necesariamente sujeta la existencia de la buena 

fe”. 252  

 

Es así como el párrafo anterior permite dar una nueva concepción 

acerca de la disposición de los bienes gananciales, en donde a pesar de 

que no haya una declaratoria de separación judicial o disolución del 

vínculo matrimonial se va a presentar una protección especial, misma que 

para efectos de este proceso de ejecución de Sentencia, va a justificar la 

razón de por qué a pesar de que no se pudieron constatar las prestaciones 

laborales para su liquidación, la actora mantenía el derecho a recibir la 

mitad de este monto. 

 

Partiendo del párrafo anterior, se define el punto de discordia entre la 

mayoría de la Sala y este Voto salvado, aunado a ello está la 

argumentación de la Magistrada Villanueva que se basa en un análisis que 

va más allá de determinar la constatación o no del bien ganancial, ella se 

apoya en otro de los elementos esenciales de su posición que es el 

                                    

252 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Sentencia N°588 del 22 de noviembre 

del 2000 a las 09:40 horas. El subrayado no es parte del texto original. 
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principio de buena fe que deben conservar los cónyuges. En relación con 

la actuación del demandado señala: 

 

“Ante esa situación, el principio de buena fe reclamaba que él 

se abstuviera de disponer de aquellos bienes con vocación de 

ganancialidad, existentes en su patrimonio, en aras de no 

hacer nugatoria la legítima expectativa de derecho de la que, 

para entonces, era titular la señora Sánchez Artavia, pues, al 

ordenamiento jurídico costarricense, actuar de otro modo 

configura un típico acto de violencia patrimonial que, cuando 

es cometido en perjuicio de una mujer, constituye, además, 

una forma de discriminación por razón de género 

expresamente prohibida”253. 

 

f. Repercusiones 

 

Antes de que la Sala Segunda dictara la Resolución objeto de estudio, 

el examen sobre la ganancialidad de las prestaciones laborales era 

                                    

253 Op. cit. n°246 
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inexistente. El Voto 00235 del 21 de mayo del 2003 de la Sala Segunda 

de la Corte Suprema de Justicia fue la primera Resolución en analizar la 

laguna legal que existe al tema; no obstante, los juzgadores han limitado 

su análisis a la repetición de los criterios vertidos por los jueces Zarela 

Villanueva, Bernardo Van del Laat, Julia Varela, Rolando Vega y José 

Joaquín Soto en la Sentencia desarrollada en este apartado. 

 

Pese a tratarse de un tema tan importante que comprende dos 

grandes áreas del Derecho, familia y laboral, el desarrollo jurisprudencial 

o doctrinario no se vio repercutido por esta resolución. Prueba de esto 

son los pocos fallos sobre el tema las cuales datan desde el 2003, según 

lo enlistado en la página del Sistema Costarricense de Información 

Jurídica y que lo que hacen es remarcar el mismo estudio de la Sentencia 

en cuestión. 

 

Por ejemplo, en la Resolución 00502, de las 9.40 minutos, del 27 de 

abril del 2006 emitida por el Tribunal de Familia, resolviendo un proceso 

ordinario de nulidad de convenio de divorcio y liquidación de bienes 

gananciales al que solicita; entre otras peticiones “…que se condene al 
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demandado al pago del cincuenta por ciento de los bienes gananciales y 

de las prestaciones que haya recibido en los últimos tres años”.254 

 

El Tribunal, respecto del análisis de las prestaciones laborales como 

gananciales se limita a indicar que la jurisprudencia de la Sala Segunda 

de la Corte Suprema de Justicia, citando específicamente que el Voto 

00235 a pesar de que “…ha interpretado que califican como gananciales 

dichos extremos también se ha especificado en ese mismo fallo el carácter 

fungible y de fácil traspaso al comercio que tienen, sin que se acredite 

que dicho dinero permaneciera en poder del demandado”.255 

 

En este mismo sentido, el Voto  01297 de las 10 horas del 25 de 

setiembre del 2003 del Tribunal de Familia, resolviendo una apelación de 

un proceso abreviado de separación judicial expone el carácter ganancial 

de las prestaciones laborales obtenidas por el reconvenido durante la 

separación de hecho basados en la cooperación, auxilio y esfuerzo mutuo 

que durante 25 años de matrimonio compartieron los esposos y que le 

                                    

254 Tribunal de Familia. Resolución N°00502 del 27 de abril del 2006 a las 09:40 horas. 
255 Ibíd. 
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permitieron al demandado prepararse académicamente y mantener su 

trabajo mientras su esposa se quedaba en casa a cuidar de él y su familia.  

 

“Es, por ello, que este Tribunal considera que si el señor Anchía 

trabajó durante veinticinco años, dentro del matrimonio, con 

la ayuda y soporte moral, espiritual, emocional y físico de doña 

Marta Alicia, tiene derecho ella al cincuenta por ciento de las 

prestaciones que recibió de su patrono, o sea, a la suma de 

cuatro millones cuatrocientos noventa y tres mil cincuenta 

colones con noventa y cinco céntimos, los que deberá 

depositar una vez adquiera firmeza esta resolución”.256  

 

Para reforzar su razonamiento el Tribunal cita el Fallo 00235 de la Sala 

Segunda en cuanto a la necesidad de la constatación de los bienes al 

momento de la disolución del vínculo para su posterior cuantificación y 

liquidación indicando que, en caso de que algún bien vaya a ser sustraído 

maliciosamente del patrimonio matrimonial, para afectar el derecho del 

                                    

256 Tribunal de Familia. Resolución N°01297 del 25 de setiembre del 2003 a las 10:00 

horas. 
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consorte  pueda este ejercer la acción de reintegro que la ley le permite 

para estos casos, para que el bien  se  constate al patrimonio. 

 

En este caso, el Tribunal de Familia resolvió declarando el derecho de 

la reconventora a participar al 50% del monto recibido por el reconvenido 

por concepto de las prestaciones recibidas basadas al esfuerzo mutuo y 

en la constatación del dinero en el momento de la disolución del vínculo. 

 

“Es por ello, y porque se constató al patrimonio del cónyuge 

vencido, al caso que nos ocupa, que percibió las prestaciones 

laborales, lo cierto del caso es que existieron no solo durante 

la separación judicial, sino que se constató su existencia al 

momento de la disolución matrimonial, sin que entre aquí en 

juego el hecho de que fueron recibidas por el señor Anchía 

durante la separación de hecho de su esposa. Así las cosas, en 

lo apelado, teniendo en cuenta que la parte dispositiva no se 

pronunció sobre la ganancialidad de las prestaciones recibidas 

por el reconvenido, pero que el punto fue analizado y 

denegado al considerando respectivo, en ese extremo se 

revoca la Sentencia recurrida y se declara el derecho de la 



 

311 

 

reconventora a participar al cincuenta por ciento del monto 

recibido por el señor Anchía por ese concepto“.257 

 

 Los mismos razonamientos se encuentran diseminados en los Votos 

00454, de las 10.14 minutos, del 26 de marzo del 2010 y 00046 de las 

10.15 minutos del 13 de enero del 2010 ambos emitidos por la Sala 

Segunda de la Corte Suprema de Justicia que refuerzan el carácter 

ganancial de las prestaciones laborales con base en el análisis realizado 

al fallo objeto de estudio en este apartado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                    

257 Op. cit. n°246 
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Conclusiones 

 

En Costa Rica, el régimen de ganancialidad se determina a partir 

del artículo 41 del Código de Familia, el cual instaura el régimen de 

participación diferida o mixta como el régimen legal. Este sistema reúne 

características de los regímenes de comunidad y separación, ya que 

permite a cada cónyuge tener libertad de disposición de los bienes que 

tengan bajo su dominio (con las limitaciones de buena fe que se supone 

dentro de los vínculos de pareja) y, a su vez, la participación al cincuenta 

por ciento del valor neto de todos los bienes que se encuentren al 

patrimonio de los cónyuges en el momento de la  disolución o declaración 

de nulidad del matrimonio, al declararse la separación judicial o al 

celebrarse capitulaciones matrimoniales después de haberse celebrado el 

matrimonio. 

 

En España y Argentina, los regímenes patrimoniales del matrimonio 

en esencia no presentan una variación muy significativa en comparación 

con el costarricense en cuanto a sus efectos, pues en todos se establece 

un derecho de participación en partes iguales entre los cónyuges. La 

mayor diferencia que existe entre los sistemas de Derecho comparado 
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analizados en esta investigación y la normativa costarricense es en 

relación con la clasificación que estos otros sistemas de derecho efectúa 

para determinar cuáles bienes deben considerarse gananciales y cuáles 

privativos dentro de un vínculo conyugal (entiéndase aquí dentro del 

matrimonio o una unión de hecho pública, notoria y estable como lo 

instituye el Código de Familia costarricense), situación que no ocurre en 

Costa Rica.  

 

Contar con este tipo de clasificaciones puede tener sus ventajas y 

sus desventajas, pues sí se tienen existe una muy alta probabilidad de 

que se omitan muchos de los rubros que pueden ser gananciales o 

privativos, y si no se tienen como en Costa Rica, hay un espacio mucho 

más amplio y un vacío legal aún mayor que da paso para que los jueces 

de familia interpreten cada caso en concreto, sin tener una guía clara más 

que las exclusiones que hace el artículo 41 del Código de Familia, 

resultando a su vez en una mayor inseguridad jurídica, pues al final no se 

tendrá certeza de los derechos que corresponden a cada cónyuge hasta 

que haya una Sentencia en firme. 
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Tal y como se mencionó al párrafo anterior, la legislación 

costarricense únicamente se limita a expresar qué bienes deberán 

considerarse privados y que por tanto se excluyen de la liquidación del 

régimen de ganancialidad, teniéndose como consecuencia que se 

establezca una presunción de ganancialidad de todos los bienes 

adquiridos a título oneroso y que se encuentren al patrimonio de los 

cónyuges en el momento de la declaratoria de la disolución del vínculo 

conyugal.  

 

No obstante lo anterior, tampoco se considera acertado delimitar la 

ganancialidad a ciertos supuestos como ocurre en los ordenamientos 

jurídicos extranjeros que se han analizado, puesto que podrían excluirse 

bienes que cuenten con esta naturaleza y lesionarse así los derechos de 

los cónyuges sobre dichos bienes. 

 

 Habiendo dicho esto, queda claro de que en Costa Rica, el carácter 

ganancial de determinado bien en cuestión queda a criterio y juicio de los 

Tribunales de Familia, quienes por medio de Sentencia declarativa 

enlistan de manera concreta cuáles bienes son gananciales según sea el 

caso sometido a su conocimiento; estando los cónyuges supeditados a la 
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interpretación que el juzgador realice la cual, siempre y cuando se 

encuentre bien fundamentada siguiendo los criterios de la sana crítica, 

será acorde al ordenamiento jurídico y en protección de sus derechos.  

 

Como resultado de esta observación es importante aclarar que más 

que una reforma en materia del régimen de ganancialidad costarricense, 

lo que se necesita es que los juzgadores interpreten la legislación ya 

existente a la luz de la sociedad actual y sus necesidades; no se debe 

olvidar que el Derecho como ciencia social, debe moldearse y adaptarse 

a la sociedad que rige, y por lo mismo los juzgadores deberán enfrentarse 

a nuevos supuestos que no fueron considerados por los legisladores en el 

momento de crear la ley, ejemplo claro de este supuesto son las 

prestaciones laborales. 

 

 El concepto de bienes gananciales desarrollado por la doctrina y la 

jurisprudencia nacional evoluciona conforme se desarrollan las relaciones 

conyugales y las nuevas situaciones que se someten al conocimiento de 

los juzgadores, llegando a definirse estos bienes como todos aquellos 

adquiridos a título oneroso durante la unión matrimonial que signifiquen 
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el acrecimiento del capital de los cónyuges cuando haya mediado el 

esfuerzo, la cooperación y el auxilio mutuo. 

 

Continuando con la crítica al numeral 41 del Código de Familia, este 

es tan amplio que permite dar naturaleza ganancial a bienes muebles e 

inmuebles, valores de comercio, propiedad intelectual, créditos a favor de 

alguno de los cónyuges e inclusive el dinero, al tanto no se excluya por la 

aplicación de alguno de los 5 supuestos que se establecen en este.  

 

Con base en este análisis es que se fundamenta la ganancialidad de 

las prestaciones laborales, pues de acuerdo con la presunción de la 

ganancialidad no se pueden excluir del concepto de gananciales. El 

reclamo de las prestaciones laborales como bienes gananciales forma 

parte de las nuevas exigencias de los cónyuges en materia de familia y 

es una clara manifestación de nuestro vacío legal que se ve obligado a ser 

rellenado por el criterio judicial de los jueces y juezas de Familia, estando 

entonces de por medio las convicciones de cada juzgador. 

 

Afirmado el indudable carácter ganancial de las prestaciones 

laborales, es fundamental esclarecer qué extremos laborales abarca el 
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concepto de prestaciones laborales, pues no hay criterio doctrinario ni 

jurisprudencial uniforme en cuanto a su definición. Para efectos de la 

presente investigación, el concepto adoptado es el que se inclina por un 

sentido amplio, pues al finalizar la relación laboral el trabajador en raras 

ocasiones recibe únicamente preaviso o cesantía, sino que se le incluyen 

otros montos pendientes por concepto de vacaciones, horas extra, 

aguinaldo, días feriados, y salarios dejados de percibir. 

 

Con base en lo anterior, no puede decirse que prestaciones 

laborales son únicamente el preaviso y cesantía, pues se estaría limitando 

al cónyuge sus derechos sobre estas otras sumas que el subordinado no 

percibió al momento que correspondía, ya que si estas sumas hubieran 

sido liquidadas oportunamente se presume que fueron disfrutadas por los 

cónyuges y su familia durante la vigencia del vínculo matrimonial, de lo 

contrario y al ser derechos adquiridos, se mantiene el derecho de reclamo 

sobre los mismos y hasta 1 año después de la ruptura de la relación 

laboral, razón por la cual prevale también el derecho de ganancialidad 

sobre esos rubros. 
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Debe también distinguirse la naturaleza jurídica de las prestaciones 

laborales y del salario. En cuanto a la naturaleza jurídica de las 

prestaciones laborales, es la de ser una indemnización al trabajador por 

una ruptura de la relación laboral sin causa justa; por el contrario, cuando 

se habla de la naturaleza jurídica del salario, esta es meramente 

contraprestacional por el servicio que da en forma regular el subordinado 

al patrono. 

 

A pesar de que las vacaciones, horas extra, aguinaldo, días feriados, 

y salarios dejados de percibir son derivación directa del salario y, por lo 

tanto,  siempre mantendrán su naturaleza jurídica contraprestacional, el 

destino de ambos tiene una arista en común, y es que el salario tiene 

como objeto la manutención regular del trabajador y de su familia, y las 

prestaciones buscan también recompensar al trabajador y que pueda 

mantener cierta estabilidad económica por algún lapso mientras 

encuentra un nuevo puesto de trabajo, de ahí que se apoye la postura en 

que se engloban todos los extremos en un mismo concepto de 

prestaciones laborales, lo anterior con la finalidad de que se entienda que 

todos pertenecen no solo al trabajador, sino a su cónyuge y a su familia. 
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Ahora bien, pese al efímero desarrollo jurisprudencial en Costa Rica 

respecto al tema de las prestaciones laborales como nueva manifestación 

del derecho a gananciales, no hay debate por parte de los juzgadores 

sobre de su naturaleza ganancial, fundamentando esta posición con base 

al esfuerzo común de los cónyuges durante la vigencia del vínculo 

matrimonial; además de que no se encuentran excluidas por el artículo 

41.  

 

En este sentido, el Voto 00235 de la Sala Segunda de la Corte 

Suprema de Justicia, estudiado en los apartados anteriores, agrega que 

debe comprenderse que las indemnizaciones laborales no son otorgadas 

por una simple liberalidad patronal, sino que es producto del trabajo, el 

cual se logra gracias al esfuerzo mutuo de la pareja, al apoyo moral y la 

entrega diaria por satisfacer las necesidades del hogar. 

  

Por su parte, la jurisprudencia española y argentina comparten  

criterios con los jueces costarricenses, la diferencia radica en su 

fundamentación, ya que en estos sistemas de Derecho se consideran 

gananciales los bienes o frutos obtenidos por la profesión, trabajo o 

industria de los cónyuges, permitiendo, reconociendo expresamente las 
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indemnizaciones laborales como bienes gananciales y facilitando tanto el 

alegato de la parte que reclama ganancialidad como la labor del juez, 

pues ya existe un reconocimiento dado por ley. 

 

Cabe señalar que al Derecho español se da una interesante 

diferenciación entre el derecho al trabajo que es inherente a la persona y 

por tanto privado (entendiéndose este como la capacidad de obtener un 

empleo al mercado laboral) y los beneficios que de él se obtengan que 

serán gananciales, razonamiento que ha llevado a los jueces en España a 

señalar dos requisitos necesarios para la declaración de las prestaciones 

como bienes gananciales:  

 

1. Que las indemnizaciones sean devengadas durante la vigencia de la 

sociedad de gananciales (es decir, no importa que sean obtenidas después 

de la disolución, ya que si el despido se dio durante la vigencia de la 

sociedad tendrán carácter ganancial y deberán liquidarse como tal, lo 

mismo aplica en Argentina) y,  

2. Que no sea vea afectado el derecho al trabajo (ya que si la 

indemnización se otorga para compensar la incapacidad de trabajar opera 

la subrogación convirtiéndose estas en privativas también). 
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Haciendo una interpretación analógica de la fundamentación para 

considerar las prestaciones laborales como bienes gananciales en Costa 

Rica, en España y Argentina también se incluye el salario como un bien 

ganancial; claro está, mientras se obtenga durante la vigencia del vínculo, 

ya que en caso contrario, su posterior liquidación resultaría inaplicable, 

por la falta de convivencia y, por lo tanto, de esfuerzo mutuo. 

 

Se realiza, también, una interpretación en ese mismo sentido respecto 

de  los intereses que los frutos del trabajo puedan generar y que serán 

también gananciales, pues vienen a ser consecuencia directa de estos, no 

así las secuelas que tenga el no pago oportuno o un despido injustificado 

sobre el trabajador en su carácter personal, pues se le indemnizará 

exclusivamente por un daño moral, un daño interno, que no estará ligado 

a secuelas económicas del subordinado y su familia. 

En Costa Rica, el mayor debate no se basa en la naturaleza ganancial 

de las prestaciones laborales, sino al tema de la constatación del dinero 

liquidado por concepto de estas al momento de finalizar la unión. Esta 

discusión tiene su fundamento al carácter meramente transferible del 
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dinero, lo que ocasiona que sea dificultoso probar su origen y existencia 

en el momento de la liquidación de la masa común de los bienes.  

 

El tratadista Alberto Brenes Córdoba ha señalado que los frutos 

obtenidos por los cónyuges se gastan en la familia; es decir, existe una 

presunción de inversión que deviene a partir del artículo 34 del Código de 

Familia, mismo que estipula la responsabilidad y el gobierno de la familia 

a los cónyuges, así como su deber de proveer la educación de los hijos y 

deparar su porvenir; por lo mismo, la constatación que establece el 

artículo 41 de este mismo cuerpo normativo es requisito indispensable 

para la liquidación de estos bienes, ya que, en caso contrario, se 

presumen invertidos mientras se mantuvo el vínculo. 

 

Lo dicho anteriormente va de la mano con un principio general de 

Derecho que es el de la buena fe, el cual en materia de Familia se 

manifiesta con el buen actuar por parte de los cónyuges con respecto a la 

disposición de los bienes que forman parte del haber común, de ahí que 

se presuman invertidos dentro de la relación conyugal; en caso contrario 

y cuando alguno de los cónyuges pretenda desviar bienes que pertenecen 
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al patrimonio común, los actos que realice uno u otro cónyuge podrán ser 

anulables. 

 

En conclusión, existe en Costa Rica un derecho de ganancialidad sobre 

las prestaciones laborales otorgadas a un trabajador al final de la relación 

laboral a favor de su cónyuge mientras hayan sido devengadas durante 

la existencia del matrimonio. Para hacer valer este derecho, la ley prevé 

procedimientos como la liquidación anticipada para los casos en que las 

prestaciones se obtengan durante la vigencia de la unión conyugal y que 

se tema por la mala gestión o burla de esos recursos, o bien el reintegro 

de bienes cuando estos valores no hayan sido aprovechados en beneficio 

común. 

 

Además se concluye que es necesario establecer un plazo prudencial 

después de finalizado el vínculo matrimonial dentro del cual, si alguno de 

los cónyuges obtiene prestaciones laborales producto del término de la 

relación laboral, el ex cónyuge mantendrá su derecho a las mismas en 

proporción al tiempo laborado mientras se encontraban casados o en 

unión de hecho pública, notoria y estable. El objetivo de establecer este 

plazo es que si bien las prestaciones tienen naturaleza ganancial en la 
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proporción indicada, no puede sujetarse a los ex cónyuges a derechos de 

crédito perpetuo, ya que esto contribuiría a que se fomente más vacíos e 

inseguridad jurídica a la materia. 

 

Finalmente, cabe seguir la línea Argentina y España al sentido de que 

si el despido se produce y por tanto las indemnizaciones se devengan 

durante el matrimonio, las sumas correspondientes a la indemnización 

son gananciales independientemente de que se hagan efectivas después 

de la disolución del vínculo, se mantendrá el derecho a la proporción 

durante la cual estuvo vigente la relación conyugal; siendo así que la 

constatación del derecho se da cuando se pruebe el despido que da origen 

a la obtención de indemnizaciones sin importar el momento en que sean 

percibidas; posición que debería adoptarse en Costa Rica. 

 

Habiendo dicho esto, las recomendaciones que se proponen a la luz 

de esta investigación pueden variar dependiendo de la vigencia del vínculo 

de los cónyuges y del momento de la percepción de las indemnizaciones, 

con el elemento común de que todas están enfocadas a evitar la dificultad 

resultante de la constatación de los montos que se liquiden al trabajador 

por concepto de prestaciones laborales. 
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Como primera recomendación se sugiere el inicio de un procedimiento 

de liquidación anticipada de bienes en aquellos casos en que las 

indemnizaciones se obtengan durante la vigencia de la unión conyugal y 

se tema la mala gestión o burla de esos recursos, o bien el reintegro de 

bienes cuando estos valores no hayan sido invertidos o utilizados en 

beneficio común; esto con el fin de solucionar el problema de la 

constatación de los mismo dentro del patrimonio pudiéndose afectar su 

liquidación. 

 

Antes de hacer mención a la segunda recomendación, debe 

reafirmarse que las prestaciones laborales tienen naturaleza ganancial en 

la proporción que corresponda, entendiéndose lo anterior en el sentido de 

que si alguno de los cónyuges percibe el monto que se le adeuda por 

concepto de indemnizaciones, el ex cónyuge tendrá derecho a 

determinada suma en proporción al tiempo durante el cual se mantuvo el 

vínculo matrimonial o la unión de hecho pública, notoria y estable. 

Siguiendo esta línea, la sugerencia es que no es posible que los ex 

cónyuges se vean sujetos a un derecho de crédito perpetuo, en razón por 
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la cual debe establecerse un plazo prudencial después de finalizado el 

vínculo matrimonial para hacer este reclamo. 

 

La tercera recomendación va dirigida a los juzgadores de la materia, 

ya que los mismos deben analizar para cada caso concreto qué rubros 

deberán considerarse como prestaciones laborales y que, 

consecuentemente, formarán parte de la masa de gananciales, pues no 

se deben obviar sumas ni extralimitarse el derecho del cónyuge mediante 

el reconocimiento de sumas que no deben estar contempladas como 

salario. No debe confundirse aquellos pagos que no tengan carácter 

salarial por no retribuir los servicios brindados, así como tampoco deben 

contemplarse los montos que se otorguen al subordinado por daños 

ocasionados a su condición personal al momento de la finalización del 

vínculo laboral. 

 

Como última recomendación, deben considerarse aquellas situaciones 

en que el despido se lleve a cabo durante el matrimonio, pero las 

prestaciones laborales se liquiden posterior a esta disolución conyugal; en 

esta hipótesis, las sumas correspondientes a la indemnización deberán 

conservar su carácter de gananciales independientemente de que esta 
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liquidación se presente posteriormente, pues ya correspondía a un 

derecho adquirido. 
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